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Prólogo

Es obvio que los pozos para la extracción de las lutitas no serán perforados en la esquina 
de Avenida Insurgentes y el Eje 5 Sur, Eugenia, donde se ubica la Secretaría de Energía. 
Sin embargo, la visión centralista en la política de hidrocarburos en México ha agrava-
do la proliferación de puntos ciegos. El libro La reforma energética en México. Impactos sociales 
de la extracción de gas de lutitas en Tamaulipas es una visión panorámica hacia el horizonte 
real de lo que podría sobrevenir en este estado con la explotación del gas de esquisto.

Sin embargo, las perspectivas que ofrece el libro no se limitan a un solo punto de 
vista. Ni laudatorio, ni fatalista, cada autor construye un panorama tras un ejercicio 
de argumentación sustentado en la observación ordenada de datos duros. Lejanos a la 
retórica, y al fatalismo sin sustancia, los capítulos de este libro acercan al lector a un 
abanico de consecuencias que podrían desprenderse de la explotación de estos hidro-
carburos. En estos momentos, cuando estos proyectos aún no se concretan, no podría 
ser más oportuna una colección de reflexiones cuyo objeto es la construcción de cono-
cimiento útil.

Más aún, una de las grandes virtudes de este libro es el equilibrio que guarda entre 
el rigor científico y su accesibilidad a personas con distintas formaciones y niveles de 
escolaridad. Sin ser en absoluto baladí, la presentación de información por parte de los 
autores no es sólo legible sino atractiva. El periplo por las distintas regiones de Tamauli-
pas resulta fascinante por su potencial de desarrollo pero también preocupante —hasta 
descorazonador— por sus carencias de lo básico y su inmersión en lo más crudo de la 
violencia. Así, el análisis de los impactos de la industria de las lutitas en ese estado se 
convierte en el contexto para explorar no sólo el subsuelo de esa entidad, sino también 
su realidad social. 

Otro aspecto grato del libro es su afortunada multidisciplina entre lo jurídico, econó-
mico, ambiental, social e incluso psicosocial. La introducción al marco jurídico que hace 
el capítulo de Enoc Alejandro García Rivera permite el entendimiento esencial de las 
normas para luego trazar su interacción con los fenómenos sociales. De forma muy suge-
rente, el autor logra sugerir la trascendencia social que podrían tener las nuevas figuras 
jurídicas que se aprobaron en la reforma energética. Ello resulta singularmente sugerente 
para los que desean ver más allá de la norma puesta en el papel. Sin embargo, el análisis 
de García Rivera rompe con la vertiente centralista al desvelar que el estado de Tamauli-
pas tiene su propio marco jurídico, el cual debe ser compatible con el federal para que la 
reforma sea exitosa desde todos los flancos. Y al hablar de compatibilidad nos referimos 
a la consistencia recíproca que debe guardar un orden con el otro. De esa consistencia 
entre órdenes normativos dependerá en buena medida que las expectativas de desarrollo 
económico se cumplan. Sin duda, el capítulo de García Rivera permite al lector una pri-
mera exploración de la emisión de reglas fuera del ámbito federal, lo cual da una visión 
ampliada y profunda de las compatibilidades y colisiones entre órdenes normativos. 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/RpTjgt
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MiriaM Grunstein 12

Sin embargo, no todo es derecho y desarrollo económico. El capítulo de María Gua-
dalupe Ortiz Gómez, que versa sobre los ciclos de derrama económica relacionados 
con la extracción de las lutitas en la cuenca de Burgos, es una llamada de atención para 
evitar euforias infundadas. En palabras de la autora: “La interrogante a resolver es, de 
acuerdo con las condiciones socioeconómicas en la subregión Tamaulipas de la cuenca 
de Burgos, ¿qué posibilidades hay de que los pobladores locales se inserten en los ciclos de 
derrama económica derivados de la intensificación de la industria de hidrocarburos?”

La pregunta de la autora no podría ser más oportuna ni más relevante. Por su cerca-
nía con el estado de Tamaulipas, el discurso de la reforma energética llevó a la simpleza, 
muy seductora, pero no menos falsa, de que con la explotación de las lutitas se abriría 
un cuerno de la abundancia semejante al del estado de Texas. Sin embargo, el cruce 
de la frontera abre brechas importantes entre una población y otra. En palabras de la 
autora: “Las cifras nos orientan acerca de las escasas oportunidades de formación de 
capital humano que se han generado en la zona, así como de la baja potencialidad que  
pueden tener en relación con los cambios derivados de la inversión en la industria de 
hidrocarburos”.

Ante esta situación, la autora señala que, lejos del auge que se ha vivido en Texas, en 
Tamaulipas el panorama plantea un abanico inmenso y complejo de desafíos. No sólo 
se trata de capital humano, sino también de políticas de desarrollo social, de salud y de 
la implantación de los elementales servicios de salud. Como resultado de la explotación 
de las lutitas, la autora no advierte el hallazgo del cuerno de la abundancia sino la aper-
tura de la caja de Pandora.

El libro también abre los ojos a otras perspectivas disciplinarias que enriquecen el 
estudio del fenómeno de la extracción de estos hidrocarburos. Menos conocida que la 
“economía ambiental” hoy en boga, en el tercer capítulo de este libro Edith Miriam 
García Salazar lleva a cabo un enfoque de economía ecológica, la cual, en palabras de 
esta misma autora, “es una disciplina económica que nace a principios de la década  
de los ochenta, y surge principalmente como un enfoque alterno a la economía am-
biental para dar una respuesta integral y alternativa al análisis y estudio de problemas 
socioambientales surgidos por la actividad económica (procesos productivos)”.

Ya sea para subrayar sus posibles beneficios, o para ser críticos, los autores sostienen 
una agenda de análisis integral para cubrir todos los resquicios que podrían quedar al 
descubierto con un enfoque de menor alcance. De tal suerte, el análisis de la autora re-
salta que, efectivamente, hay posibilidades de que haya un incremento en indicadores 
económicos sin que con ello necesariamente se eleve el nivel de vida de los habitantes 
del estado, en particular en la cuenca de Burgos, por “el incremento de problemas 
sociales y ambientales que derivan de esta actividad industrial”. Esto, sin duda, es una 
importante llamada de atención a los tomadores de decisiones en la implementación de 
estos proyectos, los cuales deberán garantizar “la habitabilidad de los municipios”.

La amplitud de este libro se abre de forma más sugerente al abordar un aspecto 
frecuentemente ignorado en los estudios que atañen al sector energético. El capítulo de 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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la autoría de José Juan Villanueva Sierra aborda el problema del uso del suelo desde la 
perspectiva de su impacto psicosocial, siendo éste una valoración de “las conductas 
de  aceptación o rechazo de parte de la sociedad, en relación con la adopción de 
nuevos esquemas productivos”. Según este autor, la comprensión de ciertos rasgos 
distintivos o dimensiones culturales anticiparían la estimulación o inhibición de pos-
turas a favor o en contra de la actividad del fracking.

Este enfoque viene a enriquecer el debate entre varios actores y desde varias dimen-
siones. Podría ayudar a los tomadores de decisiones, de todos los niveles de gobierno, 
a hacer una ponderación equilibrada de costo-beneficio de una actividad ya polémica 
cuyo carácter controversial podría llegar a dimensiones poco controlables de desatarse 
una corriente impetuosa de rechazo comunitario. Por otra parte, podría beneficiar a 
los inversores para que ellos, dentro de las distintas regiones del estado de Tamaulipas, 
o de cualquier otro, puedan anticipar y remediar, cuando ello fuera posible, posibles 
barreras de resistencia comunitaria. Sin embargo, lo más valioso de este capítulo es su 
profundización en el aspecto más humano, y menos ponderado, cuando se miden los 
impactos de este tipo de proyectos. Es más difícil ahondar en la psique humana que en 
lo más ignoto del subsuelo.

Por último, el capítulo de Ruth Roux aborda una importante novedad que contiene 
la nueva Ley de Hidrocarburos y cuyo alcance es aún indefinido. Nos referimos a la 
Manifestación de Impacto Social que establece dicha ley como obligación de las em-
presas para poder operar en una zona determinada. Pero, fuera de hacer un recuento 
árido de lo que implica este requisito burocrático, Roux hace un cuidadoso ejercicio en 
el que distingue el cambio social del que propiamente es un impacto social, siendo este 
último mucho más profundo en la vida de los pobladores. El trabajo de Roux, por tanto, 
bien podría ser un instrumento utilísimo para que la llamada Manifestación de Impacto 
Social no sea tan sólo un requisito más por ser satisfecho ante la Secretaría de Energía. 
Ese capítulo, por tanto, no sólo viene a enriquecer el saber académico del cómo y el qué 
en un acercamiento comunitario, sino que también sirve de asidero para la implemen-
tación de esta nueva figura en esa ley. 

No es del todo común que un libro satisfaga el doble objetivo de saber y saber hacer. 
El volumen que afortunadamente tengo entre mis manos lo cumple. Este libro cierra la 
brecha entre la academia (a veces tan cerrada en sus propios códigos) y la acción social, 
a veces carente de la profundidad suficiente. Estas razones son motivo suficiente para 
que este libro ocupe un espacio importante, y que sea una referencia obligada en el 
estudio e implementación de la reforma energética. 

Miriam Grunstein
Mexico Center, Rice University / Universidad Autónoma de Nuevo León 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
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Libro completo en: 
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Presentación

La participación de los organismos financieros internacionales en la actividad económi-
ca y el control de la energía a nivel mundial han dado origen a diversas reformas tanto 
en naciones desarrolladas (Inglaterra, Suecia, Finlandia y Rusia), como en países en 
desarrollo (Chile, Brasil, Argentina y Corea). Las modificaciones legales y regulatorias 
ofrecen garantías a los inversionistas y dejan sin efecto a las fuerzas que se oponen a las 
reformas. Las grandes empresas transnacionales de la energía obtienen ventajosos con-
tratos de obras y servicios para después penetrar en proyectos de desarrollo, asesoría, 
mantenimiento y operación, apropiándose de estos mercados. 

En México, durante más de siete décadas el sector público mantuvo un control 
casi total de la explotación del petróleo, el gas y el abasto de electricidad. En 2013 se 
promulgó la reforma energética que abrió la puerta a la participación total del capital 
privado en el mercado de los hidrocarburos, cambiando radicalmente el escenario 
económico, político y social del país. Los principales temas de este nuevo escenario 
han sido: 1) el nuevo rol de Petróleos Mexicanos (Pemex) en el desarrollo de la industria 
energética; 2) el manejo de los ingresos derivados de los hidrocarburos; 3) la preferen-
cia de la actividad energética en la propiedad privada y social mediante la ocupación 
temporal de tierras, y 4) la explotación de los yacimientos de gas de lutitas que se 
encuentran en el noreste del país y requieren de la técnica de fracturación hidráulica 
para su extracción.

El nuevo rol de Pemex. Desde 2008, mediante la asignación de contratos de servicios 
específicos, se permitía la participación de empresas privadas en la exploración de ya-
cimientos y en algunos casos la explotación de hidrocarburos. Sin embargo, todo el 
producto extraído debía entregarse a Pemex para su comercialización en el mercado 
nacional o el internacional. Con la reforma, Pemex dejó de ser empresa paraestatal 
para convertirse en empresa productiva del Estado. Aunque le corresponden los mejo-
res yacimientos que hay en el país, es un competidor más. También cambió su régimen 
fiscal. Anteriormente proveía la mayor parte de los recursos públicos del gobierno, pero 
con la reforma Pemex entrega sólo el 30% de sus ganancias al fisco. Se prevé que la 
cantidad que el gobierno obtenía por impuestos ahora provenga de la renta petrolera y 
de la carga fiscal a las empresas privadas. 

Manejo de ingresos por hidrocarburos. Con la reforma energética los ingresos por hidro-
carburos serán de tres tipos: derechos pagados por Pemex y sus subsidiarias; contra-
prestaciones pagadas por particulares con contratos de exploración y explotación, e 
impuestos pagados por Pemex y particulares. Las contraprestaciones se depositarán 
en el Fondo Mexicano del Petróleo; un fideicomiso del cual se entregarán anualmente 
recursos equivalentes al 4.7% del producto interno bruto para el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación. El dinero recaudado a través de los impuestos por actividades de 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
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exploración y explotación se destinará a un fondo especial de recursos para los estados 
y municipios productores de petróleo.

Ocupación temporal de tierras. Los dueños de las tierras en donde se encuentren hidrocar-
buros que se quieran extraer recibirán un porcentaje de las ganancias por los yacimientos. 
En los casos en que los propietarios de los terrenos no lleguen a acuerdos con las empre-
sas, la Ley de Hidrocarburos les permitirá a éstas la ocupación temporal de las tierras.  
Los acuerdos pueden ser de compraventa o permitir el uso de las tierras por medio de 
tres figuras: servidumbre legal, ocupación temporal y afectación superficial. El contrato 
debe estipular el porcentaje de ganancias que el particular pagará al propietario por la 
utilización de terreno, que debe estar entre el 0.5 y el 2 % si se explota petróleo o gas 
natural, y entre el 0.5 y el 3 % si se explota gasa de lutitas o shale.

Explotación del gas de lutitas. La explotación del gas de lutitas que se encuentra en el no-
reste del país ha generado un intenso debate. Algunos argumentan que el uso intensivo 
de este gas, que se encuentra en los estados de Coahuila, Nuevo León y Tamaulipas, 
permitirá aumentar la generación de electricidad a bajo costo. Establecer un sistema de 
abasto de gas para la Comisión Federal de Electricidad desde el centro del país hacia el 
norte es muy costoso. Baja California es la única entidad que tiene permitido comprar 
energía eléctrica de Estados Unidos. Por otra parte, el uso de la técnica de fracturación 
hidráulica en la extracción del gas de lutitas representa riesgos ecológicos. Esta práctica 
implica un elevado gasto de agua y el noreste del país es un área cálida, seca o semiseca. 
También existe el riesgo de que se contaminen los mantos acuíferos. Los partidarios 
de la reforma argumentan que se utilizarán aguas salobres para no disponer de agua 
dulce en la extracción de gas. Esta técnica de extracción está respaldada por diversos 
científicos de todo el mundo, entre ellos el mexicano Mario Molina, ganador del Pre-
mio Nobel de Química. 

Estos temas en torno a la reforma energética han despertado el interés de todos 
los sectores sociales y las instituciones de educación superior no se han quedado al 
margen. Un creciente número de investigadores está hoy examinando distintas proble-
máticas tanto desde los campos de la geología, la geofísica y la ingeniería del petróleo, 
como desde la antropología, el derecho, la sociología, la economía y la psicología. El 
compromiso de la educación superior con la pertinencia ha resultado en un acer-
camiento con la sociedad civil, las empresas y los gobiernos, para buscar que la ac-
tividad energética asegure un desarrollo equitativo y sustentable en el plano local, 
regional y nacional. 

La Universidad Autónoma de Tamaulipas, en congruencia con el eje estratégico 
—promover investigación útil y pertinente— de su Plan de Desarrollo Institucional, 
contribuye al debate sobre la reforma energética a partir de la premisa según la cual la 
solución de los problemas de la sociedad requiere que primero se conozcan adecuada-
mente. El Centro de Investigaciones Sociales desarrolla estudios sobre el impacto de la 
industria petrolera en la cultura, la legalidad, el medio ambiente, los servicios públicos 
y la participación de los actores sociales en el noreste de Tamaulipas. La primera etapa 
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17Presentación

en todo estudio de impacto social consiste en recopilar información secundaria que 
facilite y dinamice el trabajo de campo. Este volumen presenta los resultados obtenidos 
del primer acercamiento a las problemáticas sociales relacionadas con la extracción de 
gas de lutitas en Tamaulipas. 

En el capítulo i, Enoc Alejandro García Rivera examina la reforma constitucional 
energética y sus posibles consecuencias en el entorno social, ambiental y jurídico del 
estado de Tamaulipas. También analiza la Agenda Energética Tamaulipas que creó 
el gobierno estatal para asumir la responsabilidad que le asigna el gobierno federal de 
definir instrumentos de política pública relacionados con los energéticos. El propósito 
del autor es identificar las principales insuficiencias jurídicas. 

María Guadalupe Ortiz Gómez presenta en el capítulo ii las características socio- 
económicas de los 14 municipios de Tamaulipas que se encuentran dentro de lo que 
Pemex denomina Activo Integral de Burgos. Su objetivo es indagar las posibilidades de 
inserción de los pobladores locales en los ciclos de derrama económica derivados de la 
intensificación en la actividad hidrocarburífera.  

En el capítulo iii, Edith Miriam García Salazar emplea la perspectiva de la eco-
nomía ecológica para describir los posibles impactos económicos, políticos, sociales y 
ambientales de la extracción del gas de lutitas en Tamaulipas. La autora hace algunas 
reflexiones sobre la deuda ecológica que la actividad económica basada en hidrocarbu-
ros pudiera contraer con la naturaleza en las localidades de la entidad.

El capítulo iV, escrito por José Juan Villanueva Sierra, explica la importancia que 
tiene la energía para el desarrollo de la sociedad; examina la demanda futura de ener-
géticos; analiza las circunstancias que dan lugar a la reforma energética, y plantea la 
necesidad de que los estudios de impacto social de los proyectos extractivos integren 
aspectos psicosociales. 

Por último, en el capítulo V, Ruth Roux analiza el papel de los estudios de impacto 
social a partir de la Ley de Hidrocarburos y describe las características de los estudios 
de impacto social, presentando los resultados de algunos estudios realizados en otros 
países. En la última parte describe las características sociodemográficas y culturales de 
los municipios de Burgos y Cruillas, en donde se exploran los primeros pozos de gas 
de lutitas en Tamaulipas. Su propósito es sentar las bases para un diagnóstico de los 
impactos sociales potenciales de la actividad extractiva en esas localidades.

Esta compilación de textos sobre las complejidades de la extracción de gas o aceite de 
lutitas y las características geográficas, hidrológicas, demográficas, económicas, sociales 
y culturales de algunas localidades de Tamaulipas puede ser de utilidad para estudiantes, 
docentes e investigadores interesados en la investigación social, el impacto social de la 
extracción de hidrocarburos, y la región noreste de México. 

Ruth Roux
Centro de Investigaciones Sociales, Universidad Autónoma de Tamaulipas
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i. desafÍos jurÍdicos de taMauliPas a Partir de la reforMa 
constitucional de los hidrocarBuros

Enoc Alejandro García Rivera

Introducción

El 12 de agosto de 2013 el Poder Ejecutivo de la Federación presentó la iniciativa 
de decreto a través de la cual propuso al Congreso de la Unión la modificación de 
los artículos 27 y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
del 5 de febrero de 1917. Esta iniciativa fue admitida y posteriormente aprobada 
y publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 20 de diciembre de 2013. Con 
esta enmienda constitucional se sentaron las bases legales que hacen permisible la 
participación de la iniciativa privada en el sector energético de los hidrocarburos 
nacionales. Sobre esta actividad económica, el Estado mexicano y sus regiones han 
fincado sus expectativas de desarrollo económico y social para las próximas décadas.

En las regiones donde la presencia de hidrocarburos es latente en el subsuelo las 
expectativas de desarrollo han cobrado mayor relevancia que en aquellas donde el 
potencial hidrocarburífero está a la baja. Entre las entidades federativas que integran 
las regiones hidrocarburíferas, las expectativas económicas son más amplias que en 
aquellas que denotan menor presencia del recurso natural. Tal es el caso de Tamau-
lipas, ubicado al noreste de México, en donde se encuentran dos de los yacimientos 
hidrocarburíferos más grandes de la nación. Estas circunstancias geológicas son las que 
garantizan un alto impacto económico para el estado. Se pronostica una intensa activi-
dad derivada de la exploración, extracción y explotación de los hidrocarburos situados 
dentro de su territorio. Sin embargo, también se esperan impactos diversos para su en-
torno. El desarrollo económico que el estado de Tamaulipas espera a raíz de la reforma 
constitucional energética traerá efectos adyacentes a los económicos, que repercutirán 
en áreas como la ambiental, social y jurídica. Estos efectos se paliarán si se observan las 
responsabilidades que el marco normativo establece.

El gobierno estatal no sólo puede esperar intactos los beneficios económicos que la 
implementación de la reforma constitucional en materia energética traerá para su pobla-
ción y finanzas, sino que debe considerar los efectos sociales, ambientales y jurídicos que 
esa modificación constitucional causará. Esta última es de particular importancia para 
todas las demás, pues además de encontrarse involucrada en el entorno sustancial de 
cada una de ellas, debe fungir como el medio idóneo para sobrellevar de la mejor manera 
los efectos tanto positivos como negativos que esta enmienda constitucional de los hidro-
carburos puede llegar a producir al momento de operar en su circunscripción territorial.
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El capítulo que se presenta aborda el estudio de la reforma constitucional energética 
y sus posibles consecuencias en el entorno social, ambiental y jurídico de uno de los es-
tados con mayor proyección energética de los hidrocarburos, el estado de Tamaulipas, 
pues a partir de las modificaciones legales que la enmienda establece surgirán figuras y 
esquemas legales que modificarán la forma y dinámica de las relaciones jurídicas entre 
los diversos agentes sociales, económicos y de gobierno que residen en Tamaulipas. 

En primera instancia se analizarán de manera general los aspectos políticos y oficia-
les que sustentaron la enmienda constitucional del 20 de diciembre de 2013. Se estu-
diarán las razones y los objetivos estatales que motivaron y encaminaron los cambios 
legales que se vieron plasmados en esta reforma constitucional. 

Este acercamiento que se desarrolla en el presente capítulo recaerá en el estudio de 
los documentos que contienen la iniciativa de decreto por la que se propuso la modifica-
ción de los artículos 27 y 28 constitucionales, del 12 de agosto de 2013, y propiamente 
de la reforma constitucional energética que se vio consumada el 20 de diciembre de 
2013. El análisis de estos actos jurídicos resulta de suma importancia para el objetivo 
de este capítulo, ya que su estudio permitirá comprender, de manera jurídica, la natu-
raleza y los alcances legales que las enmiendas constitucionales aprobadas detentarán 
para el contexto social y económico de la comunidad en general y de la población 
tamaulipeca en particular.

A su vez el análisis se compaginará con el estudio del documento oficial prospectivo, 
la Agenda Energética de Tamaulipas, que el gobierno del estado elaboró para planear 
la forma y los medios a través de los cuales incorporará los efectos que la reforma cons-
titucional de los hidrocarburos traerá a su entorno económico, social y de gobierno. 
El estudio que se realizará a dicho documento gubernamental permitirá advertir la 
percepción y el contexto que se vislumbra hacia el interior de la entidad federativa de 
Tamaulipas, lo que a su vez nos brindará la capacidad de detectar, en un primer análi-
sis, las posibles deficiencias jurídicas que se podrían presentar. 

Contexto socioeconómico de la reforma constitucional de los hidrocarburos

En el Plan Nacional de Desarrollo (Pnd) 2013-2018, del 20 de mayo de 2013, que el go-
bierno federal elaboró para estructurar la ejecución rectora del desarrollo nacional, el 
planteamiento de democratizar la productividad es la política pública que más se destaca como 
eje conductor mediante el cual se concretó la reforma constitucional energética. Y es en el 
desglose de la forma y los medios políticos, jurídicos y económicos que esa estrategia nacio-
nal esbozó, donde se observa cómo el recurso natural de los hidrocarburos es el principal 
medio a través del cual el Estado mexicano buscará obtener el bien colectivo de la nación.

El bien común, como señala Porrúa (2008), deriva de la agrupación social de los 
hombres para la obtención de un fin que beneficie a todos, siendo ese fin el bien común, 
y el Estado, al ser una sociedad más amplia que persigue también un bien que beneficie 
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por entero a todos los que lo componen, convierte a ese interés en un bien común social 
o público. Partiendo de lo anterior y en relación con los hidrocarburos que forman par-
te del territorio nacional, ese mismo autor menciona que el Estado tiene derecho sobre 
el territorio y los elementos inherentes a éste, siempre y cuando se sirva de éstos para 
realizar el fin estatal, es decir, para obtener el bien común público, por lo que, destaca 
el autor,  “la justificación y el límite de ese derecho del Estado sobre el territorio es el 
interés público” (p. 280).

Ese documento que concibe el proyecto de nación que se aspira para México se basó 
en cinco metas nacionales y tres estrategias transversales. Siendo precisamente en la 
estrategia transversal que recoge la esencia y el nombre de este arquetipo político-eco-
nómico, Democratizar la Productividad, junto con las metas nacionales Un México Próspero, 
un México Incluyente y un México con Responsabilidad Global (Pnd, 2013), donde se encuentran 
las líneas que despliegan las directrices políticas que han encauzado las adecuaciones al 
sistema jurídico nacional, para permitir intensificar la explotación de los hidrocarburos 
y ubicarla como la actividad económica preponderante sobre la que se generará el im-
pulso al desarrollo económico y social del país. 

Sobre esto, Reinhold (2002) menciona que para trasladar las aspiraciones de las fuer-
zas políticas y sociales se requiere de una ley, ya que ésta es el resultado de las múltiples 
fuerzas económicas, sociales, ideológicas y religiosas que coexisten dentro del Estado y 
destaca que “el orden jurídico actúa como un esquema de canalización y coordinación 
específicas de los intereses e influencias presentes en una sociedad” (p. 223).

A través del Pnd el gobierno federal implementó la estrategia de Democratizar la Pro-
ductividad como una política pública transversal, cuya función primordial es la de esta-
blecerse como el principal catalizador jurídico-administrativo para la consecución de 
las metas nacionales, especialmente aquellas vinculadas con el desarrollo económico. 

El cometido de esa estrategia política será impulsar las acciones y medidas adminis-
trativas y jurídicas necesarias mediante la supresión de los impedimentos que el marco 
normativo y de la administración pública presentan en detrimento de la productividad 
de los sectores económicos y sociales. Bajo esa premisa, el gobierno consideró que para 
elevar la productividad ésta debía ser democratizada a través del establecimiento de un 
entorno de negocios adecuado y fundado en un marco normativo que facilitase, entre 
otras cosas, la disposición de los bienes públicos que pudiesen operar entre las empresas 
como un recurso generador de prosperidad. 

De acuerdo a la idea que expone el gobierno de México en su documento de planifi-
cación nacional, la democratización de la productividad fomenta una mayor competen-
cia en los mercados, lo que origina un mayor número de empleos con salarios apropia-
dos al costo real de las necesidades más esenciales del ser humano. Estas circunstancias 
e ideas fueron las que llevaron al gobierno federal a formular, como directriz esencial de 
esta política transversal, la realización de acciones que eliminasen aquellos obstáculos 
que, por una parte, limitaran el potencial productivo de los ciudadanos y las empresas 
y, por otra, que no incentivaran entre éstos el uso eficiente de los recursos productivos. 
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El Pnd define a este concepto como aquel que “significa, en resumen, que las opor-
tunidades y el desarrollo lleguen a todas las regiones, a todos los sectores y a todos los 
grupos de la población. Así, uno de los principios que debe seguir el diseño e imple-
mentación de políticas públicas en todas las dependencias de la Administración Pública 
Federal, deberá ser su capacidad para ampliar la productividad de la economía. Cada 
programa de gobierno deberá diseñarse en atención a responder cómo se puede elevar 
la productividad de un sector, una región o un grupo de la población” (p. 9).

Sin embargo, pareciera ser que el contexto que el Estado mexicano pretende darle al 
concepto de democracia para el entorno económico es contrario a la naturaleza propia 
de éste, pues de acuerdo a lo que explica Porrúa (2008) en su obra, en referencia a lo 
que debe de ser democracia en la economía, el Estado debe buscar colocar la econo-
mía al servicio del hombre para obtener el bien público, y no colocar al hombre como 
instrumento de dominación y explotación para la economía. Galindo (2003) redondea 
lo anterior al decir que “los tratadistas de la materia consideran que los principios fun-
damentales de la democracia, son los siguientes: La igualdad filosófica en la libertad. La 
igualdad de condiciones” (p. 351).

Para el gobierno federal, el uso y suministro de energía son básicos para realizar las 
actividades productivas de la sociedad, pues su escasez deriva en un obstáculo para el 
desarrollo de la economía, por lo que es prioritario entonces que las necesidades ener-
géticas de consumo que el país demanda en las áreas involucradas con el crecimiento 
económico sean cubiertas de manera eficaz y suficiente. Este argumento que expone 
el gobierno federal lo sustenta principalmente en dos circunstancias; por una parte, la 
disminución de la producción nacional de energía primaria de los hidrocarburos y, por 
la otra, el aumento del consumo interior de los mismos. 

En otras palabras, lo que el Estado mexicano refiere es que durante la última década 
la producción de energía basada en hidrocarburos para el mercado interno ha estado 
presentando un déficit progresivo que ha obligado a importar dichos productos, lo que 
reproduce una serie de impedimentos que afectan el desarrollo conveniente de la eco-
nomía mexicana. De acuerdo con los datos que aporta el gobierno federal, cada año se 
acrecienta el déficit energético en México, representándole a los sectores económicos 
consumidores un aumento en los costos de operación y producción de sus negocios, lo 
que consecuentemente limita su productividad.

Lo anterior ha sido resultado de que en los últimos años el Estado mexicano no ha 
tenido la capacidad de costear nuevos proyectos de explotación de hidrocarburos en 
aguas profundas y lutita que le permitan aumentar su producción y de que la deman-
da nacional de gasolinas, diésel y electricidad generada por medio de gas natural han 
aumentado como consecuencia del incremento del parque vehicular, las necesidades 
de transporte y la incorporación de un mayor número de usuarios al servicio eléctrico 
en los sectores comercial, industrial y doméstico. Acorde con los datos que el gobier-
no federal exhibe en la meta nacional Un México Próspero, la producción de la energía  
primaria de los hidrocarburos disminuyó en promedio 0.3% anual entre los años 2000 y 
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2011, mientras que su consumo se incrementó durante ese mismo periodo un promedio 
anual de 2.1% (Pnd, 2013).

En el Programa Sectorial de Energía (Pse) 2013-2018, del 13 de diciembre de 2013, 
se indica que en el año 2004 la producción de petróleo en México alcanzó su máximo 
histórico al ubicarse en los 3.3 millones de barriles diarios. Sin embargo, desde el año 
2005 al año 2012 la producción petrolera ha ido a la baja, al grado de producirse sólo 
2 548 mil barriles por día. De hecho, se destaca en ese documento de orden adminis-
trativo que en el primer semestre del año 2013 la producción promedio de crudo se 
encontraba ya por debajo de la producción registrada en el año 2012 (Pse, 2013).

Para resolver esta problemática el gobierno federal propuso elevar el índice de recu-
peración y la obtención de petróleo crudo y gas natural. De manera específica la direc-
triz sugerida y que centra nuestra atención, por el tema de estudio que se aborda, fue 
la de acrecentar la capacidad del Estado mexicano en la exploración y producción de 
hidrocarburos en yacimientos no convencionales. El objetivo de esa directiva es enton-
ces asegurar la cadena productiva de hidrocarburos nacionales, el suministro adecuado 
de recursos primarios hidrocarburíferos, para estar en capacidad de generar energía 
suficiente, económica y de calidad. 

La meta de las líneas de acción planteadas es generar la energía suficiente que garan-
tice el abasto de la demanda nacional y producir energía más barata y de calidad que 
contribuya a la productividad de los sectores económicos del país. Para su desarrollo, el 
gobierno federal elaboró en su programa sectorial energético la manera específica y las 
instrucciones detalladas que se ejecutarán para aumentar la capacidad de exploración y 
explotación de los hidrocarburos nacionales, así como paliar las vicisitudes del entorno 
con cada acción en particular. 

El enfoque de instrumentación del gobierno fue el de potenciar la inversión priva-
da en la explotación y producción de los hidrocarburos del país. Concretamente las 
estrategias y directivas que se concibieron para aumentar la producción y explotación 
eficiente de los hidrocarburos del país en el contexto legal fueron las de fortalecer la 
industria energética aumentando el valor de sus recursos petroleros por medio de la 
configuración de un marco regulatorio que propiciase el desarrollo de las mejores prác-
ticas técnicas y económicas de la industria, lo que reduciría costos e incrementaría la 
disponibilidad de energéticos para la industria y los usuarios domésticos.

En el objetivo 4.6, estrategia 4.6.1, del Pnd, se encuentra establecida fundamental-
mente esta línea de acción planeada para mejorar el abastecimiento de energía del mer-
cado nacional. Asimismo, en ese mismo objetivo, también se señalan diversas acciones 
destinadas a coadyuvar al objetivo mencionado. 

Las líneas de acción que se propusieron son: 1) Promover la modificación del marco 
institucional para ampliar la capacidad del Estado mexicano en la exploración y pro-
ducción de hidrocarburos, incluidos los de yacimientos no convencionales como los 
lutitas; 2) Fortalecer la capacidad de ejecución de Petróleos Mexicanos; 3) Incrementar 
las reservas y tasas de restitución de hidrocarburos; 4) Elevar el índice de recuperación 
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y la obtención de petróleo crudo y gas natural; 5) Fortalecer el mercado de gas natural 
mediante el incremento de la producción y el robustecimiento en la infraestructura 
de importación, transporte y distribución, para asegurar el abastecimiento de energía 
en óptimas condiciones de seguridad, calidad y precio; 6) Incrementar la capacidad y 
rentabilidad de las actividades de refinación y reforzar la infraestructura para el sumi-
nistro de petrolíferos en el mercado nacional; 7) Promover el desarrollo de una industria 
petroquímica rentable y eficiente (Pnd, 2013). 

Este esquema, planteado como el pilar de toda la cadena de valor de este recurso na-
tural, establece la cooperación del sector público con el privado para propiciar la maxi-
mización de la renta de los hidrocarburos, especialmente la de los no convencionales. 

Esta regulación que se pretendía realizar tenía como finalidad establecer la privati-
zación del sector hidrocarburífero nacional, ya que esta figura, como menciona Roldán 
(2004),

gira alrededor de la tensión del binomio clásico público/privado, o del trinomio más 
moderno y, para nosotros, más familiar, público/social/privado, en el que los dos pri-
meros ceden espacios en favor del último. Bajo este enfoque, la privatización se expresa 
en el orden jurídico de maneras diversas: apertura a los particulares de actividades 
reservadas al Estado, hayan sido éstas estratégicas, prioritarias o servicios públicos, des-
publicización de actividades; desincorporación del sector paraestatal (p. 20). 

Sin duda el camino a la privatización estaba presentado, pues como destaca el autor 
en cita, “la privatización de áreas públicas opera a nivel de legislación secundaria cuan-
do ésta reglamenta los contenidos constitucionales ‘abriendo’ campos a la acción de los 
particulares antes ocupados por el Estado” (p. 20).

Bajo esa línea, lo que el gobierno federal hará, es acrecentar la capacidad de explo-
rar y explotar los hidrocarburos nacionales mediante la modificación del sistema jurídi-
co vinculado con esa actividad, esto es, establecer un marco normativo que permita al 
Estado mexicano detonar nuevos proyectos de inversión en el área de los hidrocarburos. 
Tal y como aconteció posteriormente con la enmienda constitucional del 20 de diciem-
bre de 2013.

Análisis de la reforma constitucional de los hidrocarburos de 2013

Establecidas las directivas políticas y administrativas para el sector hidrocarburífero na-
cional, lo subsecuente era, de acuerdo con la planeación, impulsar las modificaciones 
jurídicas pertinentes que suprimirían los impedimentos legales que de acuerdo con el 
gobierno nacional afectaban, en lo general, el desarrollo de la industria petrolera mexi-
cana, y en lo particular, el desarrollo de más y mayores proyectos de exploración, extrac-
ción y explotación que nutriesen de recurso a la cadena productiva de los hidrocarburos.
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Era impostergable para el Estado mexicano realizar la restructuración jurídica del 
área petrolera para detonar nuevos proyectos de inversión en el área de la exploración, 
extracción y producción de hidrocarburos. Establecer las bases legales mediante las 
cuales se buscaría dar alcance a los objetivos políticos y administrativos planteados para 
el sector energético era preponderante.

El siguiente paso sería establecer la actualización y desarrollo del marco normativo 
que orientaría la ambicionada renovación de la industria petrolera mexicana, esto es, 
instaurar el sistema de normas que ayudarían a mejorar las prácticas e inversión del sec-
tor. En razón de lo anterior, el 12 de agosto de 2013 se presentó la Iniciativa de Decreto 
por la que se proponía reformar los artículos 27 y 28 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.

Esa iniciativa de reforma constitucional esencialmente estuvo enmarcada dentro de 
la estrategia transversal Democratizar la Productividad y los objetivos de prosperidad, inclu-
sión social y globalización, por lo que su contenido fue guiado para crear un entorno 
legal que posibilitara imprimir dinamismo a la economía nacional, mediante el apro-
vechamiento de los recursos energéticos hidrocarburíferos, a fin de generar inversión, 
empleo y abasto de energía en cantidades suficientes y a costos competitivos para la 
población de las distintas regiones del país. 

Este contenido privatista de la iniciativa de reforma constitucional fue ceñido a 
los fines que un Estado liberal social como el de México persigue, los cuales con-
sisten, de acuerdo con Roldán (2004), en la “consecución de un cierto estado de 
cosas, tales como una justa distribución de la riqueza, el mejoramiento de vida de la 
población, la soberanía e independencia económica de la nación” (p. 214), agrega 
el autor citado: 

una política de privatización resultará más eficiente que una política intervencionista 
si logra una mayor justicia en la distribución del ingreso y la riqueza, y por lo tanto, el 
mejoramiento de las condiciones de vida de la población (…) una política pública que 
apuesta al mercado, apuesta a que el crecimiento económico, como meta inmediata, 
sea el factor desencadenante del desarrollo social como meta mediata (p. 218). 

Bajo esa temática y para su concreción, la reforma constitucional se centró en dos as-
pectos sustanciales: a) exploración y extracción, y b) seguridad energética del país. En el 
caso del primer aspecto, lo que motivó a crear la iniciativa de decreto constitucional 
de los artículos 27 y 28 constitucionales fue la circunstancia principal de que el pe-
tróleo de fácil acceso o convencional se está acabando, por lo que los retos a superar 
serían: en la parte exploratoria y de extracción, reclasificar los recursos prospectivos 
que se encuentran localizados en yacimientos de gran complejidad; mientras que en 
la parte de producción, aumentar el factor de recuperación de los campos madu-
ros. En ambos casos el uso intensivo de técnicas de recuperación mejorada sería la 
medida imprescindible para sobrepasarlos (Iniciativa de Decreto, 2013). 
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Para ejemplificar la efectividad y el costo que las técnicas mejoradas tienen en las 
áreas de exploración, extracción y recuperación de campos maduros, en la Iniciativa de 
Decreto del 12 de agosto de 2013 se señaló que nuestro mayor socio comercial, Esta-
dos Unidos de América, en 2012 otorgó 9 100 permisos a 170 empresas para perforar 
yacimientos de petróleo y gas de lutitas en su territorio, mientras que en México la 
actividad en ese mismo año sólo se confinó a tan sólo tres perforaciones (Iniciativa de 
Decreto, 2013). 

Ese empuje que se ha dado a la actividad productiva de los hidrocarburos norte- 
americanos a través de las técnicas mejoradas de recuperación ha permitido que ese 
país aumente su producción de gas de lutitas hasta un 800% en los últimos 14 años. 
Lo que ha dado como resultado que el gas natural represente el 40% de la producción 
de hidrocarburos de nuestro socio comercial. En lo que a coste se refiere, la iniciativa 
de reforma precisa que la perforación mediante estas técnicas mejoradas es financie-
ramente muy costosa y riesgosa, y sus probabilidades de éxito, en contraparte, son 
altamente reducidas.

El segundo aspecto que abordó la iniciativa de reforma constitucional apuntó que la 
producción insuficiente de petróleo y gas natural, aunado a las crecientes importaciones 
de gas natural, gasolinas, diésel y petroquímicos, ha provocado que México sea un país 
importador neto de hidrocarburos, dependencia que crea un entorno de incertidumbre 
energética para la nación. Sobre todo porque nuestro país ha sido uno de los principales 
productores de hidrocarburos a nivel mundial.

En los últimos 15 años las importaciones de gas natural crecieron cuantiosamente por 
la falta de exploración, extracción y explotación de éste, pero también por lo económico 
del precio del gas que se produce en Norteamérica, el cual, según se menciona, se debe 
a la alta producción que se ha generado por medio de las técnicas mejoradas de recupe-
ración. Aunado a lo anterior, en las últimas dos décadas la extensión de la red nacional 
de gasoductos sólo se ha incrementado 18.3%, el equivalente a 1 789 km, lo que origina 
insuficiencia de transporte y por tanto problemas de abasto (Iniciativa de Decreto).

En materia de productos refinados y petroquímicos, México presenta otra gran de-
pendencia que agrava aún más su inseguridad energética: la enorme importación que 
hace de combustibles e insumos petroquímicos, ya que no goza de suficiente capacidad 
de refinación y transformación, pues de la producción en México de barriles de petró-
leo sólo el 40% es refinado. Esto representa que la mitad de las gasolinas y una tercera 
parte del diésel que se consume en el país tienen su origen en las importaciones. Aunado 
a lo anterior, la falta de infraestructura de transporte suficiente eleva su costo, ya que el 
uso de carro-tanques y autotanques para el transporte de gasolinas lo aumenta de seis a 
13.5 veces más que el uso de ductos. En tan sólo dos años, de 2011 a 2013, el total del 
volumen transportado fue de 9.3 a 11.2 % (Iniciativa de Decreto).

Es evidente que la iniciativa destacó la necesidad de emplear técnicas de recupera-
ción mejorada, como la herramienta tecnológica indispensable para potencializar las 
actividades de exploración, extracción y producción de hidrocarburos, pues basado en 
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ellas habría un mucho mayor número de proyectos y por tanto un aumento de recur-
sos primarios que suministrasen el proceso productivo nacional de hidrocarburíferos. 
Pero también se subrayó que este tipo de técnicas exige, en la práctica mundial de este 
negocio, la participación conjunta de distintos actores de la industria petrolera para su 
ejecución, pues su alto coste requiere una concurrencia de socios que no sólo brinde 
la capacidad de ejecución e inversión requerida, sino que también distribuya las altas 
probabilidades de pérdidas.

De acuerdo con la propuesta de iniciativa de reforma, para hacer despegar las ac-
tividades de exploración, extracción y producción de hidrocarburos, petróleo crudo y 
gas natural de lutitas, sobre las cuales se generará el desarrollo económico y bienestar 
colectivo de la nación, el uso de las técnicas de recuperación mejorada resultan ser de 
vital importancia para su consecución. Sin embargo, por las peculiaridades financieras 
y de riesgos que esta tecnología acarrea, la modificación del entorno jurídico es una 
obligación irremplazable si se quiere obtener la seguridad energética que promueva el 
desarrollo económico y social de la nación. 

La inconveniencia financiera de asumir por una sola empresa, estatal o privada, la 
totalidad de los riesgos contenidos en la exploración, extracción y explotación de hidro-
carburos mediante las técnicas de recuperación mejoradas en áreas no convenciona-
les, exigieron del Estado mexicano, primero, remover los impedimentos legales que no 
permiten la participación de particulares en las actividades de exploración, extracción 
y producción de hidrocarburos y, segundo, proponer los mecanismos y figuras legales 
que han de establecerse para favorecer y potencializar dichas actividades entre diversos 
actores económicos públicos o privados. 

Esta reforma constitucional en materia energética permite apreciar las tres técnicas 
económicas que se emplean para el desarrollo de los modelos económicos derivados 
del liberalismo social, que en el caso del grueso del contenido de esta enmienda cons-
titucional apunta más hacia una tendencia liberal que social. Las técnicas a las que se 
hace referencia son: la privatización, que se refiere al sujeto económico idóneo y los 
derechos de propiedad que lo habilitan para actuar como agente económico; la desre-
gularización, la cual se refiere a la remoción de obstáculos para la elección del agente 
económico como condición de eficiencia, y la liberalización, referida a las condiciones 
idóneas en las que el agente económico llevará a cabo su elección y se coordinará con 
las elecciones de los demás componentes de la sociedad. 

Sobre esto, Roldán (2004) nos menciona que en el ámbito jurídico cada una de las 
técnicas están referidas a diversos ámbitos: 

La privatización a la persona jurídica particular, a su capacidad y a la titularidad de sus 
derechos; la desregularización o mejora regulatoria, al grado de autonomía de voluntad 
para crear actos o negocios jurídicos (libertades de empresa y de contratación entre las 
principales) y a la existencia de regulaciones que tiendan hacia la eficiencia; la liberali-
zación, a la libertad de competencia y a la represión de monopolios (p. 79).
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Esto le permite señalar al autor: 

así pues, el derecho contiene normas que constituyen al mercado (titularidad de dere- 
chos y capacidad de los sujetos), normas que facilitan al mercado (autonomía de la 
voluntad para la creación de actos jurídicos de carácter patrimonial, normas de compe-
tencia), y normas que aseguran el mercado (represión de monopolios, responsabilidad 
extracontractual, principio de legalidad, acceso a la justicia) (p. 79).

Con motivo de lo anterior, la primera modificación legal que se propuso a través de la 
Iniciativa de Decreto del 13 de agosto de 2013 fue la relacionada con eliminar la prohibi-
ción constitucional que el artículo 27 de la carta magna le establecía al Estado mexicano 
para celebrar contratos de explotación de hidrocarburos con particulares; mientras que 
el otro cambio que se enunció para la Constitución fue el de restructurar la parte del artí-
culo 28 vinculada con la regulación y el aprovechamiento público exclusivo que el Estado 
mexicano ejerce sobre los hidrocarburos nacionales, pues con base en ésta, el Estado mexi-
cano era el único autorizado de manera exclusiva para realizar todas y cada una de las 
actividades vinculadas con la cadena productiva de su explotación (Iniciativa de Decreto).

En el caso del impedimento jurídico establecido por el artículo 27 constitucional, 
encontramos que su origen se remonta a la reforma constitucional del 20 de enero 
de 1960. Mediante esa reforma se incorporó de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 
Constitucional en el Ramo del Petróleo, del 29 de noviembre de 1958, la reglamenta-
ción de sus artículos 2º y 3º, preceptos que de su redacción jurídica se desprendía la 
imposibilidad legal de celebrar contratos de explotación de hidrocarburos en favor de 
particulares, pues sólo el Estado mexicano estaba autorizado para realizar dichas acti-
vidades productivas. 

En los artículos 2º y 3º de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el 
Ramo del Petróleo, del 29 de noviembre de 1958, se regulaba, en el artículo 2º, que sólo la 
nación podría llevar a cabo las distintas actividades relacionadas con la explotación de 
la industria petrolera; mientras que en el artículo 3º se especificaba a qué actividades 
de la industria de la producción petrolera se refería, entre todas éstas se describían la de 
exploración y explotación de hidrocarburos.

Los artículos 2º y 3º de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el 
Ramo del Petróleo, del 29 de noviembre de 1958, literalmente regulaban que:

Artículo 2º. Solo la Nación podría llevar a cabo las distintas explotaciones de los Hidrocarburos, que 
constituyen la industria petrolera en los términos del artículo siguiente. En esta Ley se comprende con la 
palabra petróleo a todos los hidrocarburos naturales a que se refiere el artículo 1º.

Artículo 3º. La industria petrolera abarca: I. La exploración, la explotación, la refinación, el transporte, 
el almacenamiento, la distribución y las ventas de primera mano del petróleo, el gas y de todos los pro-
ductos que se obtengan de la refinación de estos.
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Esta redacción regulatoria de los artículos citados fue la que en esencia se incorporó al ar-
tículo 27 constitucional de 1960. En razón de lo anterior, la literalidad del artículo 27 cons-
titucional derivada de la reforma constitucional de 20 de enero de 1960 fue la siguiente: 

Artículo 27. Tratándose del petróleo y de los carburos de hidrogeno sólido, líquidos o gaseosos, no se 
otorgarán concesiones ni contratos, ni subsistirán los que se hayan otorgado y la nación llevará a cabo la 
explotación de esos productos, en los términos que señale la ley reglamentaria respectiva.

Lo cierto es que al paso de los años y a pesar de esta prohibición constitucional, se 
crearon los medios y figuras jurídicas que le permitirían al Ejecutivo federal contratar 
el servicio de exploración y extracción de hidrocarburos a particulares, sin que con esto 
se constituyera una infracción al precepto constitucional en comento. 

La figura del monopolio que en el sector de los hidrocarburos se estableció a favor 
del Estado mexicano fue instaurada a través de la enmienda constitucional que diseñó 
el derecho constitucional económico mexicano: la reforma constitucional del 3 de fe-
brero de 1983. Dentro de esa configuración normativa económica, fue el artículo 28 
constitucional el encargado de excluir de las prácticas monopólicas las funciones que 
el Estado mexicano realizase en las áreas prioritarias para el desarrollo nacional, entre 
ellas las relacionadas con los hidrocarburos. Mediante la reforma constitucional del 3 
de febrero de 1983 se otorgó de manera exclusiva el derecho de aprovechamiento de la 
cadena productiva del petróleo y el gas natural al Estado mexicano, pues se consideraba 
que al ser éste quien lo ejerciera se protegería la seguridad y la soberanía energética de 
la nación, situación que al paso de los años y como se puede advertir no resultó ser así.

La redacción del artículo 28 que se estableció mediante la reforma constitucional del 
3 de febrero de 1983 fue la siguiente: 

Artículo 28. En los Estados Unidos Mexicanos quedan prohibidos los monopolios, las prácticas mo-
nopólicas... No constituirán monopolios las funciones que el Estado ejerza de manera exclusiva en las 
siguientes áreas estratégicas a las que refiere este precepto: (…) petróleo y los demás hidrocarburos; 
petroquímica básica… 

La prohibición contractual y el aprovechamiento público exclusivo en el área de los 
hidrocarburos fueron los impedimentos legales que el gobierno federal identificó como 
los principales obstáculos que limitaban el dinamismo productivo que se le quería impri-
mir a la economía nacional mediante el aprovechamiento de los recursos energéticos. De 
acuerdo con la iniciativa de reforma, la regulación contemplada en los artículos 27 y 28 de 
la Constitución mexicana era la que limitaba la potencialización del sector energético 
de los hidrocarburos, la seguridad energética y el desarrollo económico y social del país.

De manera puntual, las enmiendas que esta iniciativa propuso fueron las siguientes: 
para el artículo 27 el proyecto de enmienda consistió en suprimir de su redacción la li-
mitación jurídica que impedía al Estado la utilización de contratos en sus actividades de 
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explotación de hidrocarburos, incorporada a través de la reforma constitucional del 20 
de enero de 1960. Pero sin dejar de prohibir con esta modificación el otorgamiento de 
concesiones a particulares, ya que éstas en su alcance jurídico pueden conferir derechos 
a los particulares sobre los hidrocarburos. 

Este proyecto de reforma al artículo 27 constitucional en referencia fue considerado 
altamente conveniente para garantizar la obtención de los fines que el Estado mexicano 
se había planteado en materia energética hidrocarburífera, pues a través de esta modifi-
cación el gobierno federal tendría la capacidad legal de aprovechar las ventajas que los 
instrumentos jurídicos contractuales brindan, como son las aportaciones económicas y 
tecnológicas de terceros para la realización de actividades de exploración, extracción  
y explotación petrolera y de gas natural en México. 

Con ese proyecto de modificación se removería del plano constitucional el escollo jurí-
dico que incapacitaba al gobierno federal a contratar, en comunión con particulares para 
la realización de actividades comerciales, servicios en áreas relacionadas con la cadena 
productiva de los hidrocarburos. Circunstancia legal que, de acuerdo con el Ejecutivo 
federal, impide aprovechar en lo mejor posible los recursos hidrocarburíferos de la nación, 
ya que limita el ingreso de una importante e indispensable suma de inversión, recursos 
tecnológicos desarrollados y experiencia a la explotación de los hidrocarburos del país 
(Iniciativa de Decreto).

En el artículo 28 constitucional, la reforma que se propuso fue tendiente a redactar 
que las actividades relacionadas con la exploración y extracción del petróleo y el gas na-
tural se realizarían acorde a lo dispuesto por el artículo 27 constitucional, es decir, que a 
pesar de ser actividades monopólicas del Estado, éstas podrían ser realizadas por entes 
públicos y privados a través de los contratos que para el efecto se celebrasen. Con esta 
concatenada redacción del artículo 28 con el artículo 27 constitucional, la participa-
ción de cualquier ente privado o público distinto al ámbito federal será permisible para 
realizar actividades relacionadas con la cadena productiva de los hidrocarburos, pues 
a pesar de que explícitamente la figura del monopolio sobre los hidrocarburos seguiría 
vigente a favor del Estado mexicano, ella perderá cierta eficacia, pues materialmente ya 
no será una función que realice de manera exclusiva el gobierno federal.

La propuesta de reforma del artículo 28 constitucional consistió en enlazar del catá-
logo de actividades exclusivas del Estado mexicano las áreas de los hidrocarburos que 
se encontraban bajo la custodia legal de la figura jurídica del monopolio público, para 
que se señalase literalmente en la redacción que tratándose de petróleo y demás hidro-
carburos se estaría a lo dispuesto por el párrafo sexto del artículo 27 de la Constitución, 
esto es, que se otorgaría al Estado la función de explotar los hidrocarburos del subsuelo 
en la forma que la Ley Reglamentaria determine, entre ellas, a través de diversas figuras 
contractuales de participación mancomunada (Iniciativa de Decreto).

Después del proceso legislativo correspondiente la Iniciativa de Decreto de refor-
ma promovida por el Ejecutivo federal fue aprobada y finalmente publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el día 20 de diciembre de 2013. En esencia, la iniciativa 
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de reforma a la Constitución de México fue aprobada en los términos y alcances 
jurídicos que se había propuesto, ya que el marco constitucional mexicano fue modi-
ficado en el sentido de autorizar al Ejecutivo federal a suscribir contratos, a través de 
los cuales podrá explotar y extraer hidrocarburos nacionales en asociación con entes 
públicos y privados.

Desde luego, mediante esta aprobación de los proyectos de enmienda constitucio-
nal que se habían planteado para los artículos 27 y 28 de la carta magna el Estado 
mexicano goza hoy en día de la autorización constitucional para celebrar contratos de 
carácter mercantil que le permitan realizar en sociedad con otros agentes económicos, 
públicos o privados actividades destinadas a explorar y extraer hidrocarburos del país. 

El artículo 27 constitucional, en particular, fue adicionado con un párrafo que es-
tablece dos supuestos jurídicos que permitirán celebrar contratos al Estado mexicano 
para realizar las actividades de exploración y extracción de los hidrocarburos. El prime-
ro de éstos es el que establece que el gobierno federal podrá celebrar con sus empresas 
productivas o con particulares contratos mercantiles para llevar a cabo la exploración 
y extracción del petróleo y demás hidrocarburos; el segundo supuesto, por su parte, es 
el que regula la capacidad que tendrán las empresas productivas del Estado, para sus-
cribir contratos mercantiles con otros entes públicos o privados para llevar a cabo las 
actividades de exploración y extracción que deriven de asignaciones o contratos que el 
Estado haya redactado. Acosta (2003) señala al respecto que esto es 

una figura jurídica que ha surgido en la experiencia administrativa mexicana, cuya 
finalidad fundamental es diferenciar el régimen jurídico de la explotación de los bienes 
del Estado que se aplica a los particulares, de aquel que rige los organismos del sector 
público, gobiernos estatales y municipios (p. 23).

En el caso del artículo 28 constitucional, éste sufrió una modificación en la redacción 
legal de su párrafo cuarto, el encargado de regular la figura jurídica del monopolio es-
tatal, para señalar que la planeación y el control de la exploración y extracción de los 
hidrocarburos nacionales se efectuaría de acuerdo con los términos del artículo sépti-
mo, el adicionado, del artículo 27. Esto es, la planeación y el control de la exploración 
y extracción de los hidrocarburos nacionales se realizarían con base en los contratos 
mercantiles que se celebrasen con las empresas productivas del Estado mexicano o con 
los particulares, que el reformado artículo 27 ahora permitirá.

Cabe señalar que esta reforma constitucional mantiene vigente la figura jurídica de 
la concesión para evitar ceder algún tipo de derecho sobre los bienes de la nación a 
favor de terceros. Pero al igual que en otras áreas económicas de la nación que han sido 
privatizadas, la creación de mecanismos y figuras jurídicas que ayudan a eludir dicha 
figura y de paso el juicio popular de tinte nacionalista están presentes en el contexto le-
gal de esta área productiva del Estado mexicano. Esta situación es detallada por Acosta 
(2003) al señalar que: 
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Hasta la expropiación de los bancos privados en 1982, que fue efímera y sólo duró ocho 
años, pues se derogó el párrafo quinto del artículo 28 de la Constitución en mayo de 
1990 y se privatizaron 18 bancos múltiples, se exigía concesión para los bancos. Con el 
neoliberalismo salinista, se cambió el concepto a simple autorización (p. 24).

Con la reforma constitucional en comento, no se otorgará concesión alguna, pero 
sí contratos mercantiles que de igual forma otorgarán algún tipo de derecho sobre los 
bienes nacionales hidrocarburíferos.

La redacción constitucional que finalmente fue aprobada es la que literalmente se 
cita a continuación para su mejor apreciación:

Redacción legal previa a la reforma  
constitucional de 2013

Redacción legal posterior a la reforma 
constitucional de 2013

Artículo 27... Artículo 27... (párrafo adicionado) Tratándo-
se del petróleo y de los hidrocarburos sólidos, 
líquidos o gaseosos, en el subsuelo, la propie-
dad de la Nación es inalienable e imprescrip-
tible y no se otorgarán concesiones. Con el 
propósito de obtener ingresos para el Estado 
que contribuyan al desarrollo de largo plazo 
de la Nación, ésta llevará a cabo las activida-
des de exploración y extracción del petróleo y 
demás hidrocarburos mediante asignaciones 
a empresas productivas del Estado o a través 
de contratos con éstas o con particulares, en 
los términos de la Ley Reglamentaria. Para 
cumplir con el objeto de dichas asignaciones 
o contratos las empresas productivas del Es-
tado podrán contratar con particulares. En 
cualquier caso, los hidrocarburos en el sub-
suelo son propiedad de la Nación y así deberá 
afirmarse en las asignaciones o contratos.
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Redacción legal previa a la reforma  
constitucional de 2013

Redacción legal posterior a la reforma 
constitucional de 2013

Artículo 28… No constituirán monopolios 
las funciones que el Estado ejerza de manera 
exclusiva en las siguientes áreas estratégicas: 
correos, telégrafos y radiotelegrafía; petróleo 
y los demás hidrocarburos; petroquímica bá-
sica; minerales radioactivos y generación de 
energía nuclear; electricidad y las actividades 
que expresamente señalen las leyes que expi-
da el Congreso de la Unión. La comunica-
ción vía satélite y los ferrocarriles son áreas 
prioritarias para el desarrollo nacional en los 
términos del artículo 25 de esta Constitución; 
el Estado al ejercer en ellas su rectoría, prote-
gerá la seguridad y la soberanía de la Nación, 
y al otorgar concesiones o permisos manten-
drá o establecerá el dominio de las respectivas 
vías de comunicación de acuerdo con las leyes 
de la materia.  

Artículo 28... No constituirán monopolios las 
funciones que el Estado ejerza de manera ex-
clusiva en las siguientes áreas estratégicas: co-
rreos, telégrafos y radiotelegrafía; minerales 
radiactivos y generación de energía nuclear; 
la planeación y el control del sistema eléctri-
co nacional, así como el servicio público de 
transmisión y distribución de energía eléctri-
ca, y la exploración y extracción del petróleo 
y de los demás hidrocarburos, en los términos 
de los párrafos sexto y séptimo del artículo 
27 de esta Constitución, respectivamente; 
así como las actividades que expresamente 
señalen las leyes que expida el Congreso de 
la Unión…

Este renovado esquema constitucional ha desarticulado la estructura legal que había 
fundamentado la explotación pública de la cadena productiva de los hidrocarburos na-
cionales para pasar a establecer la participación privada en el sector energético hidro-
carburífero mexicano. A partir de estas modificaciones constitucionales, y de acuerdo 
con lo prospectado, de garantizar la seguridad energética nacional que servirá de plata-
forma para el impulso del desarrollo económico y social del país, se puede realizar. Los 
escollos legales que de acuerdo con la perspectiva oficial no permitían democratizar el 
acceso pleno de los mexicanos a aspectos relacionados con la productividad económica, 
particularmente los relacionados con los insumos energéticos, han sido removidos y sus-
tituidos por condiciones legales que permitirán proveer a toda la población de insumos 
energéticos baratos y de calidad.

La valoración práctica de esta reforma debe empezar a realizarse no en la medida 
del desarrollo propio de la industria, esto es, en el establecimiento de más campos pe-
troleros, refinerías o gasoductos, sino cuando se empiecen a multiplicar los primeros 
impactos sociales en la población. Después de todo, las restructuraciones jurídica cons-
titucional y estatal administrativa han detentado como inicio y finalidad primordial el 
alcance del mayor bien común de la sociedad mexicana.

Por último, estas coyunturas legales reclamadas por el gobierno federal para el des- 
arrollo de la perspectiva del bien común público, basado en la exploración, extracción y 
explotación de los hidrocarburos nacionales, fueron avaladas por los gobiernos locales. 
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En el caso del estado de Tamaulipas, mediante el punto de acuerdo número LXII-17, 
de fecha 15 de diciembre de 2013, la lxiii Legislatura del Congreso del Estado de Ta-
maulipas aprobó en todos sus términos la Minuta de Proyecto de Decreto por el que se 
reformaron y adicionaron las disposiciones de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos en materia de energía, específicamente las propuestas para los artí-
culos 27 y 28 de ese ordenamiento supremo.

Las expectativas de Tamaulipas con la reforma constitucional de los hi-
drocarburos

Los beneficios nacionales pronosticados que han de derivarse de la reforma constitucio-
nal en materia energética del 20 de diciembre de 2013 son el abasto nacional suficiente 
de gasolinas, gas metano y gas licuado de petróleo a precios competitivos; el crecimien-
to del producto interno bruto y del empleo, y en consecuencia el aumento de los recur-
sos fiscales de carácter adicional, que vendrán a sufragar las actividades mediante las 
cuales se buscará dar cumplimiento al otorgamiento de los derechos humanos sociales 
y el impulso a la competitividad del país.

Esta predicción socioeconómica está basada en el aumento de la producción de pe-
tróleo y gas natural que ha de darse en los próximos años con motivo del incremento 
de las actividades de exploración y extracción hidrocarburífera. En el caso del petróleo 
crudo, la producción esperada es de 2.5 millones de barriles diarios a 3 millones en 
cinco años y 3.5 millones en 12 años; mientras que para el gas natural la expectativa de 
producción parte de los 5 700 millones de pies cúbicos diarios actuales a 8 000 millones 
en cinco años y 10 400 millones de pies cúbicos que se espera producir en el lapso de los 
próximos 10 años (Iniciativa de Decreto).

Éstas son las expectativas generales formuladas para el escenario nacional. Sin em-
bargo, a nivel regional cada gobierno estatal ha realizado las propias en relación con los 
efectos económicos que esta reforma constitucional provocará en sus territorios, en su 
población y en sus gobiernos. Como ejemplo de lo anterior se observa que Tamaulipas, 
al contar con un alto volumen de recursos hidrocarburíferos en el subsuelo, ha visuali-
zado un magnífico auge económico.

De hecho, en la actualidad, tanto en la producción nacional de petróleo crudo como 
de gas natural, el territorio del estado de Tamaulipas destaca como un gran suministra-
dor de estos recursos a nivel nacional. En la producción de petróleo crudo el territorio de 
Tamaulipas contribuyó en 2013 con 19.18 mil barriles diarios, tendencia que ha ido en 
aumento con una tasa media de crecimiento anual de 1.59 %. 

En lo que a producción de gas natural se refiere, el territorio de Tamaulipas apor-
tó en 2013 cerca de 825.5 millones de pies cúbicos diarios, con una tasa media de 
crecimiento anual de 7.22 %. De esta producción total de gas natural que se gene-
ra en el estado de Tamaulipas, el gas natural no asociado representó el 85 %, con 
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702.49 millones de pies cúbicos diarios y una tasa media de crecimiento anual de 
6.65 %; mientras que el gas natural asociado representó el 15 % de esa producción 
global, esto es, 122.81 millones de pies cúbicos diarios, siendo su tasa media de cre-
cimiento anual de 13.84. 

Derivado de lo anterior, en Tamaulipas se espera, según lo señala la Agenda Ener-
gética de Tamaulipas del 10 de septiembre de 2014 (aet), del que como resultado de la 
reforma constitucional se genere una abundante prosperidad en su entorno económico, 
social y gubernamental, ya que ahí se encuentran dos de los yacimientos más grandes 
de hidrocarburos: el Activo Integral Burgos y el Activo de Producción Poza Rica-Alta-
mira, los cuales están situados en gran parte de su territorio, el primero en su zona norte 
y el segundo en su zona sur.

De acuerdo con los datos nacionales prospectados hasta marzo de 2014 sobre los 
recursos hidrocarburíferos convencionales y no convencionales, Tamaulipas figura 
como una entidad de enorme riqueza de petróleo y gas natural. De hecho, de los 52.6 
mil millones de barriles de petróleo crudo convencional prospectados hasta marzo de 
2014, el 63.3 % se ubica en las provincias petroleras de Burgos, Tampico-Misantla y 
el golfo de México profundo, frente a las costas del estado de Tamaulipas. Mientras 
que de los recursos no convencionales situados en el estado de Tamaulipas se estima 
producir 60.2 millones de barriles de petróleo crudo equivalente en el estado de Ta-
maulipas (aet, 2014).

Asimismo, el gas natural en el territorio de Tamaulipas es boyante, ya que en el año 
2010 fueron identificadas cinco provincias geológicas con el más alto potencial para 
producir hidrocarburos contenidos en lutitas, dos de ellas ubicadas en ese estado: las ya 
mencionadas cuencas de Burgos y Tampico-Misantla, siendo la primera considerada 
como el yacimiento de gas más grande del país (aet, 2014).

Otra de las circunstancias geológicas que provoca una gran expectativa de beneficio 
económico y social en razón de la permisión constitucional que fomentará el aumento 
de la exploración y extracción de hidrocarburos, es el petróleo y el aceite terciario de 
la parte del golfo de México situado frente a las costas de Tamaulipas, específicamente la 
zona para el proyecto del Cinturón Plegado Perdido. Este yacimiento se ha estimado 
de gran valor estratégico para el país, pues se estima que contiene también abundante 
riqueza en hidrocarburos (aet, 2014).

Todas estas circunstancias naturales y jurídicas son las que han originado que Ta-
maulipas tenga altas expectativas económicas para su territorio, población y gobierno, 
al existir una gran presencia de hidrocarburos en su subsuelo y un nuevo esquema legal 
que permitirá su explotación masiva, y en consecuencia una derrama económica im-
portante para los próximos años. Esto se constata al revisar las acciones que el gobierno 
estatal ha planeado en el documento oficial elaborado a fin de asimilar de la mejor 
manera posible los efectos que las actividades de exploración, extracción y producción 
de hidrocarburíferos ocasionarán en el entorno de su ámbito de gobierno: la Agenda 
Energética de Tamaulipas. 
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En ese documento el gobierno estatal contempla toda una serie de acciones dirigidas 
a potencializar las actividades directas e indirectas vinculadas con la cadena de valor 
de los hidrocarburos, las cuales, de acuerdo con las prospectivas elaboradas por el go-
bierno federal para los próximos 10 años, empezarán a sobrevenir de manera activa y 
abundante dentro de su competencia territorial. Este ente territorial de gobierno estatal 
indudablemente sólo espera captar un enorme desarrollo económico en las regiones 
donde se detonará la actividad energética, especialmente la derivada por la infraes-
tructura y las actividades que se desarrollarán para facilitar la explotación relacionada 
con la cadena productiva de los hidrocarburos, como son: el desarrollo del transporte, 
suministro, servicios públicos, equipamiento urbano y vivienda.

En infraestructura de transporte, por ejemplo, el gobierno de Tamaulipas espera am-
pliar y modernizar su red de carreteras y caminos, sus puertos marítimos, aeropuertos 
y sus redes ferroviarias. Específicamente, el gobierno de Tamaulipas considera ampliar 
a cuatro carriles las carreteras Tampico-Monterrey, Victoria-Matamoros, Mier-Nuevo 
Laredo y Tampico-Matamoros.

Ha considerado también modernizar la carretera de acceso al Puerto de Matamoros 
con una longitud de 64 km; reconstruir y prolongar escolleras; desarrollar la infraes-
tructura portuaria de Altamira; concluir el Aeropuerto de Carga de Nuevo Laredo; 
construir la red ferroviaria de acceso al Puerto de Matamoros; desarrollar el libramien-
to ferroviario de Tampico, y construir la red ferroviaria de Ciudad Victoria a Matamo-
ros. En materia de transporte se desea mejorar y modernizar el transporte público de 
pasajeros en las zonas de influencia, especialmente en Matamoros, Reynosa-Río Bravo 
y la zona sur del estado. Ordenar y regular el transporte carretero de carga y especiali-
zado en las actividades energéticas (aet, 2014). 

En infraestructura de suministro, por su parte, se espera desarrollar acueductos, presas, 
plantas de bombeo y de tratamiento de aguas residuales y tecnificación de sus distritos de 
riego para el aprovechamiento sustentable de su agua, infraestructura con la que se espe-
ra no sólo suministrar los requerimientos de la industria hidrocarburífera, sino también 
los requerimientos agrícolas y de las concentraciones urbanas con potencial energético.

Los proyectos que se ha planeado desarrollar son los acueductos Anzaldúas-Ma-
tamoros y Falcón-Matamoros, así como un par acueductos en el sur del estado, uno 
de los cuales conectaría el sistema de presas que se construiría en esa región con el 
área industrial de esa zona y otro más que vendría del centro sur a la frontera norte 
de Tamaulipas para incrementar la disponibilidad de agua en la zona de explotación 
hidrocarburífera del norte del estado. En la actualidad se estima posible, necesario y 
conveniente construir el tramo Anzaldúas-Matamoros para conducir y entregar 21.9 
Mm3 anuales de agua de manera más eficiente a Reynosa, Río Bravo, Valle Hermoso 
y Matamoros, donde se asientan 1.2 millones de habitantes, espacio geográfico donde 
se espera una gran actividad petrolera; un sistema de presas en el norte y sur del esta-
do. Las presas de almacenamiento que se desarrollarían serían: una en la confluencia 
del Río San Fernando y el Arroyo Chorreras en el municipio de San Fernando y 
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otras más, las cuales conformarían el sistema de presas del sur, en Comandante, Santa 
Clara, Tantoán y Ramiro Caballero; un planta de bombeo en el río Soto La Marina, 
específicamente en el poblado El Porvenir, municipio de Abasolo (aet, 2014). 

Así mismo, en la zona fronteriza y Valle de San Fernando se espera utilizar e inter-
cambiar aguas tratadas por aguas de primer uso para la realización de actividades 
agrícolas, petroleras e industriales. En la actualidad, se tratan en Nuevo Laredo y Rey-
nosa 64.81 Mm3 anuales susceptibles de ser intercambiados con los agricultores y la 
industria para incrementar la oferta de aguas de primer uso para las demandas futuras. 
En consecuencia, se espera gestionar e impulsar la modernización y tecnificación de los 
distritos de riego, incluyendo la renivelación total de las superficies agrícolas para hacer 
más eficiente el uso del agua. Un programa de nivelación permitirá rescatar importan-
tes volúmenes de agua (aet, 2014).

Se espera un fuerte impacto demográfico producto de la intensa actividad energética 
que sobrevendrá en los próximos años, y un elevado desarrollo de infraestructura y me-
joramiento de los servicios de agua potable, drenaje sanitario y pluvial, electrificación 
y equipamiento de escuelas, clínicas y hospitales, seguridad, protección civil, deporte 
y recreación. Particularmente en los municipios donde la industria hidrocarburífera se 
verá involucrada. 

Además, el gobierno de Tamaulipas espera un enorme flujo de negocios ligados con 
las actividades productivas de la energía hidrocarburífera y un impulso a las empresas 
locales para que crezcan a la par del desarrollo hidrocarburífero prospectado. En este 
rubro el gobierno estatal junto con los gobiernos municipales espera generar oferta de 
suelo para atender las necesidades habitacionales, de equipamiento e infraestructura 
y crear reservas territoriales, nuevos centros urbanos en zonas de desarrollo energético y 
para solventar las necesidades de vivienda, equipamiento, áreas verdes, vialidad e in-
fraestructura; asimismo, espera construir vialidades urbanas regionales y primarias 
para mejorar la movilidad de bienes, personas, materiales y suministros en los munici-
pios que recibirán los ingresos de la actividad energética (aet, 2014).

Pero además del impacto económico que la actividad hidrocarburífera provocará 
a través del desarrollo de la infraestructura complementaria y el auge de negocios, el 
gobierno estatal de Tamaulipas espera un impacto en su medio ambiente y en su po-
blación. Destaca que el gran potencial energético que Tamaulipas comparte con el país 
conlleva un incremento en la presión ambiental, deterioro de sus ecosistemas y riesgos 
entre su población. 

En el plan sectorial del estado de Tamaulipas se subraya, en materia ambiental, la 
necesidad de ordenar el uso y destino del suelo de las regiones con énfasis energético, 
elaborar un estudio de demanda del recurso agua para los sectores productivos agríco-
las e hidrocarburífero e identificar las regiones hidrológicas prioritarias para acciones 
de reforestación, conservación de recursos naturales, reversión de cambios de uso de 
suelo y remoción de vegetación para mitigar, remediar y recuperar zonas con impactos 
ambientales por las actividades energéticas. 
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En materia de riesgos y protección para la población el gobierno de Tamaulipas 
enfatiza la importancia de proteger a la población de los riesgos asociados a la actividad 
energética por medio de asegurar la participación del Estado en la vigilancia de las ac-
tividades energéticas con riesgo potencial de afectación a los bienes de su población y a 
la calidad de su medio ambiente. Propone establecer un diagnóstico de asentamientos 
humanos altamente vulnerables por su ubicación cercana a los derechos de vía e insta-
laciones donde se desarrollen las actividades relacionadas con la exploración, extrac-
ción y producción de hidrocarburos que pudieran verse afectados por derrames, fugas 
u otro tipo de contingencias (aet, 2014).

En el estado de Tamaulipas se ha previsto un conjunto de acciones direccionadas, 
por un lado, impulsar y potencializar los beneficios económicos que se esperan recibir 
en el territorio y población. Por otro lado, se espera confrontar las contingencias que 
pudiesen afectar al medio ambiente y la población. Sin embargo, se descuidan otros as-
pectos de vital importancia para el desenvolvimiento y logro del fin principal planteado 
por la reforma constitucional del 20 de diciembre de 2013. 

El gobierno de Tamaulipas ha planeado una serie de acciones en el área económica, 
ambiental y civil para obtener el mayor beneficio de las actividades relacionadas directa 
e indirectamente con la cadena productiva de los hidrocarburos y recibir el menor daño 
posible en su medio ambiente y población. Sin embargo, no ha hecho lo propio con 
respecto al fortalecimiento, modernización o construcción de las instituciones jurídicas 
mediante las cuales afrontará las relaciones y contingencias legales que vendrán con las 
actividades del sector de los hidrocarburos. 

La planeación de los gobiernos federal y estatal resulta insuficiente para garantizar 
la certidumbre jurídica de todos los actores jurídicos que participarán, directa o in-
directamente, en las actividades productivas hidrocarburíferas futuras. En el plan de 
energía elaborado por el gobierno de Tamaulipas se constata la constreñida planeación 
legal con la que se hará frente a la dinámica jurídica que acompañará a la explotación 
de los hidrocarburos del subsuelo tamaulipeco, pues sólo se contempla la realización de 
adecuaciones legales en materias administrativa, municipal y fiscal del entorno del go-
bierno tamaulipeco.

Y es que los únicos aspectos que ha planeado el Estado en su área jurídica son ade-
cuaciones a su marco normativo administrativo, municipal y fiscal. Entre éstas, propone 
modificar su Ley Orgánica de la Administración Pública Estatal, para definir el ente de 
su administración encargado de la materia; incluir en las leyes de ingresos municipales 
y en el Código Municipal la homologación de criterios regulatorios del uso de suelo, 
de licencias de construcción y otros permisos, buscando la simplificación administra-
tiva, para definir conceptos jurídicos como los de ocupación temporal y de limitación 
de dominio; diseñar, elaborar y promulgar el paquete de instrumentos de fomento, 
especialmente fiscales, para la atracción de inversión en materia de energía, junto con 
subsidios y estímulos fiscales establecidos en su Código Fiscal del Estado y en su Ley 
para el Desarrollo Económico y la Competitividad.
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El gobierno de Tamaulipas debe ampliar las medidas legales para dar certidum-
bre jurídica a las relaciones jurídicas y posibles controversias que surjan de la reforma 
constitucional, de lo contrario, la consecución del fin primero y último sobre el cual se 
fundamentó la enmienda constitucional, el bien común colectivo, se podría ver mer-
mado. El bien común social no sólo se obtiene dando seguridad energética o desarrollo 
económico a la población, sino a través de un ejercicio pleno de sus derechos humanos. 

El gobierno estatal ha vislumbrado ya algunas de las posibles controversias que se 
podrían suscitar en razón de la entrada en vigor de los efectos legales de la reforma 
constitucional del 20 de diciembre de 2013. En la Agenda Energética de Tamaulipas se 
mencionan ciertas circunstancias que podrían originar disputas o vulneraciones legales. 
Tales son los casos de la reubicación de los pescadores que resultarán afectados por el 
desarrollo del Puerto de Matamoros; el impacto físico, directo e indirecto, derivado de 
las actividades energéticas entre la población de los 14 municipios donde se concen-
trará la mayor parte de la actividad económica hidrocarburífera; el impacto ambiental 
asociado a la fragmentación de hábitats, generación de residuos, inyección de aguas 
congénitas, deforestación por el cambio de uso del suelo, pérdida de biodiversidad, ge-
neración de pasivos ambientales en ecosistemas como ríos y lagunas; la promoción del 
uso de terrenos urbanos baldíos y subutilizados en los municipios con actividad energé-
tica, y la competencia por la demanda de agua y suelo entre las actividades energéticas 
y las actividades agropecuarias.

Los derechos que corren riesgo de ser vulnerados durante el apogeo de las activida-
des relacionadas con la cadena de valor de los hidrocarburos son: el derecho al agua, el 
derecho a una vivienda digna, el derecho a un medio ambiente adecuado, el derecho 
a la salud y el derecho a la propiedad. Su naturaleza jurídica es la de derechos huma-
nos; su otorgamiento y ejercicio garantizan el bien común individual y social a la vez, 
contingencias sociales que podrían derivar en contiendas legales ante los tribunales 
federales y locales (aet, 2014).

Stiglitz (2000) destaca que los mercados presentan muchas fallas, lo que en definitiva 
alienta la intervención de Estado, puesto que en muchos casos los actos de una persona 
o de una empresa afectan a otras personas, tal y como se está previendo que acontece-
rá en el estado de Tamaulipas con la apertura de la explotación de los hidrocarburos 
nacionales al mercado internacional y local. Esta circunstancia, señala el autor, implica 
que el Estado intervenga a través de una de sus principales funciones, ésta es, la de ca-
rácter jurídico, ya que la economía de mercado si se le deja sola no es óptima e incluso 
siéndolo requiere de la intervención del Estado a través de su función jurídica.

Delgadillo y Espinosa (2003) redondean lo expresado al señalar que la “concepción 
material de la función judicial, o jurisdiccional, tiene como origen la incertidumbre o el 
conflicto de intereses que el Estado debe resolver a fin de procurar la seguridad de sus 
habitantes”, esto en virtud de los fines del Estado, ya que “esta función sólo puede ser 
realizada por él, a través de la declaración que manifiesta en un acto concreto, general-
mente la sentencia” (p. 33).
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En el caso del derecho al agua, por ejemplo, para garantizarlo debe llevarse a cabo a 
través de la total disponibilidad para todas las personas, sin discriminación y económi-
camente accesible, ya que de acuerdo con la regulación que el artículo 4º constitucional 
establece, el derecho al agua potable se detenta como fundamental e indispensable para 
la realización, goce y disfrute de los demás derechos humanos. Este derecho se instaura 
como premisa para el acceso al bienestar de toda la población. 

De acuerdo con la regulación del artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, emitido por el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, el Tribunal Constitucional de México 
ha fijado que este derecho debe ser garantizado a los habitantes de los Estados miem-
bros en forma segura, aceptable, accesible y asequible, tanto para uso personal como 
doméstico, pues éste es un beneficio colectivo basado en los criterios de solidaridad, 
cooperación mutua y equidad. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn) en su sentencia constitucional 
740/2011, del 1 de marzo de 2012, determinó bajo el rubro “agua PotaBle. coMo 
derecho huMano, la Preferencia de su uso doMéstico y PúBlico urBano es una cues-
tión de seguridad nacional”, que este derecho humano ha sido proclamado como de 
prioridad y seguridad nacional, dando la preferencia de su uso al servicio doméstico y 
público urbano, razón por la cual se excluye la posibilidad de que pueda ser concebido 
atendiendo a intereses particulares o de grupos minoritarios, pues de ser así, imperaría 
un régimen de aprovechamiento del agua sin visión humana y social, con lo cual se 
atentaría contra la dignidad humana. 

Esta interpretación del Tribunal Constitucional se hace con referencia a lo estableci-
do en el artículo 4º de la Constitución: 

Artículo 4º. …Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo 
personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este 
derecho y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable 
de los recursos hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los 
municipios, así como la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines.

Por otra parte, en relación con el derecho humano a una vivienda digna, el citado 
artículo 4º constitucional: 

Artículo 4º establece …Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La Ley 
establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo, entendido esto como el 
derecho que otorga como mínimo a las personas la accesibilidad en la adquisición de un inmueble, al 
agua potable, a la seguridad jurídica de la misma, a la habitabilidad y a la adecuación cultural de 
quienes habitan en ella. 
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El Tribunal Constitucional mexicano sobre este derecho humano señala, en su sen-
tencia constitucional 251/2011, del 4 de noviembre de 2011, determinada bajo el título 
“derechos huManos. el relatiVo a una ViVienda digna y decorosa deBe ser anali-
zado a la luz de los PrinciPios PlasMados en la constitución federal y tratados 
internacionales, a Partir de una interPretación Más aMPlia que faVorezca en todo 
MoMento a las Personas (aPlicación del artÍculo 1o, Párrafo segundo, constitu-
cional -PrinciPio Pro hoMine”, que en atención al principio pro homine (que busca la 
interpretación jurídica que mayor beneficio brinde al hombre), al hablar de vivienda 
digna se debe brindar seguridad social y mejora continua de las condiciones de existen-
cia, lo que se logra mediante la provisión de otros elementos adicionales que aseguren 
una vivienda libre de riesgos. 

Se puede deducir, por tanto, que el derecho humano a una vivienda digna reside en 
brindar al ser humano un lugar fijo y habitable que cumpla con requisitos básicos como 
funcionalidad, seguridad, habitabilidad y accesibilidad, así como con los servicios in-
dispensables para la salud, la seguridad, la comodidad y la nutrición, como lo son el 
agua potable, la energía para cocinar, electricidad e instalaciones sanitarias y de aseo.

Referente al derecho humano a un medio ambiente adecuado, la Constitución vi-
gente en México ha establecido en el párrafo quinto del multicitado artículo 4º: 

Artículo 4o. …Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El 
Estado garantizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental generará responsabilidad 
para quien lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley. 

Derecho que debe garantizarse con el fin de que todas las personas gocen de desa-
rrollo y bienestar personal. 

La importancia de este derecho reside en que la ausencia de un medio ambiente 
sano va en detrimento de los derechos a la salud, a una vivienda digna, al derecho 
de agua suficiente, limpia y saludable para su uso personal y doméstico. La Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, en su sentencia constitucional 192/2013 del 10 de julio 
de 2013, denominada bajo el epígrafe “Protección del Medio aMBiente. constituye 
un oBjetiVo legÍtiMo del estado Mexicano Para estaBlecer Barreras técnicas a la 
iMPortación”, señala que su salvaguarda es objetivo legítimo del Estado mexicano para 
que todas las personas gocen su derecho a un medio ambiente sano que les permita 
desarrollo y bienestar. 

Este derecho humano, al igual que el del agua, está íntimamente ligado con la cali-
dad de vida, estatus que se alberga en el derecho a la salud, ya que toda persona tiene 
derecho a disfrutar de un medio ambiente sano, equilibrado y seguro, a fin de estar en 
capacidad de ejercer y disfrutar todas las demás prerrogativas inherentes a la condición 
humana. Además, este derecho obliga a conservar el medio ambiente para que las fu-
turas generaciones puedan disfrutar y ejercer su derecho al mismo.
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Sobre el derecho humano a la salud, el Tribunal Constitucional en su sentencia 
173/2008, del 30 de abril de 2008, nominada bajo el título “derecho a la salud. su 
regulación en el artÍculo 4º. de la constitución PolÍtica de los estados unidos 
Mexicanos y su coMPleMentariedad con los tratados internacionales en Materia 
de derechos huManos”, emite su pronunciamiento jurídico encaminado a que toda 
persona tiene el derecho a disfrutar del más alto nivel posible de salud física y mental, 
por lo que es obligatorio que los Estados adopten las medidas necesarias para asegurar 
la plena efectividad de este derecho.

Estos derechos humanos, por mandato constitucional, deben hacerse respetar por 
el gobierno y los particulares, y hacerse cumplir por las instancias jurisdiccionales de 
los ámbitos federal y estatal. Los artículos 1º y 133 de la Constitución, la sentencia 
constitucional 912/2010 de 14 de julio de 2011 y la reforma constitucional en materia 
de derechos humanos de 10 de junio de 2011, obligan a toda autoridad a proteger y 
garantizar los derechos humanos reconocidos en el marco normativo constitucional y 
en los tratados internacionales reconocidos por el Estado mexicano. 

En efecto, estos derechos humanos, junto a otros más, integran la parte sustantiva 
del sistema jurídico que promueve, respeta y garantiza el principio pro personae u homine 
que la Constitución estableció en su artículo 1º,  segundo párrafo, a raíz de la reforma 
constitucional del 10 de junio de  2011. Y cuya premisa constitucional tiene como fi-
nalidad primordial, al momento de interpretarse las normas que regulan los derechos 
humanos, que se interpreten siempre con el ánimo de favorecer en la mayor extensión 
posible a la persona.

Es decir, este principio obliga a que toda autoridad analice el contenido y alcance de 
dichos derechos de manera amplia en favor de la persona humana. Así lo interpreta la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sentencia constitucional 2424/2011, del 
18 de enero de 2011, determinada bajo el rubro “PrinciPio pro personae. el conteni-
do y alcance de los derechos huManos deBen analizarse a Partir de aquél”, y que 
señala que el principio pro personae implica acudir a la norma jurídica que consagre el 
derecho más extenso y, por el contrario, al precepto legal más restrictivo si se trata de 
conocer las limitaciones legítimas que pueden establecerse a su ejercicio. 

Lo anterior quiere decir que el principio pro personae al momento de aplicarse al aná-
lisis de los derechos humanos debe emplearse como el estándar mínimo sobre el cual 
deben entenderse las obligaciones estatales en la materia, tal y como lo establece el 
artículo 1º, segundo párrafo, de la Constitución, que señala: 

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, 
salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con 
los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.
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Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, inter-
dependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.

El Tribunal Constitucional de México en relación con este imperativo constitucional 
ha señalado en su resolución constitucional 47/2014, del 24 de abril de 2014, determi-
nada bajo el título “derechos huManos. oBligación de Protegerlos en térMinos del 
artÍculo 1º, Párrafo tercero, de la constitución PolÍtica de los estados unidos 
Mexicanos”, que de acuerdo con el párrafo tercero del artículo 1º de la Constitución, 
todos los órganos del Estado, dentro de la esfera de sus atribuciones, tienen el deber de 
respetar, proteger, garantizar y promover los derechos humanos para efecto de prevenir 
violaciones a los mismos por parte de una autoridad o de algún particular.

Esta regulación e interpretación constitucional está concatenada con lo reglado por 
el artículo 1º, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y 
con los términos jurídicos de los referidos artículos 1º y 133 constitucionales, los cuales 
dicen que toda autoridad jurisdiccional nacional, independientemente de su compe-
tencia, tiene la obligación de respetar, proteger, garantizar y promover los derechos y 
libertades reconocidos en dicha Convención, siempre observando con ahínco el mayor 
beneficio a favor de la persona, sin importar su raza, color, sexo, credo, idioma, prefe-
rencia política o condición social o económica, pues en ella obra la obligación de ejercer 
de oficio o a petición de parte la interpretación de las normas.

El artículo 1º, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
Pacto San José del 7 al 22 de noviembre de 1969, a la letra establece: 

Artículo 1º Obligación de Respetar los Derechos. 1. Los Estados Partes en esta Convención se com-
prometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio 
a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

Cuando México ratificó el pacto internacional derivado de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos aceptó proteger sus efectos jurídicos y no menoscabarlos con 
la aplicación de leyes domésticas contrarias a su fin. Es ésta la razón jurídica principal por  
la que los jueces que integran los sistemas jurisdiccionales del país tienen un papel pre-
ponderante en el cumplimiento de dicha obligación contraída por el Estado mexicano, 
y que no puede ser interpretada de otra forma, más que como una obligación ineludible 
para éstos. 

No realizar su deber de respetar, proteger, garantizar y promover, con base en los 
principios de control de constitucionalidad y convencionalidad de los derechos huma-
nos que se presentan ante su competencia mediante los procedimientos jurisdicciona-
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les correspondientes, no sólo expone la responsabilidad nacional del Estado mexicano 
de salvaguardar dichos derechos, sino también su deber internacional contraído. En 
la sentencia constitucional emitida dentro de la contradicción de tesis 293/2011, de 
septiembre de 2013, determinada bajo el epígrafe “jurisPrudencia eMitida Por la cor-
te interaMericana de derechos huManos. es Vinculante Para los jueces Mexicanos 
sieMPre que sea Más faVoraBle a la Persona”, se puede apreciar este alcance jurídico 
protector que el imperativo internacional establece.

Lo anterior quiere decir que cuando un funcionario judicial de cualquier esfera de 
gobierno tiene conocimiento en el ámbito de sus competencias y facultades asuntos que 
involucren el ejercicio de un derecho humano, él nunca debe rehuir a su análisis sino 
que debe abordarlo con puntualidad, responsabilidad y eficacia, procurando que el 
derecho humano que se le plantea sea respetado, protegido, garantizado y promovido 
en el mayor beneficio posible para la persona. De lo contrario, evitar su estudio en las 
condiciones y alcances prescritos originaría un incumplimiento del orden constitucio-
nal interno y del derecho internacional que los consagra. 

El Tribunal Constitucional de México, en su fallo constitucional 641/2011, del 12 
de enero de 2012, determinado bajo el rubro “control difuso de la constituciona-
lidad de norMas. los jueces del estado Mexicano, coMo órganos autorizados Para 
efectuarlo, al inaPlicar las norMas contrarias a los derechos huManos no Pueden 
hacer una declaración de inValidez de dichas disPosiciones”, destaca categórica-
mente este deber que tienen los jueces del Estado mexicano para que en los asuntos de 
su competencia no apliquen las normas que sean opuestas a los derechos humanos que 
la Constitución de México y los tratados internacionales consagran, ya que son órganos 
autorizados para efectuar el control difuso de la constitucionalidad de normas generales.

Esta obligación es una enorme responsabilidad para los poderes judiciales locales, 
pues han recibido facultades para interpretar directamente la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y las normas internacionales sobre derechos humanos. 
Esta competencia y capacidad legal anteriormente sólo le correspondía al Poder Ju-
dicial de la Federación. El contexto constitucional actual habilita a los jueces de las 
entidades federativas a interpretar y aplicar directamente, en los asuntos que conozcan 
dentro de sus atribuciones, las normas de la Constitución mexicana y de los tratados 
internacionales que consagran los derechos humanos. 

Independientemente de la obligación que se instruye a los agentes jurídicos de los 
órganos jurisdiccionales locales de respetar, proteger, garantizar y promover los de-
rechos humanos que se presenten ante su competencia, ese entorno legal los faculta 
para interpretar y aplicar directamente las normas de la Constitución y los tratados 
internacionales que protegen los derechos humanos, lo que la convierte en la herra-
mienta idónea para hacer frente, en el caso del estado de Tamaulipas, a todo el cúmulo 
de relaciones y posibles contingencias jurídicas que sobrevendrán dentro de su com-
petencia territorial de gobierno, en razón de la reforma constitucional en materia de 
hidrocarburos. 
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Esta capacidad legal derivada del artículo 1º, numeral 1 de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos, de los preceptos 1º y 133 constitucionales y de los 
efectos jurídicos dimanados de la sentencia constitucional 912/2010, del 14 de julio 
de 2011, la de interpretar y aplicar directamente las normas de la Constitución y los 
tratados internacionales que protegen los derechos humanos en los asuntos litigiosos de 
su competencia, puede convertirse para el gobierno de Tamaulipas en el instrumento 
idóneo para hacer frente eficaz y competentemente al cúmulo de relaciones y posibles 
contingencias jurídicas que acaecerán en su territorio a raíz de la explotación de hidro-
carburos situados en su subsuelo.

La acción que en primera instancia podría adoptar el gobierno de Tamaulipas para 
afrontar los desafíos legales que se originarán con la aplicación de la reforma constitu-
cional de los hidrocarburos, adicionales a las ya propuestas para sus marcos normativos 
administrativo, municipal y fiscal, sería especializar a sus órganos jurisdiccionales en 
derecho constitucional e internacional de los derechos humanos, así como en las ramas 
jurídicas involucradas con la explotación de hidrocarburos.

Lo anterior permitiría que sus agentes jurídicos, secretarios, jueces y magistrados, 
cuenten con la capacidad técnica jurídica absoluta para identificar, conocer e interpre-
tar adecuadamente los alcances jurídicos más convenientes para el respeto, protección, 
garantía y promoción de los derechos humanos que se vean implicados en asuntos 
litigiosos que involucren actividades productivas de los hidrocarburos y que sean de su 
competencia.

La reforma constitucional en materia energética abrió nuevos horizontes de benefi-
cio y desarrollo económico y social para el estado de Tamaulipas, también abrió com-
promisos con su sociedad, en este caso, de orden legal. Éstos deberán ser afrontados 
por el gobierno de Tamaulipas con la firme prerrogativa de salvaguardar los derechos 
humanos de todos aquellos que se vean incididos negativamente por los efectos legales 
de la reforma constitucional.

Es de suma importancia social involucrar al Poder Judicial del Estado mexicano en 
cada una de sus manifestaciones, nacional o regional, ya que a pesar de que la privatiza-
ción de la industria energética nacional de los hidrocarburos ha sido enmarcada dentro 
del principio de democracia, ésta no escapará a la naturaleza de interés particular que 
caracteriza al sector privado y que es contraria inminentemente al interés social, por 
lo que estos aparatos del Estado deben asumirse como un contrapeso a la tendencia 
egoísta característica de la iniciativa privada. 

Roldán (2004) nos señala que el “contraste de la privatización con el principio demo-
crático en su faceta de la democracia económica muestra, respecto a los controles, una 
desregulación que desde la perspectiva de la gestión privada eliminaba obstáculos que, 
para la explotación de un bien del Estado o un servicio público, representaría la pre-
sencia del órgano legislativo. Sin embargo, el costo correlativo es el de que un bien del 
Estado o un servicio público de posible interés prioritario para la nación es explotado 
bajo las reglas del mercado y del interés racional y egoísta del homus economicus” (p. 214). 
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Complementa lo anterior Díaz (2003) al señalar: 

en la empresa la dimensión individual del derecho del propietario prevalece a tal punto 
que hace a estas unidades de la organización económica verdaderos modelos de anti-
democracia. Si no hay y no puede haber democracia al interior de esas empresas, ¿por 
qué ellas mismas habrían de propiciarla o favorecerla hacia el exterior? (p. 85).

Sin duda, la correcta observancia de estos derechos resultará de gran relevancia no 
sólo para el entorno económico que se ha prospectado por los gobiernos federal y esta-
tal, sino para que prevalezca un clima social de armonía entre la población, con tran-
quilidad, seguridad y orden, aspectos que son igual o más importantes que la solvencia 
económica. Su inobservancia podría generar un contexto negativo hacia el interior y 
exterior de la comunidad y afectaría el logro de los objetivos planteados en la modifica-
ción constitucional del 20 de diciembre de 2013.

Porrúa (2004) anota diversos puntos respecto al papel que el Estado tiene frente a la 
interacción que se da en un mismo plano entre los derechos humanos, la economía y  
la iniciativa privada, en el sentido de que el Estado debe reconocer y garantizar una 
esfera de derechos inviolables de la persona humana; debe respetar su libertad y su dig-
nidad, tiene que permitirle de manera inexorable una libre orientación hacia su perfec-
cionamiento material y espiritual, creando y manteniendo el orden necesario para ese 
objeto. En consecuencia, el Estado no debe permanecer impasible ante el libre juego 
de las fuerzas económicas, sino que su tarea estará enfocada hacia la armonización y 
concordancia de los mismos. Deberá jugar el libre juego de la iniciativa privada como 
sano motor de la economía, en tanto no interfiera los intereses generales, pues cuando 
esto suceda habrá de sacrificar el bien particular por el bien general.

Conclusiones

La reforma constitucional del 20 de diciembre de 2013 en materia energética fue 
concebida bajo el modelo económico liberal social, pues a través de ella el gobierno 
mexicano ha establecido constitucionalmente la apertura del mercado nacional de los 
hidrocarburos a la iniciativa privada. Este acto jurídico muestra cómo es permeada la 
doctrina dual del modelo económico que el Estado mexicano ostenta en su sistema ju-
rídico constitucional, ya que, por un lado, enfoca su marco normativo supremo hacia 
la permisibilidad de la explotación hidrocarburífera nacional por parte de la inicia-
tiva privada nacional y extranjera y, por el otro, organiza esa misma reglamentación 
para que el ingreso pecuniario que se produzca para el Estado, en razón de dicha 
apertura, sea destinado a obtener el bien común social de la población. 

Esta apertura económica que el Estado mexicano hace de sus recursos naturales 
hidrocarburíferos demuestra cómo éste nuevamente deposita su confianza en el mer-
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cado para fomentar cierto desarrollo económico que le auxilie a abatir el rezago social 
que aqueja a la mayor parte de su colectividad. Situación que de nueva cuenta resulta 
preocupante, pues de acuerdo con experiencias anteriores, el mercado ha presentado 
fallos que han repercutido en las áreas sociales más vulnerables. La liberalización ju-
rídico-económica de sectores prioritarios del Estado mexicano, aun con fines sociales, 
lejos de favorecer el desarrollo social y económico de la población mayoritaria ha re-
percutido negativamente en el tejido social mexicano más vulnerable. 

El mercado por su propia naturaleza ubica sus intereses particulares por encima 
de los intereses comunes. De acuerdo con la experiencia que la sociedad mexicana ha 
tenido con las privatizaciones realizadas en las últimas décadas, éstas resultan ser más 
adversas que benéficas para el común de la población mexicana. Son más notorias las 
desventajas que las aperturas de mercado provocan entre la población que los bene-
ficios económicos y sociales en su economía doméstica y sus derechos. Los principios 
jurídicos albergados en los derechos humanos son el instrumento jurídico, político y 
social que está dispuesto para el que el gobierno estatal de Tamaulipas modere los im-
pactos que el mercado hidrocarburífero ejercerá en su entorno económico, ambiental 
y social.

El gobierno de Tamaulipas tiene la mayor incidencia y responsabilidad en la explo-
tación de hidrocarburos. Por eso debe estar preparado para controlar y moderar los 
efectos jurídicos desfavorables para la comunidad, la economía o el medio ambien-
te. Debe ampliar la planeación legal para asumir esa responsabilidad, procurando el 
fortalecimiento jurisdiccional en materia de los derechos humanos que se encuentren 
íntimamente ligados a las actividades productivas hidrocarburíferas.
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ii. la suBregión taMauliPas de la cuenca de Burgos:  
PersPectiVas soBre la inserción de la PoBlación 

local en los ciclos de derraMa econóMica  
a Partir de la reforMa energética

María Guadalupe Ortiz Gómez

Introducción

La década de los setenta marcó el inicio de una profunda transformación cuyos alcan-
ces repercutieron en los diferentes ámbitos de la vida social a nivel mundial. Harvey 
(2009) sostiene que ese periodo puede ser considerado como el punto de partida de una 
revolución histórica. Entre los acontecimientos más significativos está la aceleración 
de los intercambios económicos, en gran parte debido a la llamada Revolución de las 
Comunicaciones. La mundialización de la economía ha sido orientada por un conjunto 
de principios e ideas basadas en el paradigma de libre mercado o neoliberal. Tal para-
digma plantea una reformulación de los roles del Estado, el mercado y la sociedad, y 
sostiene que para que la dinámica económica funcione correctamente deben desapare-
cer todas las restricciones que limitan el libre intercambio. 

La perspectiva neoliberal ha alcanzado una gran influencia a nivel global, se ha con-
vertido en una visión hegemónica que se plantea como la única opción para la gestión 
de las recurrentes crisis financieras y para lograr niveles de desarrollo deseables (Harvey, 
2009). La serie de reformas constitucionales que han sido promovidas y consolidadas re-
cientemente en México pueden explicarse desde esa perspectiva. Aunque la asunción del 
paradigma neoliberal data de las administraciones de Miguel de la Madrid (1982-1988) 
y Carlos Salinas de Gortari (1988-1994), es hasta la administración de Enrique Peña 
Nieto cuando se logra complementar el paquete de reformas neoliberales que habían 
sido planteadas en décadas anteriores. Sin lugar a dudas, se trata de una transformación 
radical de la vida jurídica e institucional en el país que tendrá importantes repercusiones 
en la vida de los ciudadanos, tema que debe ser motivo de amplias reflexiones. 

Una de las reformas cuyo análisis resulta de especial importancia es la que hace posible 
la participación de la iniciativa privada en la industria de los hidrocarburos, la llamada 
reforma energética. El tema del petróleo es significativo en México, ya que la expropia-
ción petrolera realizada por Lázaro Cárdenas, el 18 de marzo de 1938, formó parte de 
la identidad nacional hasta hace relativamente poco tiempo. Asimismo, la aportación al 
gasto fiscal que realiza Petróleos Mexicanos —Pemex, antes empresa paraestatal, ahora 
“empresa productiva del Estado”— es uno de los pilares del gasto público, situación que 
pretende ser modificada por las nuevas condiciones que plantea la reforma energética.
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A pesar de que diferentes sectores de la sociedad mexicana se manifestaron incon-
formes (el Movimiento de Regeneración Nacional y el Partido de la Revolución Demo-
crática promovieron el recurso de consultas populares, mismas que no tuvieron efecto), 
la apertura a la inversión privada en el sector energético es un hecho. Se espera que tal 
acontecimiento acarree consigo una serie de cambios importantes para el país, princi-
palmente para las regiones donde se encuentran los hidrocarburos. Éste es el caso del 
estado de Tamaulipas, en el noreste del país. 

Este trabajo presenta un análisis de las características socioeconómicas de los 14 mu-
nicipios de Tamaulipas que se encuentran dentro de lo que Pemex denomina Activo 
Integral de Burgos y que en este trabajo se presenta como la subregión Tamaulipas de 
la cuenca de Burgos. El objetivo es construir un panorama general de la posición que 
ocupan tales municipios ante la serie de cambios que se prevén a partir de la implemen-
tación de esta reforma energética. Las reflexiones giran principalmente en torno a uno 
de los argumentos sostenidos por los promotores de la reforma, a saber: que generará 
una importante derrama económica que traería grandes beneficios económicos a la 
población en general, especialmente a los habitantes de las localidades en las que se 
impulse la industria de hidrocarburos.1 Se vislumbra que la derrama económica se ma-
terializará mediante dos mecanismos principales: a) la generación de empleos (directos e 
indirectos) y b) oportunidades para  los emprendimientos de servicios. La interrogante a 
resolver es: ¿qué posibilidades hay de que los pobladores locales de los sectores empobre-
cidos se inserten en los ciclos de derrama económica derivados de la intensificación de 
la industria de hidrocarburos? Destaca el hecho de que en los 14 municipios del área se 
presentan cifras que sugieren que un importante número de pobladores locales no están 
en condiciones de aprovechar los beneficios económicos que se prevén. 

El análisis se elaboró con base en la consulta de fuentes oficiales de información, 
principalmente del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi) y del Conse-
jo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval). Se reconoce 
que los datos pueden considerarse limitados en relación con el abordaje de fenómenos 
complejos (por ejemplo el de los cambios en la identidad), sin embargo, proporcionan 
un punto de partida que nos permite dar una respuesta preliminar a la pregunta de 
investigación planteada, que es el objetivo del trabajo.

El capítulo se divide en tres apartados. En el primero se presentan las características gene-
rales de la subregión Tamaulipas de la cuenca de Burgos. El segundo se enfoca en el análisis 
de las perspectivas sobre la inserción de la población local en los ciclos de derrama econó-
mica derivados de la implementación de la reforma energética. Finalmente, en el tercer 
apartado, se presentan las conclusiones, que incluyen una serie de reflexiones que deberían 
ser tomadas en cuenta en el diseño de las políticas de desarrollo social para la subregión.

1 Se invirtió una fuerte cantidad de recursos en la campaña para promover la aceptación de la re-
forma energética. Para abundar sobre este tema se puede leer la nota de Rafael Cabrera, “Infografía: 
¿Cuánto ha costado promover las reformas de Peña Nieto?”, Animal Político, 19 de noviembre, 2013.
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Localización geográfica y superficie territorial 

La cuenca de Burgos es una región de la República Mexicana ubicada en el noreste 
del país, abarca los estados de Coahuila, Nuevo León y Tamaulipas. Su superficie 
representa el 10% del territorio nacional, con un total de 208 586 km2 (véase el 
mapa II.1). La delimitación de la región responde al criterio de cuenca hidrológica 
y, de acuerdo con la Comisión Nacional del Agua, involucra siete cuencas: Presa 
Falcón-Río Salado, Río Bravo-Matamoros-Reynosa, Río Bravo-Nuevo Laredo, Río 
Bravo-San Juan, Río Bravo-Sosa, Río San Fernando y Laguna Madre. La compo-
nen 31 municipios del estado de Coahuila, 48 de Nuevo León y 19 de Tamaulipas 
(oercB, 2008). Según datos del Censo General de Población y Vivienda de 2010 
del inegi, la población de los tres estados sumaba en ese año un total de 10 670 403 
personas, lo que representa el 9.5% aproximadamente del total de la población del 
país (112 336 538 habitantes). 

Mapa II.1. Localización geográfica de la región cuenca de Burgos

Región
cuenca de Burgos

Coahuila
31 municipios

Nuevo León
48 municipios

Super�cie total: 208 586 km2

10% del territorio mexicano

Tamaulipas
19 municipios

Fuente: Ordenamiento Ecológico de la Región Cuenca de Burgos, 2008. 
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El interés por esta región responde al hecho de que se considera una de las áreas 
con mayor potencial para la inversión privada en la industria de los hidrocarburos. 
Se contempla que existe una gran cantidad de recursos explotables, específicamente 
de gas no asociado, también conocido como gas de lutitas, shale gas o gas de esquisto 
(oercB, 2008). Los 14 municipios en los que se enfoca este trabajo conforman la Re-
gión Fronteriza y la Región Valle de San Fernando en el estado. Se trata de Burgos, 
Camargo, Cruillas, Guerrero, Gustavo Díaz Ordaz, Matamoros, Méndez, Mier, Mi-
guel Alemán, Nuevo Laredo, Reynosa, Río Bravo, San Fernando y Valle Hermoso 
(véase el mapa II.2). 

Mapa II.2. Regiones del estado de Tamaulipas

Fronteriza

Valle de San Fernando

Centro

Altiplano

El Mante

Sur

Fuente: Gobierno del Estado de Tamaulipas. Disponible en http://
tamaulipas.gob.mx/tamaulipas/municipios/. 

La subregión Tamaulipas de la cuenca de Burgos comprende un territorio continental 
de 30 008.74 km2, lo que representa el 37.42 % de la superficie total del estado de Ta-
maulipas y el 0.15 % de la superficie continental total del país (1 959 248 km2). Como se 
observa en el mapa II.2 y en la gráfica II.1, el municipio que cuenta con la más amplia 
extensión de territorio continental es San Fernando (6 922.78 km2), seguido de Matamoros 
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(4 634 km2) y Reynosa (3 138.97 km2); mientras que el de menor superficie es Gustavo 
Díaz Ordaz (431.12 km2), seguido de Mier (928.6 km2), Valle Hermoso (899.98 km2) y 
Miguel Alemán (636.47 km2).

Gráfica II.1. Superficie territorial continental de los municipios de la subregión Tamaulipas de la cuenca de Burgos
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Fuente: inegi, Sistema Estatal y Municipal de Bases de Datos.

Uso de suelo

La superficie dedicada a actividades agrícolas es de 10 892.58 km2, que representan 
63.3 % de la superficie total de los 14 municipios. Por otro lado, la superficie destinada 
a pastizales es de 5 960.81 km2, es decir, cerca del 19.9 % de la superficie total del área; 
mientras que la superficie que ocupan las zonas urbanas es de 511.96 km2, que es el 
1.7 % del total de la superficie de los 14 municipios (véase la gráfica II.2).
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Gráfica II.2. Uso de suelo en la subregión Tamaulipas de la cuenca de Burgos
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Los porcentajes se calcularon sumando superficie usada en los tres rubros principales en 
cada municipio. La información de referencia es del año 2005.

Fuente: inegi, Sistema Estatal y Municipal de Bases de Datos.

Una perspectiva más detallada del uso de suelo en el área de nuestro interés permite 
observar que existe heterogeneidad en las localidades, lo que evidencia la desigualdad 
en sus dinámicas socioeconómicas y culturales. Destaca el hecho de que existen tres 
núcleos urbanos importantes: Reynosa, Nuevo Laredo y Matamoros, que contrastan 
con la ruralidad que presentan los 11 municipios restantes (véase la gráfica II.3). Por 
otro lado, se observa que la superficie dedicada a los pastizales, en la mayoría de los 
municipios, es significativa. En algunos de ellos, como en Camargo, Guerrero, Mier y 
Nuevo Laredo, representa una superficie superior a la que se destina para las activida-
des agrícolas. Por su parte, en los municipios de Burgos, Gustavo Díaz Ordaz, Miguel 
Alemán y Reynosa, se aprecia un relativo equilibrio entre la superficie de tierra destina-
da a pastizales y a actividades agrícolas. En cambio, sólo en los municipios de Matamo-
ros, Méndez, Río Bravo, San Fernando y Valle Hermoso, se privilegian las actividades 
agrícolas sobre los pastizales. 
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Gráfica II.3. Uso de suelo en los municipios de la subregión Tamaulipas de la cuenca de Burgos
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Fuente: inegi, Sistema Estatal y Municipal de Bases de Datos.

Población

De acuerdo con los datos del Censo General de Población y Vivienda 2010 del inegi, 
la población total de esta subregión ascendía a 1 798 858 habitantes, de los cuales 
903 297 eran mujeres, mientras que 895 561 hombres. Como se puede observar en la 
gráfica II.4, la población está concentrada principalmente en los tres núcleos urbanos 
ya mencionados, todos ellos colindantes con localidades del estado de Texas (Lare-
do, McAllen, Edinburg, Hidalgo, Brownsville). La aceleración del crecimiento de estos 
centros urbanos se debió, en parte, a la intensificación de los intercambios comerciales 
acontecida a partir de la firma del Tratado de Libre Comercio (tlc). La rapidez con 
que sucedieron estos procesos tuvo como consecuencia una falta de planeación gene-
rando diversas problemáticas, como el déficit en el abastecimiento de servicios en las 
diferentes poblaciones del área (oercB, 2008). Dicha concentración poblacional plantea 
una profunda diferencia con respecto a las características demográficas de otros muni-
cipios como Cruillas, Guerrero, Burgos, Méndez y Mier, eminentemente rurales, ya que 
no rebasan los 5 000 habitantes. 
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Por otro lado, en cuanto al género, observamos que existe una diferencia de 7 736 
entre la cantidad de mujeres y hombres en la subregión, siendo mayor el número de las 
primeras. Sin embargo, dicha cifra no parece representar una inequidad significativa, ya 
que existe un relativo equilibrio entre el número de hombres y mujeres en los municipios.

Gráfica II.4. Población por género en los municipios de la subregión Tamaulipas de la cuenca de Burgos
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Fuente: inegi, Sistema Estatal y Municipal de Bases de Datos.

Pobreza

Uno de los campos de observación más importante es el de las cifras sobre pobreza. De 
acuerdo con los datos que presenta el Coneval (2010a) sobre pobreza a nivel municipal, 
se estima que existen alrededor de 1 315 600 tamaulipecos pobres, mientras que en los 
14 municipios de la subregión  la cifra es de 678 175.2.2 Esto significa que alrededor del 
52% de personas pobres en el estado se encuentran en la subregión estudiada. Del total 
de pobladores de la zona, el 5% viven en condiciones de pobreza extrema, mientras que 
el 33% en pobreza moderada, como se aprecia en la gráfica II.5.

2 Los datos deben tomarse con cautela, autores como Gabriela Fuentes Reyes, sostienen que la metodolo-
gía para medir la pobreza ha sido diseñada para obtener cifras engañosas, con la finalidad de que parezcan 
menos negativas (“Política social: ¿una proyección del bienestar o del malestar de una nación?”,  Uribe (coord.) 
Estado, sociedad y derecho, Universidad Autónoma del Estado de México-Miguel Ángel Porrúa, 2012, pp. 41-63).
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Gráfica II.5. Pobreza en la subregión Tamaulipas de la cuenca de Burgos
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Fuente: inegi, Sistema Estatal y Municipal de Bases de Datos; Coneval, Resultados de 
pobreza por municipio 2010. Disponible en http://www.coneval.gob.mx/Medicion/
Paginas/Medici%C3%B3n/Anexo-estad%C3%ADstico-municipal-2010.aspx.

Si hacemos una revisión más detallada de las cifras sobre pobreza por municipio, 
encontramos que los tres núcleos urbanos más importantes (Reynosa, Matamoros y 
Nuevo Laredo) tienen los más altos porcentajes de personas no pobres, seguidos de 
municipios como Camargo, Miguel Alemán y Río Bravo. Por otro lado, la población 
que presenta mayores porcentajes de personas que viven en condiciones de pobreza 
moderada son Guerrero, con más del 70%, seguido de los municipios de Méndez, San 
Fernando, Cruillas y Valle Hermoso, que de igual forma presentan un alto porcentaje, 
ya que rebasan el 50 por ciento. 

Por su parte, la pobreza extrema alcanza una cifra significativa en los municipios de 
Burgos, Cruillas, Méndez y San Fernando. En estos municipios se rebasa el 10%, sien-
do Cruillas el que alcanza el mayor porcentaje, al ser éste mayor al 25%. Destaca que 
sólo la mitad de los municipios del área (Camargo, Matamoros, Mier, Miguel Alemán, 
Nuevo Laredo, Reynosa y Río Bravo) presentan un porcentaje mayor de personas no 
pobres, en relación con las personas que viven en condiciones de pobreza moderada y 
pobreza extrema. Entre ellos resaltan Camargo, Matamoros, Mier, Reynosa y Nuevo 
Laredo, cuya diferencia entre el porcentaje de no pobres y el porcentaje de pobres ex-
tremos y pobres moderados es mayor. De igual forma es notorio que el municipio de 
Guerrero presenta el mayor porcentaje de pobres moderados, lo que contrasta con el 
porcentaje de pobres extremos, que es mínimo. 
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Gráfica II.6. Pobreza en los municipios de la subregión Tamaulipas de la cuenca de Burgos
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Fuente: inegi, Sistema Estatal y Municipal de Bases de Datos. Coneval, Resultados de pobreza por municipio 
2010. Disponible en http://www.coneval.gob.mx/Medicion/Paginas/Medici%C3%B3n/Anexo-estad%-
C3%ADstico-municipal-2010.aspx.

Educación profesional

Las cifras relativas a la pobreza reflejan el alto grado de complejidad en el área de 
nuestro interés. Ello se constata cuando analizamos otro tipo de datos relativos al de-
sarrollo, como es el caso de la educación. En la gráfica II.7 se puede observar que el 
porcentaje de personas que estudian a nivel profesional es muy pequeño en relación 
con el número total de habitantes de seis años o más. En ningún municipio se alcanza 
el 12% . Por otro lado, el porcentaje de personas que estudian un posgrado es notable-
mente inferior, no llega al 2%. Como es de suponerse, los profesionistas se concentran 
en Matamoros, Nuevo Laredo y Reynosa. Asimismo, se observa que los datos sobre 
personas con estudios de posgrado presentan una distribución interesante, ya que los 
municipios de Guerrero y Miguel Alemán tienen porcentajes superiores a los de los tres 
núcleos urbanos más importantes.
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Gráfica II.7. Población con seis años o más de estudios profesionales y de posgrado en los municipios  
de la subregión Tamaulipas de la cuenca de Burgos
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Fuente: inegi, Sistema Estatal y Municipal de Bases de Datos; Censo General de Población y Vivienda, 2010, ,

Las cifras nos orientan acerca de las escasas oportunidades de formación de capi-
tal humano, así como de la baja potencialidad que pueden tener en relación con los 
cambios derivados de la inversión en la industria de hidrocarburos. Lo que se deduce 
de los datos presentados nos advierte de la existencia de un déficit de capital humano 
importante, que es más notoria en lo que se refiere a personas con estudios de posgrado. 
Esta situación representa una seria desventaja para las poblaciones locales en relación 
con el aprovechamiento de las oportunidades de empleo que se espera sean generados 
a partir de las inversiones en la industria energética. Al no contar con las calificaciones 
necesarias, la mayoría de los pobladores del área estarán excluidos de la posibilidad 
de obtener los empleos mejor remunerados. Lo que, sin duda, representa una enorme 
desventaja en términos de desarrollo y calidad de vida.
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Desigualdad en la distribución del ingreso

Otra fuente de información que puede enriquecer nuestro panorama acerca de la diná-
mica socioeconómica de la subregión es el relativo al coeficiente de Gini, que mide el 
nivel de desigualdad en la distribución del ingreso (donde 0 equivale a la igualdad total, 
es decir que todos reciben la misma cantidad de ingresos; mientras que 1 representa el 
mayor índice de desigualdad, que significa que una sola persona recibe todos los ingre-
sos). En la gráfica II.8 observamos que la mayoría de los municipios se encuentra por 
encima de la línea del 0.4, mientras que sólo Burgos, Cruillas, Méndez y San Fernando 
presentan un número inferior, pero que no baja de 0.36. Éste es un dato curioso, ya 
que los municipios que presentan un menor índice de desigualdad también son los que 
presentan los más altos niveles de pobreza (véase la gráfica II.6). Por otro lado, la brecha 
entre quienes perciben más ingresos y los que menos perciben es mayor en los munici-
pios de Miguel Alemán, Matamoros y Camargo, seguidos por los municipios de Nuevo 
Laredo, Río Bravo, Valle Hermoso y Gustavo Díaz Ordaz. En este conjunto de municipios 
encontramos a los tres núcleos urbanos más importantes, que también presentan los 
más bajos niveles de pobreza de la subregión. Ello es un indicio de que la desigualdad 
tiende a ser mayor en los municipios con menor porcentaje de personas pobres, mien-
tras que los municipios que presentaron cifras altas en relación con la pobreza tienen 
un índice de desigualdad menor.

Gráfica II.8. Coeficiente de Gini en los municipios de la subregión Tamaulipas de la cuenca de Burgos
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Para el municipio de Guerrero no existe información.

Fuente: Coneval, Resultados de pobreza por municipio 2010. Disponible en http://www.coneval.gob.mx/Me-
dicion/Paginas/Medici%C3%B3n/Anexo-estad%C3%ADstico-municipal-2010.aspx.
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Carencias en el acceso a educación, salud y seguridad social

Los problemas de pobreza en los municipios de nuestro interés implican la existencia de 
un déficit relacionado con el acceso a educación, salud y seguridad social, que son tres 
componentes importantes de lo que Marshall clasifica como derechos sociales (Assies, 
Calderón y Salman, 2002; Marshall, 1950). Los derechos sociales parten de la conside-
ración de que para que los ciudadanos puedan ejercer los derechos civiles y los políticos 
deben estar habilitados mediante la garantía de condiciones mínimas de soporte social. 
Por su parte, el desarrollo humano también contempla el acceso a educación, salud, 
seguridad social y vivienda como indicadores básicos. La gráfica II.9 muestra que el 
problema más serio es el de las carencias en el acceso a la seguridad social, ya que todos 
los municipios presentan un patrón donde dicha carencia alcanza el más alto porcenta-
je con respecto a las de acceso a la educación y a la salud. Las cifras son altas, rebasan 
incluso el 80% en los casos de los municipios de Burgos, Cruillas y Méndez. Por otro 
lado, los municipios que presentan los porcentajes menores (lo cual no significa que 
sean cifras positivas) son Reynosa, Matamoros y Nuevo Laredo, los núcleos urbanos 
más importantes.

Gráfica II.9. Carencias en educación, salud y seguridad social en los municipios  
de la subregión Tamaulipas de la cuenca de Burgos
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Fuente: Coneval, Resultados de pobreza por municipio 2010. Disponible en http://www.coneval.gob.mx/Me-
dicion/Paginas/Medici%C3%B3n/Anexo-estad%C3%ADstico-municipal-2010.aspx.
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El fenómeno de alto índice de la carencia de acceso a seguridad social podría estar 
relacionado con la aplicación de los principios neoliberales, ya que ésta es una de las 
áreas que ha sido sujeta a la privatización.

El siguiente problema más importante es el de las carencias en el acceso a la salud. 
En los casos de Camargo y Gustavo Díaz Ordaz se presentan porcentajes cercanos al 
50%, mientras que los municipios de Burgos, Mier y Río Bravo rebasan el 30%. Por 
otro lado, el municipio con el menor porcentaje es Guerrero, que se encuentra por de-
bajo del 10%, San Fernando no llega al 20%, mientras que los restantes municipios se 
encuentran entre el 20 y el 30 por ciento.

En cuanto a las carencias en el acceso a educación, encontramos que en algunos 
municipios el porcentaje es mayor en relación con las carencias en salud, como en los 
casos de Cruillas, Guerrero, Méndez y San Fernando. Ello contrasta con las cifras de 
los municipios restantes, que presentan porcentajes inferiores. El mayor porcentaje lo 
alcanza Burgos, que rebasa el 30%, seguido de los municipios de Méndez, Díaz Ordaz 
y San Fernando. Estas cifras nos indican que existe un panorama problemático que 
plantea enormes desafíos en materia de políticas de desarrollo social, ya que los altos 
porcentajes de personas con carencias al acceso a seguridad social, salud y educación, 
nos hablan de poblaciones que no cuentan con las condiciones mínimas de vida para 
poder aprovechar y generar oportunidades de desarrollo, pero también para ejercer su 
ciudadanía, lo que las convierte en poblaciones altamente vulnerables.

Carencias en el acceso a servicios básicos en la vivienda y a la alimentación

En relación con las condiciones básicas de vida de los pobladores (vivienda y alimen-
tación) de los municipios del área, son cuatro los que presentan una mayor problemá-
tica en el acceso a servicios básicos en la vivienda, éstos son: Cruillas, Méndez, San 
Fernando y Burgos. Los porcentajes son de entre el 60 y 75%, lo cual representa a la 
mayoría de la población. También es grave la situación en cuanto al acceso a alimen-
tación, sobre todo en el municipio de Cruillas, en donde cerca del 45% de la población 
la padece, seguido de Burgos, cercano al 40%. También tienen cifras problemáticas los 
municipios de Méndez, San Fernando y Río Bravo, mientras que los porcentajes meno-
res se presentan en los municipios de Guerrero y Mier. Asimismo, observamos que las 
cifras en los núcleos urbanos más importantes (Matamoros, Nuevo Laredo y Reynosa) 
son similares a las de los municipios de Miguel Alemán y Gustavo Díaz Ordaz, que se 
encuentran apenas por encima del 10 por ciento. 
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Gráfica II.10. Carencias por servicios básicos a la vivienda y por acceso a la alimentación  
en los municipios de la subregión Tamaulipas de la cuenca de Burgos
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Fuente: Coneval, Resultados de pobreza por municipio 2010. Disponible en http://www.coneval.gob.mx/Me-
dicion/Paginas/Medici%C3%B3n/Anexo-estad%C3%ADstico-municipal-2010.aspx.

El panorama que configuran estos datos definitivamente es preocupante, ya que la 
alimentación es una de las condiciones más básicas para la vida, por lo que ningún ciu-
dadano debería tener carencias al respecto. Ello, sin lugar a dudas, plantea otro de los 
retos más importantes en materia de política de desarrollo social.

Ingresos en relación con la línea de bienestar

Respecto a los ingresos de la población de los municipios de nuestro interés, encontra-
mos que Guerrero presenta grandes deficiencias. El 80% de su población tiene ingresos 
inferiores a la línea de bienestar, de los cuales cerca del 50% perciben ingresos inferio-
res a la línea de bienestar mínimo. Burgos y Cruillas, por su parte, tienen el 70% de la 
población con ingresos inferiores a la línea de bienestar, seguidos de San Fernando, que 
rebasa el 70%; así como Méndez, Mier, Miguel Alemán, Nuevo Laredo, Reynosa, Río 
Bravo y Valle Hermoso, que se encuentran por encima del 50 por ciento.
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Gráfica II.11. Porcentaje de personas con ingresos inferiores a la línea de bienestar y a la línea de bienestar  
mínimo en los municipios de la subregión Tamaulipas de la cuenca de Burgos
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Fuente: Coneval, Resultados de pobreza por municipio 2010. Disponible en http://www.coneval.gob.mx/Me-
dicion/Paginas/Medici%C3%B3n/Anexo-estad%C3%ADstico-municipal-2010.aspx.

Los porcentajes de población que percibe ingresos inferiores a la línea de bienestar 
mínimo también son altos, lo que refuerza la condición de vulnerabilidad de la po-
blación marginada en la zona. Como ya se mencionó, Guerrero es el municipio que 
presenta la cifra mayor, con el 46.4%, pero también hay otros que están cercanos al 
30%, como Burgos y Cruillas, seguidos por Méndez, San Fernando, Río Bravo y Valle 
Hermoso, que presentan datos cercanos al 20 por ciento.

Las cifras hasta aquí presentadas dibujan un panorama complejo en el que parecen 
converger diferentes problemáticas, en su mayoría relacionadas con la falta de condi-
ciones que pudieran dar acceso a los pobladores del área a los recursos económicos y 
culturales propicios para alcanzar un nivel aceptable de desarrollo y de calidad de vida. 
Destacan las diferencias entre la concentración de la población en las ciudades de Rey-
nosa, Matamoros y Nuevo Laredo, en contraste con el resto de los municipios del área, 
que presentan características rurales. Ello supone una heterogeneidad en las dinámicas 
socioeconómicas y culturales de los municipios. Tal heterogeneidad puede implicar in-
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equidades, ya que los recursos y las oportunidades de desarrollo también se concentran 
en los núcleos urbanos. Lo anterior no significa que los núcleos urbanos estén libres de 
problemáticas. Como se mencionó arriba, presentan un déficit en servicios públicos, así 
como niveles significativos de desigualdad en la distribución de la riqueza, carencias en 
el acceso a seguridad social y salud, porcentajes alrededor del 30% de población que 
vive en condiciones de pobreza, entre otros.

Los municipios de la subregión Tamaulipas de la cuenca de Burgos, en conjunto, 
presentan serias carencias que plantean enormes desafíos para los diseñadores y opera-
dores de la política pública, específicamente la relacionada con el desarrollo social. En 
el apartado siguiente se reflexiona al respecto.

Perspectivas sobre la inserción de la población local en los ciclos de derra-
ma económica a partir de la reforma energética

El análisis que se realiza en este apartado presenta primero un panorama general sobre 
los potenciales escenarios para el área a partir del incremento de la inversión privada en 
la industria de los hidrocarburos. Posteriormente, se retoma una de las ideas principales 
que se promovió en la campaña a favor de la reforma energética, a saber: que se gene-
rará una importante derrama económica que beneficiará la economía de la población 
donde se desarrolle la industria de los hidrocarburos. 

Uno de los primeros temas que emergen a la luz de la coyuntura que se analiza es 
el relacionado con el uso de suelo. Como se muestra en la gráfica II.2, la proporción 
mayor de superficie territorial es la dedicada a actividades agrícolas (63%), seguida de 
la que se dedica a pastizales (34%), siendo mínimas las áreas urbanas (3%). Ya que la 
exploración y explotación de los hidrocarburos implica el uso de determinadas super-
ficies territoriales, un acontecimiento altamente factible al que nos enfrentamos es el 
cambio de uso de suelo. Ello encuentra relación directa con tres fenómenos principales: 
a) potenciales conflictos con los poseedores de la tierra, b) desequilibrios en relación con 
la seguridad alimentaria, así como posibles daños a la fertilidad de la tierra y c) pérdida 
de identidad y de cohesión social. 

El cambio de uso de suelo podría tener diferentes efectos, como la pérdida de identi-
dad y, con ello, el debilitamiento de la cohesión social. Al trastocar las actividades a las 
que se dedican los pobladores, sus referentes identitarios tenderán a diluirse. El cambio 
en las actividades en el territorio implica que se reconfigurará la dinámica sociocultural 
general de las localidades. Si bien la identidad es una categoría en constante transfor-
mación, cuando los cambios se dan de una manera abrupta pueden surgir problemas 
de adaptación a nuevos valores y situaciones, entre otros. 

Otro fenómeno relacionado con el cambio de uso de suelo es el de la vulneración 
de la seguridad alimentaria. No se percibe que los gobiernos de los tres niveles hayan 
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diseñado una estrategia basada en una visión de largo plazo. Por otro lado, se prevé que 
se desarrollen procesos de migración acelerada. Como arriba se menciona, en los prin-
cipales núcleos urbanos del área los gobiernos municipales presentan déficit en la pres-
tación de servicios. Tampoco se percibe una visión a largo plazo que tienda a sustituir 
los terrenos utilizados en la explotación petrolera por nuevos terrenos donde se cultiven 
alimentos. De no tomarse las medidas adecuadas este problema podría agudizarse, lo 
cual podría, incluso, entorpecer el desarrollo de la industria de los hidrocarburos.

 Sobre la expectativa de la generación de empleos, en la Agenda Energética de Ta-
maulipas se plantea una serie de acciones encaminadas a fortalecer el capital humano. 
Se prevé hacer una reorientación de la oferta académica que dé prioridad a los progra-
mas enfocados en el sector energético. Con ello se espera que los empleos que se crea-
rían a partir de las inversiones privadas puedan ser aprovechados por los pobladores 
locales. En este contexto uno de los primeros y más importantes problemas con el que 
nos encontramos es el relativo a la sustentabilidad de tales empleos. La industria basada 
en la explotación de hidrocarburos tiene una caducidad determinada, ya que los recur-
sos son finitos. La pregunta obligada es: ¿hasta qué punto las personas que se capaciten 
en temas de energía podrán tener certeza sobre la demanda en su campo de especia-
lidad en el largo plazo? La formación de capital humano requiere de tiempo, sobre 
todo cuando se trata de personal altamente calificado. Si una persona con doctorado 
invierte alrededor de nueve años en su formación de nivel superior, preguntémonos en 
qué condiciones se encontrará la industria de los hidrocarburos dentro de nueve años, 
¿cuánto tiempo le quedará de vida? Éstas son cuestiones que no pueden evadirse y que 
los planificadores del desarrollo deben considerar con cierta precisión.

Por otro lado, si tomamos en cuenta las cifras de personas con estudios profesionales 
en los municipios de nuestro interés, nos encontramos con un panorama muy desalen-
tador. Como se muestra en la gráfica II.7, el porcentaje de profesionistas no alcanza 
el 12%, mientras que las personas con estudios de posgrado no llegan al 2%. Esta 
situación nos indica que existen nulas posibilidades de que la población local ocupe 
los empleos directos mejor remunerados que se generarán mediante la inversión en la 
industria energética. Si a esto sumamos el hecho de que el porcentaje de personas que 
presentan carencia por rezago educativo llega a rebasar el 30%, la situación se vuelve 
aún más compleja. Debido a que la demanda de personal calificado se presentará en el 
corto plazo, no podemos esperar que las limitaciones que presenta el área en dicha ma-
teria sean subsanadas al mismo ritmo. Para ello, se requiere de acciones contundentes 
mediante políticas públicas basadas en una visión de largo plazo. Todo parece apuntar 
a que los empleos directos mejor remunerados serán aprovechados por personas ajenas a 
la región, lo que puede tener como consecuencia un aumento de la desigualdad en la 
distribución de la riqueza, que de por sí es alta (véase la gráfica II.8).

Finalmente, sobre las expectativas en la dinamización de la economía local, encon-
tramos que el panorama tampoco es halagador. Se habla de que se generarán oportu-
nidades para empresas de servicios y que con ello la derrama económica llegará a los 
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pobladores locales. Sin embargo, cuando observamos que, además de las carencias en 
educación, existe un alto porcentaje de personas que reciben ingresos inferiores a la 
línea de bienestar, alcanzando incluso la cifra del 80% en Guerrero (véase la gráfica 
II.11), debemos preguntarnos ¿con qué capital (económico y humano) podrían apro-
vechar los sectores marginados de la población local estas oportunidades para hacer 
negocios? Todo apunta, nuevamente, a que tales inversiones vendrán de fuera. Lo único 
que les queda a los pobladores locales pobres es insertarse en los empleos generados por 
estas inversiones, que suelen ser los de menor remuneración.

Conclusiones

Sin lugar a dudas, las reformas estructurales tienen efectos directos y palpables en las 
condiciones de vida de los ciudadanos cuyos gobiernos han adoptado dichos progra-
mas. A nivel global se habla de una marcada tendencia a la concentración de la riqueza 
en una élite mundial (Harvey, 2009). Ello es explicable, ya que las oportunidades gene-
radas por las economías abiertas, como se muestra en el caso de la subregión Tamau-
lipas de la cuenca de Burgos, pueden ser mejor aprovechadas por quienes cuentan con 
los capitales necesarios, no así por quienes carecen de ellos. Bourdieu (2011) ofrece un 
marco analítico que nos permite entender cómo funcionan los mecanismos de repro-
ducción de la riqueza y la pobreza mediante su teoría de los capitales. En ella explica 
que los poseedores de mayores capitales (económico, cultural y social) se encuentran en 
una mejor posición para aumentarlos. Por el contrario, los que poseen menores capi-
tales se encuentran en una desventaja notoria respecto de quienes sí los poseen (Ortiz, 
2014a). De esta forma se generan círculos virtuosos y viciosos que tienden a acrecentar 
las desigualdades sociales. Aunque no tenemos la certeza, por las condiciones aquí ex-
puestas, éste podría ser el caso de los municipios aquí analizados.  

La coyuntura actual plantea grandes desafíos para los diferentes actores sociales (go-
bierno, sociedad y sector privado). Aunque la corresponsabilidad entre los actores es un 
elemento indispensable para el desarrollo, las acciones de algunos de ellos pueden ser 
más influyentes que las de otros. Como arriba se explica, algunos  cuentan con diferen-
tes cantidades y calidades de capital; en el caso que nos ocupa podemos decir que el 
sector gubernamental posee recursos que inciden para que sus acciones tengan mayor 
alcance. Por ello, se debe reconocer que la mayor responsabilidad en la gestión de esta 
coyuntura recae en dicha esfera. En este sentido, sus acciones son fundamentales para 
orientar los procesos de desarrollo. 

En este trabajo se hizo el análisis de las condiciones de vida de los sectores margina-
dos de la subregión Tamaulipas de la cuenca de Burgos con la intención de que se con-
templen las profundas problemáticas de estos sectores en el diseño de políticas públicas 
y que se puedan contrarrestar las tendencias negativas arriba planteadas. Para ello se 
presenta enseguida una serie de sugerencias.
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En primer lugar, existe una fuerte necesidad de reenfocar la mirada sobre las causas 
de la pobreza. Hay una clara tendencia a responsabilizar a los pobres de sus propias 
condiciones (Ortiz, 2014 y 2014a). Tal concepción parte de ideas como las de Levy (en 
Acosta, 2010), que se enfocan en la falta de capacidades de los ciudadanos empobreci-
dos para aprovechar y generar oportunidades de desarrollo. Sin embargo, tal enfoque 
carece de un elemento fundamental: el análisis de las condiciones estructurales, que 
tienden a favorecer a determinados actores a la vez que desfavorecen a otros en su 
desempeño en la dinámica de mercado. Esta visión es propia del paradigma neoliberal 
(para profundizar en este tema, véase Ortiz, 2014), y es identificable en los programas 
de la sedesol. Si no se corrige tal visión, el problema de la pobreza seguirá tan latente 
como hasta ahora, o incluso se incrementará.

Las condiciones estructurales que podemos señalar como perjudiciales están íntima-
mente relacionadas con la distribución de la riqueza y las precarias condiciones labora-
les, propias del modelo neoliberal (Ezcurra, 1998). La desvalorización del trabajo impli-
ca un proceso creciente de precarización de las condiciones de vida, ya que los ingresos 
que se perciben no son suficientes. Más allá de ello, observamos también un alto nivel 
de desempleo, lo que agrava la situación. Empleos mal pagados y desempleo no son 
un buen ingrediente para las aspiraciones al desarrollo. Por tanto, los gobiernos de los 
tres niveles deben plantearse una reorientación de sus prioridades. La lógica que lleva 
a favorecer la inversión privada y desatender los derechos sociales no ha traído buenos 
resultados. Al grado de que existe una ola creciente de abandono del modelo neoliberal 
a favor de adoptar de nuevo la ética social del Estado en varios países sudamericanos 
como Uruguay, Bolivia, Venezuela, entre otros (lo que se ha llamado posneoliberalismo, 
Sader, 2008). De seguir en esta misma lógica los resultados que podemos prever no 
son buenos para el conjunto social en general, pues en todo sistema los desequilibrios 
extremos provocan colapsos. 

La tendencia a favorecer los intereses del mercado por encima de los derechos ciuda-
danos se percibe claramente en el caso que aquí se presenta. Ya pudimos observar que 
los empleos mejor remunerados no podrán ser aprovechados por los pobladores locales. 
Por tanto, las acciones gubernamentales deben enfocarse en el diseño de políticas pú-
blicas que contribuyan a la generación de condiciones de equidad para que los ciuda-
danos puedan contar con posibilidades para aprovechar los beneficios económicos que 
se prevén para la subregión.

Por otro lado, si enmarcamos el análisis en la propia lógica del modelo de des- 
arrollo neoliberal, es necesario llevar a cabo acciones que minimicen los efectos nega-
tivos de la reforma energética. Un primer aspecto que se debe tomar en cuenta es el 
relativo a la difusión de información relevante para los ciudadanos. Esto es importante, 
sobre todo para quienes viven en las zonas donde existen altas posibilidades de encon-
trar yacimientos de hidrocarburos. Es imprescindible que los propietarios de tierras co-
nozcan los mecanismos jurídicos que les conciernen, siendo prioritario el conocimiento 
sobre los mecanismos para el ejercicio de sus derechos. Para ello, se deben destinar 
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recursos tanto a la difusión informativa como a la prestación de asesoría jurídica me-
diante la creación de programas específicos para estos fines. 

Otro aspecto relevante se encuentra en el ámbito de la educación y la participación 
ciudadana. No se trata sólo de formar “capital humano”, sino de fortalecer las capaci-
dades para el ejercicio de la ciudadanía. Como sugiere Marshall (1950), se deben res-
guardar cabalmente los derechos sociales que proporcionan las condiciones de equidad 
necesarias para el ejercicio de los derechos civiles y políticos (actualmente enmarcados 
en el paradigma de los derechos humanos). De esta forma se puede aspirar a asegurar 
la inclusión de los ciudadanos en la toma de decisiones, así como aumentar sus posibi-
lidades de inserción en el mercado. Ello también contribuiría a la conservación y el for-
talecimiento del capital social, que es uno de los ingredientes directamente relacionados 
con la prosperidad de un grupo social (Putnam y otros, 1993). 

Finalmente, debemos agregar el hecho de que en el estado de Tamaulipas persisten 
condiciones de inseguridad muy relevantes. Aunque en este trabajo no se aborda el 
tema debido a su complejidad, debemos reconocer que es un factor importante para 
entender las dinámicas socioeconómicas y culturales de la subregión, así como las po-
tencialidades de desarrollo. Massés y Lovera (2012) sostienen que en México se está 
dando un proceso de “desinstitucionalización”, que implica el debilitamiento de las 
estructuras del Estado y, con ello, el fortalecimiento de la impunidad. Éste no es un 
tema menor; los acontecimientos relacionados con la desaparición forzada de 43 estu-
diantes de la Normal Rural Isidro Burgos de Ayotzinapa (en Iguala, Guerrero, el 26 de 
septiembre de 2014) y las ejecuciones de 15 civiles en Tlatlaya, Estado de México, el 30 
de julio de 2014 (aunque en el acto murieron 22, se consideraron sólo 15) revelan con 
suma crudeza la gravedad del problema. Este proceso de desinstitucionalización no sólo 
es perjudicial para los ciudadanos que tienen que sortear los peligros que provienen de 
diferentes frentes, sino que también representa un peligro para las posibilidades de in-
versión privada. Ello, sin lugar a dudas, es un tema que debe ocupar un lugar destacado 
en la agenda de los tres niveles de gobierno.
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iii. una Visión desde la econoMÍa ecológica  
de las consecuencias de la exPloración  

y exPlotación del gas de lutitas en taMauliPas

Edith Miriam García Salazar

Introducción

El acelerado crecimiento de las economías mundiales dentro del modelo de repro-
ducción capitalista y la continua depredación de los recursos naturales para dar sos-
tenimiento al modelo han provocado la disminución de éstos, los cuales son parte 
fundamental para el desarrollo de las actividades productivas y de consumo. Los hidro-
carburos en este sentido se presentan como un recurso natural a la baja en las reservas 
mundiales por su utilización a ritmos acelerados. Con base en esto, en los últimos años 
se intensificó la búsqueda de nuevos yacimientos petroleros, así como de alternativas 
energéticas. La exploración y explotación de hidrocarburos en yacimientos convencio-
nales y no convencionales son fundamentales para mantener e incrementar las reservas. 
A diferencia de los yacimientos convencionales, en los no convencionales se requiere 
de técnicas más complejas que implican costos elevados. La fracturación hidráulica es 
una técnica usada para la extracción en yacimientos no convencionales, se considera 
altamente contaminante y provoca impactos negativos en los ámbitos social y ambien-
tal de las localidades. 

El descubrimiento de grandes reservas de recursos recuperables de hidrocarburos 
contenidos en gas de lutitas (shale gas) en yacimientos no convencionales y la llegada de 
las mejoras tecnológicas abrieron la oportunidad de mostrarlo competitivamente en 
el mercado. En este sentido y de acuerdo con datos de la Agencia de Información de 
Energía se identificó a México con potencial para la explotación y exploración de este 
tipo de gas, ocupando el sexto lugar en el ranking mundial con una posible explotación 
de 545 billones de pies cúbicos, siendo el estado de Tamaulipas el que mayores reservas 
recuperables presenta en el país. Y es de esta manera como surge el interés por inves-
tigar los impactos sociales, ambientales y económicos que esta actividad pueda traer al 
estado. Por tanto, más allá de enumerar los aparentes beneficios económicos que traerá 
la apertura de la industria petrolera en el país, en especial en Tamaulipas, se plantea 
generar una primera visión integral de las posibles consecuencias de la explotación y 
extracción del gas de lutitas.

El gas de lutitas se clasifica dentro de los recursos no convencionales de gas natural. 
Los yacimientos no convencionales incluyen tight oil/gas sands, capas de gas grisú y aceite 
y gas en lutitas. El National Petroleum Council (nPc) de Estados Unidos define el gas no 
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convencional en términos económicos como “aquel gas que no puede ser producido con 
rentabilidad, a menos que el yacimiento sea estimulado mediante fracturación hidráulica 
masiva o recurriendo a la perforación de pozos multilaterales desde un pozo principal” 
(nPc, 2007, p. 5). En términos técnicos, el gas de lutitas es un gas natural que se gesta den-
tro de finos granos color negro que al acumularse forman rocas orgánicas o lutitas (Estra-
da, 2013). Los yacimientos de aceite y gas en lutitas se definen como un sistema petrolero 
de rocas arcillosas orgánicamente ricas y de muy baja permeabilidad que actúan a la vez 
como generadoras, almacenadoras, trampa y sello, Secretaría de Energía (Sener, 2014).

El estado de Tamaulipas, localizado al noreste del país, tuvo una aportación del 
3.2 % al PiB de la economía nacional en el año 2012. Del cual el 3.3% corresponde al 
desarrollo de actividades primarias (agricultura, ganadería, aprovechamiento forestal, 
pesca y caza), el 38.9% a actividades secundarias (minería; construcción y electricidad; 
agua y gas, e industrias manufactureras), y el 57.8% a actividades terciarias (comercio, 
servicios de alojamiento temporal y de preparación de alimentos y bebidas, transportes 
e información en medios masivos, servicios financieros e inmobiliarios, servicios educa-
tivos y médicos, actividades del gobierno y otros servicios).

La población total del estado es de 3 268 554 personas; de la población mayor de 14 
años el 60.1% fue económicamente activa en el segundo trimestre del año 2014. Del to-
tal de ellos 429 196 corresponden a la industria extractiva y de electricidad. El índice de 
desarrollo humano en salud es de 0.867, en educación de 0.698, y en ingreso de 0.726, 
mientras que el global del estado fue de 0.760 para 2010, que es comparable con el 
nivel de desarrollo de países como Trinidad y Tobago y Antigua y Barbuda, Programa 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo (Pnud), 2014. 

Los indicadores económicos y sociales enunciados dan la pauta para cuestionar si el 
estado de Tamaulipas está preparado para recibir la apertura de la industria extractiva y 
amortiguar los múltiples impactos sociales, ambientales y económicos que traerá consigo 
esta actividad industrial. Por lo que es preponderante la realización de estudios de impacto 
social y ambiental que permitan identificarlos y generar respuesta a esta cuestión, así como 
posibles indicadores a tomar en consideración para minimizar los impactos negativos.

El capítulo se divide en dos apartados, el primero contiene la descripción teórica de 
economía ecológica, la cual sienta las bases teóricas sobre las cuales sigue la realiza- 
ción de una visión integral que incorpora los ámbitos social, ambiental, económico 
y político. Todo ello bajo los principios éticos de equidad intergeneracional, justicia 
social y sustentabilidad. Y por su parte, los fundamentos metodológicos multidisciplina-
rios, apertura histórica y pluralismo metodológico son los rectores fudamentales para 
analizar este caso de estudio. El segundo apartado muestra los diferentes aspectos eco-
nómicos, políticos, sociales y ambientales implicados en la actividad de exploración  
y explotación del gas de lutitas en Tamaulipas, generando una primera vision integral 
de los impactos de la apertura de la industria de hidrocarburos. Finalmente, se presen-
tan las conclusiones que derivan de este primer acercamiento al estudio de la explota-
ción y exploración de gas de lutitas en el estado. 
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Economía ecológica: una perspectiva integral de análisis 

La economía ecológica (ee) es una disciplina económica que nace a principios de la 
década de los ochenta, y surge principalmente como un enfoque alterno a la economía 
ambiental para dar una respuesta integral y distinta al análisis y estudio de problemas 
socioambientales surgidos de la actividad económica (procesos productivos). Esta disci-
plina se perfila como una opción que integra los ámbitos social, ambiental, económico, 
entre otros. A través de la modificación de la relación sociedad-naturaleza, desde esta 
disciplina se involucra la participación social de los diferentes actores, los saberes tradi-
cionales, los aspectos históricos, la gestión sustentable de los ecosistemas y la generación 
de alternativas de producción compatibles con el ambiente. En la figura III.1 se mues-
tran algunos conceptos a través de los cuales es posible generar una visión integral para 
identificar diferentes disciplinas y metodologías que contribuyan a la aplicación de un 
análisis integral. 

Figura III.1. Visión integral de economía ecológica

Generación de 
alternativas

Económico

Economía 
ecológica

Ambiental

Social

Aspectos históricos

P
a
r
t
i
c
i
p
a
c
i
ó
n 

a
m
i
g
a
b
l
e  

c
o
n  

e
l  

a
m
b
i
e
n
t
e 

G
e
s
t
i
ó
n

s
u
s
t
e
n
t
a
b
l
e

d
e   
l
o
s 

e
c
o
s
i
s
t
e
m
a
s

Particiación social

Saberes tradicionales

La construcción teórica de la ee incorpora las aportaciones de diversos autores. Ni-
colás Georgescu Rogen es uno de los principales exponentes. En su obra The Entropy 
Law and the Economic Process, publicada en 1971, planteó un sistema económico como un 
flujo entrópico de energía y materiales. Su análisis consiste en que el proceso económico 
recibe recursos naturales valiosos y despide desperdicios sin valor, lo que representa una 
diferencia cualitativa y no cuantitativa. 
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Martínez Alier y Schlüpmann (1991), en un estudio histórico, encuentran a los pre-
decesores de la escuela de la ee, los cuales datan del siglo xix y principios del xx; entre 
ellos destacan Podolinsky, quien estudió a la economía humana como un sistema de 
conversión de energía; Clausius, quien estudió las reservas energéticas y su aprovecha-
miento para el beneficio del hombre; Geddes estudió los principios del uso de la energía 
de plantas y animales, así como estudios urbanísticos; Pfaunder hizo estudios realistas 
de la capacidad sustentadora de la tierra para proporcionar alimentos a la humanidad; 
Soddy estudió el uso vital y el uso laboral de la energía; Josef  Popper, partiendo de la 
contabilidad energética, desarrolló una utopía social progresista e igualitaria; Ballod se 
inclinó por una solución planificadora científico-elitista, y Otswald propuso sustituir la 
interpretación mecanicista de los fenómenos naturales por una interpretación energéti-
ca. Todos ellos se caracterizaron por su interdisciplinariedad y por sus planteamientos 
sobre la relación entre el sistema económico y los flujos de energía en la sociedad hu-
mana.

A lo largo del desarrollo de esta disciplina económica también se encuentran las 
aportaciones de economistas y ecologistas, como Boulding, quien destaca la necesidad 
de ver la tierra como un sistema económico cerrado, en el que la economía y el ambien-
te no se caracterizan por tener relaciones lineales, sino por una relación circular. Daly 
propuso la idea del “estado estacionario de la economía”, que tiene por objetivo mi-
nimizar el uso de materias y energía en la economía. Holling desarrolló la idea de que 
los ecosistemas terrestres no siguen necesariamente los patrones de sucesión, pero que 
pueden ser la repetición de un ciclo, y Odum expuso un análisis emergente en el cual 
todos los productos ambientales y los servicios están sustentados por la energía solar, 
la cual constituye la fuente de energía básica de los procesos y funciones ecosistémicas. 

Martínez-Alier (1994) expone que la ee estudia las condiciones para que la econo-
mía encaje en los ecosistemas, incorpora la valoración de los servicios prestados por el 
ecosistema al subsistema económico y ve al planeta Tierra como un sistema abierto a la 
entrada de energía solar. Por su parte, D. Barkin (2008) resalta la idea de buscar alter-
nativas que conlleven a una nueva relación humanidad-naturaleza-producción donde 
la asignación de recursos sea equitativa y sustentable. Menciona que la construcción de 
alternativas debe restar recursos naturales a la acumulación capitalista, generar nuevos 
patrones para el bienestar y rechazar el concepto de pago de servicios ambientales. 

Las aportaciones de estos autores enmarcan la base teórica de la cual parte el plan-
teamiento de un análisis integral que permite explicar y generar soluciones alternativas 
a la problemática socioambiental con tendencia a generar ciencia para el bienestar 
social y ambiental (García, 2013). Para el caso de la exploración y explotación de gas 
de lutitas en Tamaulipas, éste es un primer acercamiento para crear una visión integral 
que incluye los aspectos sociales, ambientales, económicos y políticos para obtener una 
panorámica de la situación actual de esta actividad industrial.
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Economía ecológica: una visión integral alternativa

Una visión integral conlleva a la incorporación de principios éticos y metodológicos, los 
cuales permiten incluir diversos conceptos y metodologías para la construcción de un 
planteamiento que involucre la creación de sinergias entre los ámbitos social, ambien-
tal, económico, político, entre otros. De tal manera que es factible generar análisis al-
ternativos a la problemática socioambiental latente que conlleven a un bienestar social.

Principios éticos y metodológicos 

Los principios éticos y metodológicos enmarcados en la ee se plantean en Barkin (2008, 
p. 7), quien da una primera descripción y explicación de éstos, los cuales contribuyen a 
la construcción teórica de esta disciplina. En términos de Barkin la justicia social: 

Implica examinar cuidadosamente las acciones y propuestas a la luz de sus impac-
tos distributivos y, principalmente, en términos de sus aportaciones para revertir la 
desafortunada tendencia de decenios recientes a multiplicar y agravar la pobreza en 
muchas partes del mundo, acrecentando las brechas entre grupos sociales y entre 
naciones (2008, p. 8). 

Siguiendo a Barkin, el principio de equidad intergeneracional:

Implica no sólo un respeto por los procesos sociales y naturales que afectarán la super-
vivencia de la humanidad y la calidad de vida de futuras generaciones sino también por 
la incorporación de las herencias de civilizaciones y generaciones pasadas que tanto 
han contribuido a asegurar el bienestar actual y la capacidad del planeta de seguir 
acomodándonos (2008, p. 8).

Con esto se pretende hacer el menor daño posible al planeta para que las genera-
ciones futuras puedan disfrutar de las mismas bondades otorgadas por la naturaleza. 
Barkin expone que el principio de gestión sustentable de recursos: 

Implica un compromiso de rehabilitar y conservar los ecosistemas en que vivimos. Ésta 
es quizás la expresión más precisa de la ee: la necesidad no sólo de asegurar una gestión 
mesurada de los recursos a nuestra disposición, sino también de responder de manera 
responsable por los siglos de desentendimiento o de abierta rapiña que han contribui-
do a aumentar nuestra riqueza colectiva pero que nos han dejado con un planeta en 
franco deterioro, hostigado por ecosistemas destruidos, sociedades exterminadas y crisis 
sociales (2008, p. 9).
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La idea de acelerar la producción como la base para una mayor acumulación de 
capital trae consigo un continuo deterioro ambiental. No obstante, bajo la perspectiva 
de la ee se busca producir amigablemente sin agravar el creciente deterioro que se ha 
generado a lo largo de la historia de la humanidad. 

Los fundamentos metodológicos bajo los cuales se construye la ee generan la base 
para el cumplimiento de los principios éticos. Barkin (2008, p. 9) “plantea la idea de 
trascender las limitaciones disciplinarias y los patrones dominantes del individualismo, 
para lo cual define tres principios metodológicos que deben nutrir el trabajo en este 
campo”. Estos principios son: multidisciplinariedad, apertura histórica y pluralismo 
metodológico, los cuales requieren de una reorganización de la producción para que 
sea realizada bajo un manejo justo, tomando en cuenta las necesidades de las genera-
ciones futuras y una parsimonia en el aprovechamiento del conjunto de los recursos 
naturales de los que depende el actual sistema de producción.

El pluralismo metodológico exige hacer uso de diversas metodologías y herramientas, así 
como de diversos conceptos con diferentes enfoques para formalizar un análisis inte-
gral alternativo a través del cual se pueden generar soluciones para el entendimiento o 
mitigación de los problemas ambientales. La inclusión del principio de apertura histórica 
implica el análisis de cuestiones históricas que permiten un mayor entendimiento del 
comportamiento actual del individuo, la sociedad y la industria, entre otros actores, con 
el ambiente —entiéndase la diversidad de actores existentes que participan e influyen en el 
análisis del fenómeno a estudiar—.La multidisciplinariedad permite incorporar múltiples 
disciplinas para analizar un problema de estudio desde diferentes ángulos, que bajo la 
perspectiva de un solo ángulo no es posible visualizar el todo, ya sea porque no forman 
parte del fenómeno a estudiar o no son de interés para un enfoque en particular. 

Bajo estos principios es factible identificar los diversos problemas de índole social, am-
biental, económica, política, entre otros, para generar un análisis integral que permita 
un entendimiento alternativo a los diversos problemas socioambientales.

Visión integral de la exploración y explotación del gas de lutitas en Tamaulipas

El planteamiento para la construcción de una visión integral alternativa de las posibles 
consecuencias de la exploración y explotación del gas de lutitas en el estado de Tamau-
lipas, basado en las experiencias en otros países, conlleva una revisión de los diferentes 
aspectos y conceptos implicados en los ámbitos social, ambiental, económico y político.

El aspecto económico es sin duda unos de los principales argumentos bajo los cuales se 
sustentan los beneficios de la apertura de la industria de los hidrocarburos en México, 
y en el caso particular de la explotación del gas de lutitas queda plasmado en el Plan 
Nacional de Desarrollo 2013-2018 (Pnd) de la siguiente forma:
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La capacidad del Estado mexicano para detonar nuevos proyectos de inversión en cam-
pos no convencionales, como los de aguas profundas y los de lutita (shale, por su nombre 
en inglés), ha sido limitada y por tanto se requiere un nuevo marco institucional que 
permita al Estado aumentar su capacidad para producir energía más barata y de ma-
nera más eficiente, a fin de asegurar el abasto para la economía (p. 78).

Los estudios de exploración realizados por Petróleos Mexicanos (Pemex) en el año 
2010 pareciera que son la base que dan sustento a las líneas plasmadas en el Pnd, debido 
a que se identificaron cinco provincias geológicas con potencial para producir hidrocar-
buros contenidos en gas de lutitas. Éstas son: 1) Chihuahua, 2) Sabinas-Burro-Picachos, 
3) Burgos, 4) Tampico-Misantla, y 5) Veracruz. Esto se complementa con los estudios 
realizados en 2011 y 2013 por la Agencia de Información de Energía de Estados Uni-
dos (eia, por sus siglas en inglés), en los cuales México se presentó con potencial para 
explotación del gas de lutitas, ocupando el sexto lugar en el ranking mundial en el año 
2013 con una posible explotación de 545 billones de pies cúbicos. Se destaca que con 
respecto a las estimaciones hechas en el año 2011 se observa una caída en la estimación, 
ya que presentaba reservas recuperables de 681 billones de pies cúbicos. El cuadro III.1 
muestra los países con mayores reservas recuperables de gas de lutitas en el mundo, 
siendo China y Argentina los principales. En estos estudios, de manera general las re-
servas recuperables de este gas presentaron un aumento del 9.17 por ciento.

Cuadro III.1. Los 10 países con recursos de gas de lutitas técnicamente recuperables

Lugar País Gas de lutitas 2011
(billones de pies cúbicos)

Gas de lutitas 2013 
(billones de pies cúbicos)

1 China 1 225 1 115
2 Argentina 774 802
3 Algeria 203 707
4 Estados Unidos ‒ ‒ 665
5 Canadá 388 573
6 México 681 545
7 Australia 396 437
8 Sudáfrica 485 390
9 Rusia ‒ ‒ 285
10 Brasil 226 245

Total mundial 6 622 7 299

Fuente:  Energy Information Administration, 2013.
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La experiencia de los Estados Unidos con respecto a la exploración y explotación del 
gas de lutitas se fundamenta por los altos beneficios económicos y el incremento de sus 
reservas en hidrocarburos, que han influido de manera directa en las decisiones toma-
das en los últimos años en el país. Actualmente es el mayor productor de gas natural, 
pionero y principal productor de gas de lutitas. En el año 2013 concentró el 20.6% de 
la producción total mundial, misma que ha mostrado crecimiento en los últimos años.

El auge en la producción del gas de lutitas en Estados Unidos se destaca a partir del 
año 2009, cuando la producción era de 3 958 billones de pies cúbicos, mientras que 
para el año 2013 fue de 11 896 billones de pies cúbicos, mostrando un crecimiento 
de más de un 200%, en tanto que el precio en ese periodo ha oscilado entre los tres y 
cuatro dólares por millón de Btu (véase la gráfica III.1). Se destaca que el precio para 
el año 2008 fue de 8.86 dólares por millón de Btu, mientras que para el año 2009 fue 
de 3.94 dólares por millón de Btu, cayendo en más de un 50%, como consecuencia del 
incremento en la producción.

Gráfica III.1. Producción de gas shale vs. precio spot del gas natural (Henry Hub) 
 en Estados Unidos, 2009-2013
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Fuente: Energy Information Administration, Independent Statistics & Analysis, 2013.

La experiencia de Estados Unidos pareciera ser el eje rector que marca la tendencia 
para la apertura del mercado del gas de lutitas a nivel mundial por los crecientes be-
neficios económicos que éste representa. Es bajo esta premisa que el auge de la explo-
ración y explotación del gas de lutitas en el estado de Tamaulipas se vislumbra dentro 
del discurso político como una actividad económica preponderante para el crecimiento 
económico del Estado.
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La industria petrolera en México se considera una de las más importantes en el 
mundo; en el año 2012 ocupó el décimo lugar a nivel mundial con una producción 
de 2 913 miles de barriles por día, lo cual representó el 3.4% a nivel mundial. Para 
el año 2013 tuvo una producción de 2 875 miles de barriles por día (estas cifras inclu-
yen petróleo crudo, aceite de lutitas, arenas petroleras y condensados de gas natural 
—líquidos contenidos en el gas natural que se recuperan por separado—, excluye en 
combustibles líquidos de otras fuentes como la biomasa y los derivados del carbón y el 
gas natural, BP Statistical Review of  World Energy, 2014), teniendo una caída del 1.3 
% con respecto al año anterior; el precio spot del crudo para ese mismo año fue 97.99 
dólares por barril (West Texas Intermediate Price). De acuerdo con datos de la Secreta-
ría de Energía (Sener, 2014); las reservas de hidrocarburos totales (en éstas se incluyen 
las reservas probadas, probables y posibles: las reservas probadas son acumulaciones de 
hidrocarburos cuya rentabilidad ha sido establecida bajo condiciones económicas a la 
fecha de evaluación; en tanto las reservas probables y posibles pueden estar basadas en 
futuras condiciones económicas, Pemex, 2013) en el año 2014, representaron 42 158 
millones de barriles equivales de crudo (véase la gráfica III.2). 

Gráfica III.2. Reservas de hidrocarburos totales en México, 2010-2014
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Fuente: Pemex, Sistema de Información Energética, 2014.

Con respecto a la producción de hidrocarburos, en Tamaulipas la producción de crudo 
representa el 0.76% de la producción total del país, mientras que la producción de gas 
natural representa el 12.96% del total. En la gráfica III.3 se muestra la tendencia de la pro-
ducción de ambos productos en los últimos 10 años. 
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Grafica III.3. Producción de petróleo crudo y gas natural en Tamaulipas, 2004-2014
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Fuente: Pemex, Base de Datos Institucional.

Tamaulipas forma parte de dos activos de explotación y exploración de hidrocarbu-
ros, uno es el Activo Integral Burgos, localizado en el noreste de México (comprende 
parte de los estados de Tamaulipas, Nuevo León y Coahuila), y otro es el Activo de 
Producción Poza Rica-Altamira, en la provincia Tampico-Misantla, (comprende la 
parte sur del estado de Tamaulipas y parte del territorio de Veracruz). Dentro de los 
objetivos de estos activos está el de incrementar la oferta nacional, mediante la explo-
tación de campos con probadas reservas de gas no asociado al petróleo más importan-
te del país. 

En estudios realizados por Pemex estos activos tienen potencial para el desarrollo de 
energías renovables, así como el aprovechamiento de yacimientos no convencionales 
contenidos de gas de lutitas. En el estado de Tamaulipas son 14 los municipios con po-
tencial para la explotación y extracción de este tipo de gas —San Fernando, Reynosa, 
Guerrero, Miguel Alemán, Mier, Camargo, Díaz Ordaz, Río Bravo, Méndez, Valle 
Hermoso, Nuevo Laredo, Matamoros, Cruillas y Burgos—, todos localizados en el Ac-
tivo Integral Burgos.

Actualmente, la producción de gas asociado del Activo Integral Burgos, en lo que 
va del año 2014, representa el 1.86% del total del país, mientras que la producción 
de gas no asociado representa el 66.56% del total. En este sentido la entrada de la 
inversión privada en la industria petrolera en México permitirá la explotación de 
hidrocarburos en este activo de manera intensiva, y de acuerdo con las estimaciones 
realizadas por Pemex y la eia el gas de lutitas es el hidrocarburo con mayor presencia. 
No obstante, éste se encuentra en yacimientos no convencionales que requieren de la 
técnica de fracturación hidráulica para su extracción, misma que ha sido catalogada 
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como altamente contaminante y con repercusiones en el ambiente y la población ale-
daña a los sitios de extracción. 

En el aspecto político la aprobación de reforma energética conlleva a la apertura 
de la industria petrolera en México, la cual desde la expropiación petrolera en 1938 
realizada por Lazaro Cárdenas estaba bajo la administración de Pemex, y trae consigo 
la posibilidad de inversión extrajera en la exploración y explotación de hidrocarburos. 
Esta reforma facilita la transición de privatización del recurso propiedad de la nación, 
que si bien se comenzaba a gestar en el periodo salinista se reformuló y aprobó re-
cientemente bajo el actual régimen gubernamental. Mediante esta reforma se abrirá 
la participación a empresas privadas (nacionales y extranjeras) para la exploración y 
explotación de los hidrocarburos.

Las principales modificaciones realizadas a la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos en materia de energía quedaron estipuladas en el Diario Oficial de 
la Federación, publicado el viernes 20 de diciembre de 2013, quedando modificados los 
artículos 25, 27 y 28 (véase el artículo de García Rivera). Sin duda estas modificaciones 
son el instrumento que facilita la transición de la industria petrolera en el país. Sin em-
bargo, más allá de los diversos beneficios que ha enunciado el gobierno en sus diversos 
discursos que involucran el desarrollo para el país, los beneficios en términos sociales no 
son explícitos ni se enfatiza sobre ellos.

Para atender con prioridad la reforma energética, el gobierno estatal de Tamaulipas 
formuló la Agenda Energética de Tamaulipas que tiene como objetivo “prever accio-
nes, conjuntar esfuerzos y asegurar que las inversiones que se realicen en este sector res-
peten criterios de sustentabilidad y se vean reflejados en un incremento en la calidad de 
vida de los habitantes del estado”.  Está estructurada en tres grupos: 1) capital humano, 
desarrollo económico e integración social; 2) infraestructura, ordenamiento territorial, 
sustentabilidad y administración de riesgos, y 3) marco institucional. Además, busca 
reafirmar la congruencia entre las actividades relacionadas del sector energético del  
estado y la política energética del gobierno federal. De ésta se espera que el auge ener-
gético en el estado produzca un incremento poblacional, principalmente migratorio, 
que demandará más y mejores servicios públicos e infraestructura urbana planeada. 
Sin embargo, dentro de su estructuración surgen diversas interrogantes sobre los bene-
ficios tangibles que obtendrán los habitantes de la entidad. 

En el aspecto social son varios los indicadores que se contraponen a los beneficios 
que se enuncian con la entrada de la inversión privada para los habitantes del estado. 
Poco se habla de si el estado de Tamaulipas cuenta con la infraestructura adecuada 
para recibir el flujo de población que posiblemente llegue. Un aspecto urgente a aten-
der será el agua, ya que una mayor migración de población implica un mayor consumo 
de agua en calidad y cantidades necesarias, en especial cuando la parte norte del país es 
la que menor disponibilidad tiene de agua.

La explotación de yacimientos no convencionales del gas de lutitas implica ocupa-
ción temporal de suelo, es decir, las tierras dedicadas a la producción agrícola se con-
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vierten en tierras que producirán hidrocarburos, atentando con esto a la seguridad 
alimentaria de la población. Por su parte, las condiciones en las que sean devueltas las 
tierras después de extraer el gas de lutitas tienen una alta posibilidad de que sean infér-
tiles. Además, esta ocupación temporal implica el desplazamiento de la población que 
habita en los lugares donde se hará la extracción. 

En materia de salud en el estado se contabilizan 606 unidades médicas y 100 médicos 
por cada 100 000 habitantes, en caso de que los problemas de salud se incrementen de-
bido a los diferentes tipos de contaminación que surjan y al aumento de la población que 
traerá consigo esta actividad industrial. En la agenda no se menciona de qué manera se 
atenderán estas eventualidades, y si existe el suficiente capital humano para prestar ser-
vicios médicos a la población, así como de infraestructura hospitalaria para atenderlos.

La tasa de desocupación en el segundo trimestre del año 2014 es de 5.83%, la cual 
aumentó en los últimos años. En la agenda se prevé que se generen empleos; cabe des-
tacar que el empleo generado de manera directa por la industria requerirá de capital 
humano especializado, de tal manera que los beneficiados directos con la generación 
de empleos no necesariamente serán los habitantes del estado. Se destaca la posibilidad 
del incremento del sector servicios, pero ello no es garantía de que se eleve el nivel de 
vida de los habitantes.

En materia de seguridad, en la agenda no se contempla de qué manera se hará 
frente a la inseguridad que se vive en la entidad. De acuerdo con datos de la Encues-
ta Nacional sobre Inseguridad 2010, elaborada por el inegi, el 69.4% del total de la 
población mayor a 18 años en el estado se siente inseguro. Los principales problemas 
relacionados con esta inseguridad son: ausencia de vigilancia (56.3%); vigilancia poli-
ciaca deficiente (30.6%); narcotráfico (29.3%), y existencia de pandillas o bandas que 
cometen ilícitos (19.6%). Cabe destacar que parte de las reservas del gas de lutitas se 
localizan en las zonas más inseguras del estado, estos datos de inseguridad están au-
sentes en la agenda y por tanto también la manera en que pueden afectar el desarrollo 
de la actividad extractiva que promueve el gobierno estatal, o de qué manera se podría 
beneficiar la población.

En el aspecto ambiental el factor que más destaca es el consumo de agua. A diferencia 
de los yacimientos convencionales, en el yacimiento no convencional resulta más caro 
extraer aceite y gas (en los yacimientos convencionales los hidrocarburos se forman en 
lo que se conoce como roca generadora, compuesta por una acumulación de material 
orgánico y rocas que se almacenaron durante largos periodos. Conforme se acumula 
una mayor cantidad de sedimentos y rocas, a través de los años se generan ciertas con-
diciones de presión y temperatura que hacen que la materia orgánica se transforme y 
descomponga, obteniendo así los hidrocarburos. Posteriormente éstos migran a través 
de las diferentes formaciones geológicas, hasta encontrar una roca impermeable que 
impida su paso, conocida como sello. El yacimiento no convencional es aquel donde 
el hidrocarburo, gas y aceite permanece en la roca generadora, es decir, no migra a 
una roca almacenadora, a diferencia de los yacimientos convencionales, Sener, 2014). 
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La extracción del gas de lutitas requiere la técnica fracturación hidráulica (fracking). 
Esta técnica se comenzó a utilizar desde los años cincuenta en los Estados Unidos, 
pero varias décadas después se utilizó de manera intensiva, debido a la complejidad de 
la innovación tecnológica requerida y a los altos costos que implicaba la extracción  
de hidrocarburos en yacimientos no convencionales. Actualmente, el avance de la tec-
nología ha facilitado la explotación de hidrocarburos en este tipo de yacimientos en 
grandes volúmenes, de tal manera que se ha vuelto competitiva.

La técnica de fractura hidráulica implica hacer una perforación vertical, debido a 
que los yacimientos se encuentran a una mayor profundidad en comparación con los 
yacimiento convencionales, y después una perforación horizontal para tener una mayor 
cobertura en la explotación de gas de esquisto. Esta técnica requiere que se inyecten 
grandes volúmenes de agua, de arena y de otros agentes químicos a alta presión para 
extraer el gas contenido en las rocas.

La aplicación de esta técnica, de acuerdo con la experiencia internacional, requiere 
de grandes volúmenes de agua. En Estados Unidos la Agencia de Protección Ambiental 
estima que se utilizan 70-140 billones de galones de agua para fracturar 35 000 pozos 
cada año. Esto es aproximadamente el consumo anual de agua de 40 a 80 ciudades, 
cada una con una población de 50 000 (Earthworks, Hydraulic Fracturing 101). En España 
se estima un consumo de entre 9 000 y 29 000 m3 en un pozo (csco y sMa, 2014, p. 14). 
Estrada J. (2013) menciona que la explotación en yacimientos no convencionales en 
comparación con la perforación convencional requiere grandes volúmenes de agua —
alrededor de 10 veces más agua—. Campero (2014) menciona: 

el consumo de agua puede ser de 9 a 29 millones de litros por pozo (…) apunta que si 
abriéramos 20 mil pozos, estaríamos requiriendo el agua necesaria para uso doméstico 
y de uso personal anual, el que utilizan entre 5 y 15.9 millones de personas (p. 42).

El norte del país se caracteriza por su baja disponibilidad de agua; en Tamaulipas 
existe la posibilidad de sequía extrema (Conagua, 2013). El volumen de agua concesio-
nado para el estado en el año 2012 fue de 4 007.6 millones de metros cúbicos, lo cual 
representa el 4.8% del total del país. Los usos del agua en el estado corresponden en 
mayor medida al uso agrícola con un 87.9% y al abastecimiento público con un 8% 
(véase la gráfica III.4). 
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Gráfica III.4. Usos del agua en Tamaulipas, 2012
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Fuente: Semarnat-Conagua, Estadísticas del Agua en México, 2013.

Ante la baja disponibilidad de agua y debido a que la mayor parte es utilizada por el 
sector agrícola, resultan alarmantes los grandes volúmenes de agua requerida por esta 
técnica, como también evadir la responsabilidad de las futuras implicaciones que se ten-
drá con respecto a la disponibilidad de agua para el consumo humano y del ecosistema, 
aunado a la baja calidad del recurso agua que se regresará. Por ello es preponderante 
preguntarse en este punto: ¿de dónde saldrá el agua requerida para la aplicación de la 
técnica de fracturación hidráulica en el estado de Tamaulipas? 

Otros problemas ambientales que se derivan del uso de esta técnica corresponden a la 
contaminación del aire y la tierra. Y no menos importantes los correspondientes a los efec-
tos en la salud de la población aledaña a los sitios de extracción de hidrocarburos. La figura 
II.2 presenta algunas de las diversas implicaciones ambientales en el agua, el aire y la tierra. 

Los impactos negativos que produce el uso de la técnica de fracturación hidráulica, 
como se menciona de forma breve en la figura III.2, son múltiples, y la literatura que 
los documenta es amplia. Por ejemplo, Estados Unidos, uno de los principales produc-
tores del gas de lutitas en el mundo, ha presentado diversos problemas socioambienta-
les derivados de la aplicación de la técnica. Wright y otros (2012) señalan que el agua 
subterránea cerca de Wyoming contenía sustancias químicas asociadas con esta técnica. 
Menciona que en el acuífero se detectaron productos químicos sintéticos, como glicoles 
y alcoholes, compatibles con la producción de gas y fluidos de fractura hidráulica. 
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Figura III.2. Implicaciones ambientales de la fractura hidráulica
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Fuente: Jorge Daniel Taillant y otros, Fracking Argentina. Informe técnico y legal sobre la fracturación hidráulica en 
Argentina. Argentina: Centro de Derechos Humanos-Ambiente-Ecojure, 2013; Alianza Mexicana contra el 
Fracking, Principales problemas identificados con la explotación de gas de esquisto por fractura hidráulica en México (fracking). 
México: Fundar, 2013; Alfredo García de Domingo, Diana Ponce de León Gil y Lucas Vadillo Fernández, 
Recomendaciones ambientales en relación con las medidas preventivas y correctoras a considerar en proyectos relacionados con la 
exploración y explotación de hidrocarburos mediante técnicas de fractura hidráulica. España: Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente-Ministerios de Economía y Competitividad-Instituto Geológico y Minero, 
2014; Claudia Campero Arena, “Impactos socioambientales en los procesos de fractura hidráulica”. En Im-
pacto social y ambiental del fracking, Benjamín Robles Montoya (coord.). México: Senado de la República LXII 
Legislatura-Instituto Belisario Domínguez-Alianza Mexicana contra el Fracking, 2014.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/RpTjgt

DR © 2015. 
Universidad Autónoma de Tamaulipas - http://www.uat.edu.mx/



Edith MiriaM García Salazar92

En otros casos se han encontrado diferentes sustancias en el agua, como benceno 
(Di Giulio y otros, 2011), bromuros, materiales radiactivos como uranio, radio y radón 
(Resnikoff y otros, 2010) y filtraciones de metano (Osborn y otros, 2011), todos ellos 
provenientes del proceso de extracción del gas de lutitas. 

En Argentina, tercer lugar a nivel mundial con reservas recuperables de gas de luti-
tas, la extracción ha sido acompañada por acciones públicas y comunitarias en contra 
de la aplicación de esta técnica, incluyendo acciones legales orientadas a frenar su uso. 
Por ejemplo, la firma de contratos entre el gobierno nacional y la empresa Chevron, y 
entre Chevron y la recientemente estatizada yPf, generaron manifestaciones y situacio-
nes de conflicto público, incluyendo represión policial en diversas zonas de Neuquen. 
En este lugar se ubica el mayor depósito de gas de lutitas en el país, y por tanto hay un 
gran interés público y privado para su explotación, particularmente en la reserva que 
lleva el nombre de Vaca Muerta (Taillant y otros, 2013). 

En España no hay ninguna normativa nacional que regule el uso de la fractura 
hidráulica, y el gobierno ha rechazado prohibirlo a nivel estatal; son las comunidades 
autónomas las que están publicando sus propias regulaciones. En países como Francia, 
Bulgaria, Suiza, Australia, Canadá, Italia, Nueva Zelanda, Reino Unido, Rumanía, 
Sudáfrica, Alemania, Republica Checa, Irlanda del Norte e Irlanda se han establecido 
prohibiciones y moratorias con respecto al uso de la técnica de fractura hidráulica para 
la explotación del gas de lutitas.

La experiencia internacional da indicios de que los posibles beneficios económicos 
esperados con la extracción del gas de lutitas, más que favorecer a la población, traerá 
consigo serios problemas socioambientales, en donde los únicos beneficiados serán las 
empresas transnacionales que inviertan en el país, mientras que la población sólo reci-
birá los impactos negativos de esta actividad industrial.

Con base en la información existente sobre el estado de Tamaulipas es necesario 
cuestionar los alcances que tendrá la Agenda Energética de Tamaulipas en térmi-
nos de los posibles impactos sociales y ambientales que recaerán de manera directa 
en la población, una vez que inicien los trabajos de extracción de hidrocarburos, 
debido a que éstos hasta este momento quedan en el aire.

La formulación de una visión integral de la exploración y explotación del gas de  
lutitas en el estado de Tamaulipas al incorporar los ámbitos social, ambiental, económi-
co y político abre un panorama más amplio de lo que implica esta actividad. La gráfica 
III.3 muestra sólo algunos de los múltiples factores derivados de una primera investiga-
ción, se prevé que una vez que se comience con el proceso de apertura de la industria 
extractiva, se identificarán de manera más puntual estos y otros factores, así como los 
impactos sociales y ambientales que deriven de esta práctica.
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Figura III.3. Visión integral de la exploración y explotación del gas de esquisto en el estado de Tamaulipas
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Análisis integral alternativo

Finalmente, después de esta visión integral es posible apuntar a la generación del 
análisis integral desde estos ámbitos, que implica identificar los diferentes impactos que 
puede producir esta actividad para prevenir a la población de los efectos negativos que 
pudieran afectar su vida, así como el ambiente. Una investigación más profunda se 
orienta en el cumplimiento de los principios éticos de la ee —justicia social, equidad 
intergeneracional y gestión sustentable de los recursos—. Además, reorientar las acti-
vidades económicas acordes a las necesidades de la sociedad (principio de precaución) 
con la menor degradación posible del planeta, y generar las condiciones idóneas para 
el bienestar del trabajador, la sociedad y el ambiente en conjunto. Esto significa no 
sobreexplotar y despojar a la sociedad del disfrute de los recursos naturales dispuestos 
por la naturaleza, para disminuir la deuda ecológica que hasta este momento se ha 
acumulado por la creciente actividad productiva. Pero sobre todo se plantea la idea de 
la construcción paulatina de una ciencia para el bienestar social y ambiental.
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Conclusiones 

El marcado crecimiento en los últimos años en la producción de gas de lutitas en Esta-
dos Unidos ha llevado a realizar estudios sobre la disponibilidad de reservas recupera-
bles en el mundo, en los cuales figura de manera preponderante México. Las reformas 
estructurales en los últimos años, de manera específica la referente a materia energética, 
dan la pauta a la apertura de la inversión privada para la extracción de este recurso 
natural. Misma que presenta ambigüedad con respecto al proceso en el que hará la 
transición y sobre las herramientas y métodos con que se hará frente a los diversos pro-
blemas sociales y ambientales que deriven de esta actividad industrial. 

De manera general, se concluye que más allá de visualizar los múltiples beneficios 
económicos solamente desde la esfera económica de la apertura de la industria de hi-
drocarburos en el país, es necesario enfocarse y profundizar en los impactos sociales y 
ambientales que traerá consigo. Es necesario exponer de manera clara qué medidas 
tomará el gobierno del estado de Tamaulipas para hacer frente a los problemas de 
disponibilidad y contaminación de agua, suelo y tierra, de salud, de inseguridad, de 
profundización del rezago social, de despojo temporal de las tierras, de la falta de in-
fraestructura y de los servicios en general, entre otros todavía no vislumbrados.

Se destaca que la apertura a la inversión privada será partícipe en empeorar la deuda 
ecológica que la actividad económica ha provocado a la naturaleza por el uso indiscri-
minado y la explotación de los recursos naturales para el desarrollo del modelo capi-
talista de libre mercado. Finalmente, es necesario exponer alternativas de análisis para 
estudiar los diferentes impactos sociales y ambientales que derivarán de esta actividad 
industrial, siendo preponderante la inclusión de la participación social para un diseño 
adecuado de propuestas de soluciones que conlleven a un beneficio social y ambiental 
más que económico.
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iV. el uso de suelo Para actiVidades de desarrollo  
energético en taMauliPas:  

asPectos Psicosociales del fracking

José Juan Villanueva Sierra

Introducción

El tema energético es de cardinal importancia en la agenda pública de cualquier país en 
el mundo en virtud de que su aprovechamiento se encuentra ligado al desarrollo y creci-
miento económico de la sociedad. Las limitantes en torno a su utilización han dependido 
históricamente del tipo y disponibilidad de las fuentes de energía, así como de la tecnolo-
gía utilizada para su explotación. Como fenómeno de mercado, el interés por usufructuar 
determinada fuente de energía se rige tanto por el rendimiento energético favorable como 
por las condiciones geopolíticas entre los países poseedores de recursos energéticos y los 
que dependen de ellos para su abastecimiento. Esta compleja dinámica suscita diversos 
dilemas que giran en torno al modo en que una sociedad se define por el perfil de su pro-
ducción y consumo energético. Entre tales disyuntivas se encuentra el problema de cómo 
lograr formas de aprovisionamiento energético que garanticen la sustentabilidad del pla-
neta, y medidas para asegurar una mayor equidad en la distribución de los beneficios, o la 
mayor atenuación de los perjuicios provenientes del aprovechamiento energético.

En un mundo globalizado donde los cambios suceden a un ritmo vertiginoso, Méxi-
co, país que tradicionalmente ha tenido un puesto destacado como productor y expor-
tador de hidrocarburos, ha respondido ante un mercado del petróleo cambiante y a su 
oficialmente declarada baja productividad de hidrocarburos, con una ambiciosa refor-
ma energética aprobada por el gobierno en el año 2014. Esa iniciativa ha estimulado 
diversas inquietudes porque al dejar abierta la puerta a la participación de la iniciativa 
privada en actividades casi exclusivas de la otrora empresa paraestatal Petróleos Mexi-
canos (Pemex), también se han ampliado las perspectivas de prospección y explotación 
de yacimientos de hidrocarburos actualmente catalogados como no convencionales, 
como es el caso del aceite y gas de lutitas.  

Coahuila, Nuevo León y Tamaulipas han sido recientemente el centro de atención 
desde que fue descubierto su potencial en materia de hidrocarburos no convencionales. 
Diversos estudios de agencias de energía internacionales destacan que estas tres enti-
dades federativas poseen vastas reservas de hidrocarburos no convencionales. Especí-
ficamente el estado de Tamaulipas cuenta con dos puertos marítimos y comparte 15 
cruces fronterizos con los Estados Unidos de América, particularmente con el estado 
de Texas, lugar donde se ha llevado a cabo de forma exitosa la extracción del gas de 
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lutitas mediante la técnica de la fracturación hidráulica. En gran parte por los recursos 
de Tamaulipas, México es considerado como uno de los países con mayores reservas de 
gas natural en el mundo. No obstante, poco se sabe sobre los impactos sociales de las 
técnicas para la extracción de ese recurso. 

Este trabajo aborda el tema energético en México a raíz de la reforma energética y 
la necesidad de considerar los impactos psicosociales de la actividad extractiva. El capí-
tulo tiene cuatro apartados. En el primer apartado se aborda la importancia que tiene 
la energía para el desarrollo de la sociedad. El segundo examina la demanda futura de 
energéticos y las posibles repercusiones. El tercer apartado analiza las circunstancias 
que dan lugar a la reforma energética cuya promesa es el desarrollo económico de 
México. En el cuarto apartado se destaca la necesidad de que los estudios de impacto 
social de los proyectos extractivos, que implican un cambio en el uso de suelo, integren 
aspectos psicosociales. 

Importancia de los hidocarburos en el desarrollo de la sociedad

Cualquier empeño por conocer la naturaleza del ser humano pasa necesariamente por 
el estudio de sus necesidades y motivaciones. Una de las aproximaciones a este estudio 
es la teoría de la jerarquía de necesidades de Maslow (1943), la cual señala que en toda 
motivación del género humano subyacen necesidades básicas (agua, comida, refugio) 
y otras más complejas (afiliación, reconocimiento), que reflejan la composición de una 
sociedad en una época determinada. Para satisfacer esas necesidades, la humanidad ha 
requerido de energía, concepto que por su ubicuidad pasa desapercibido hasta que una 
falta en su suministro nos recuerda lo íntimamente ligado que se encuentra en la civili-
zación actual. Imaginemos por un momento un día en la vida de las personas cuando 
hipotéticamente se produjese una repentina —y después prolongada— interrupción 
del suministro de combustibles y fluido eléctrico en un país: la seguridad alimentaria 
quedaría comprometida al no poder ser transportados y/o conservados en refrigeración 
diversos productos de consumo, la distribución de agua se detendría al paralizarse las 
máquinas de bombeo, la actividad comercial quedaría suspendida al detenerse el flujo 
de bienes y servicios tanto por la dificultad de su transporte a los puntos de venta como 
por no poder concretar transacciones por medios electrónicos, los servicios de salud se 
verían seriamente afectados al no poder realizar pruebas diagnósticas con aparatos que 
requieren electricidad, habría caos documental debido a la interrupción de los sistemas 
informáticos, los medios de mantenimiento vital dejarían de funcionar, las medicinas 
que requieren refrigeración caducarían. Esto sin contar las afectaciones de todas las ac-
tividades humanas que son altamente dependientes de las tecnologías de la información 
y comunicación. El anterior caso hipotético ilustra la importancia de la energía para la 
satisfacción de las necesidades, tanto las consideradas imprescindibles para el sustento 
humano como aquellas que han sido creadas a tono con la actual sociedad de consumo.  
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Esta búsqueda incesante por satisfacer un creciente y diverso cúmulo de necesidades 
se ha traducido en un progresivo aumento en la actividad comercial entre naciones, 
lo cual, entre otros factores, ha facilitado el flujo e intercambio de ideas y recursos in-
centivando los avances tecnológicos para servirse de distintas fuentes de energía. Por 
ejemplo, la agricultura supuso un avance sin precedentes al redirigir la actividad foto-
sintética de las plantas (que atrapa la energía lumínica y la convierte en energía química 
que luego es aprovechada por los animales). 

Paulatinamente, la incorporación de estas innovaciones a las actividades productivas 
permitieron usar y manipular diversos factores: suelo, agua, plantas, animales, y es preci-
samente esta capacidad de adaptarse, o adaptar el entorno en su beneficio, lo que marca 
la diferencia con otras  especies, de tal suerte que el hallar, controlar y aprovechar la ener-
gía en su favor ha sido la clave para el tránsito de comunidades nómadas y vulnerables 
cuyo sustento no siempre estaba garantizado, a sociedades más complejas y sofisticadas 
que buscan autoprocurarse seguridad y estabilidad (Pimentel y Pimentel, 2007). Resulta 
útil describir la evolución del progreso social en función de la utilización de la energía, 
y  de la superación de los límites relativos a su tipo y disponibilidad en un contexto 
histórico determinado.

Otra de las formas de caracterizar a una sociedad se da precisamente respecto a 
cuán intensamente utiliza recursos energéticos. En este sentido, autores como Cottrell 
(2009) distinguen entre sociedades de baja y alta energía, enfocándose las primeras a la 
producción del sustento en tanto que las segundas se valen de técnicas extractivas para 
el aprovechamiento de los recursos naturales, consiguiendo así lo que el autor denomi-
nó “excedente energético”. Una reflexión sobre esta propuesta es que, de acuerdo con 
el autor, dentro de las sociedades de alta energía se crean unidades sociales (Estado, 
mercado, corporaciones) que enmarcan al individuo en una jerarquía de valores con 
demandas específicas y en ocasiones funcionalmente distintas o contrapuestas a las 
existentes en sociedades de baja energía, donde tanto la forma de producción como 
el uso de energía se centran más en la satisfacción de necesidades básicas antes que, 
en términos de Veblen, al fomento de una cultura que tiende al consumo conspicuo. 

Para efectos de comparación entre ambos tipos de sociedades, las diferencias cuan-
titativas entre ambas pueden ser expresadas de acuerdo con los niveles de consumo 
energético per cápita. Por ejemplo, de acuerdo a un reporte de la Administración de 
Información de Energía estadounidense (eia, 2006), se estima que antes de la utiliza-
ción de combustibles fósiles ninguna sociedad utilizaba más de 26 000 kilocalorías dia-
rias per cápita, las cuales típicamente se destinaban al consumo doméstico alimenticio; 
luego, al principio de las primeras sociedades industriales el consumo se eleva a 70 000 
kilocalorías diarias per cápita y en la década de los setenta la sociedad norteamericana, 
por ejemplo, supera las 230 000 kilocalorías. Estos patrones de alto consumo en las so-
ciedades de alta energía se asocian a la introducción de los hidrocarburos, de hecho, el 
aumento en el consumo energético mundial de los últimos 200 años se relaciona con el 
incremento del uso de los combustibles fósiles (Smill, 2010). Históricamente el punto de 
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inflexión se asocia al inicio de la Revolución Industrial. Durante este periodo, testigo de 
la transformación de sociedades rurales en sociedades urbanas, la amplia disponibilidad de 
dichas fuentes de energía no sólo las hacía parecer inagotables, sino que además podían 
emplearse directamente en su estado natural. El carbón destacó en su momento por 
estas singulares propiedades, y la necesidad de garantizar un abastecimiento de este 
recurso sin interrupción propició la creación mecanismos económicos de cooperación 
entre países, como fue el caso de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero (ceca), 
germen de la actual Unión Europea. A comienzos del siglo xix y en virtud de que los 
primeros yacimientos de petróleo se encontraban a menor profundidad, la explotación 
del petróleo se caracterizó por una alta tasa de retorno energético (tre o eroei por sus 
siglas en inglés), la cual representa el cociente de la cantidad de energía que se libera de 
un proceso en relación con la energía usada directa e indirectamente en dicho proceso 
(Cleveland, 2013), en otras palabras: era más fácil y rentable su extracción.

Con el paso del tiempo dicha tasa ha mostrado un comportamiento de retorno de-
creciente debido en parte a las previsiones de la teoría del pico del petróleo (Hubbert, 
1956), según la cual, por tratarse de un recurso no renovable y por tanto finito, la tasa de 
producción sigue un patrón de curva de campana hasta llegar a un punto de inflexión a 
partir del cual ésta empieza su declive y anticipa lo que algunos han denominado el “fin 
del petróleo barato”, principalmente por la dificultad de encontrar nuevos yacimientos 
y el enorme costo energético asociado para su extracción.  

El consumo energético per cápita también demuestra una diferencia en las tenden-
cias de acuerdo con el nivel de desarrollo de cada sociedad, siendo los países más de-
sarrollados quienes presentan una mayor demanda energética en comparación con los 
países en desarrollo (véase la gráfica IV.1). 

Gráfica IV.1. Consumo energético global per cápita, 1980-2011
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Por ejemplo, se observa una brecha amplia del consumo energético per cápita pro-
medio entre países de África y Norteamérica. Al mismo tiempo los datos también per-
miten inferir una tendencia de incremento en el consumo a partir del año 2005 en 
varias regiones, por ejemplo, Centro, Sudamérica y Oriente medio.

Demandas energéticas futuras y sus repercusiones

De acuerdo con el reporte sobre las demandas futuras globales de energía, International 
Energy Agency (iea), (2013), se estima que los países no pertenecientes a la ocde experi-
mentarán un incremento del 2.2% anual en las próximas tres décadas. Se pasará de un 
54% del consumo mundial energético en el año 2010 a un 65% para el año 2040. Esta 
proyección se basa principalmente en variables como el aumento poblacional y el creci-
miento económico. India, por ejemplo, sumará más del doble de la población estimada 
para el total de países pertenecientes a la ocde entre 2010 y 2040.

Los datos revisados anteriormente dejan entrever la compleja relación entre el uso 
de la energía y el desarrollo de la humanidad. Como caras opuestas de una misma 
moneda, la primera alude al progreso social, materializado en el impulso a la industria-
lización, en la facilitación del comercio y en la creación de productos y servicios para 
atender las necesidades humanas. En este sentido ha sido frecuentemente citada la co-
rrelación entre el índice de desarrollo humano (idh) y la demanda energética per cápita: 
a mayor uso energético per cápita, mayor idh (véase Pasternak, 2000). De acuerdo con 
el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (Pnud), el idh es una estadística 
social que representa la media geométrica de tres parámetros: vida larga y saludable, 
educación y nivel de vida digno en un entorno de respeto a los derechos humanos 
(Pnud, 2011). Se refiere a la cantidad de opciones que tiene un ser humano en su propio 
medio, para ser o hacer lo que él desea ser o hacer: a mayor cantidad de opciones más 
desarrollo humano, y viceversa.

La otra cara de la moneda personifica una seria amenaza para los ecosistemas debi-
do a la contaminación provocada por el uso y la explotación irracionales de los recur-
sos, al menos por lo que implica mantener un sistema y estilo de vida moderna, cuya 
voracidad energética desafía la capacidad de regeneración de la naturaleza. Un dato 
ilustrativo es el relacionado con el incremento de los gases de efecto invernadero: a fi-
nales de 2013 se emitieron 40 000 millones de toneladas de dióxido de carbono, lo cual 
se traduce en un incremento del 2.1% respecto al año anterior y un 61% de incremento 
respecto a los niveles de la década de los noventa. Esta tendencia compromete el con-
senso científico de mantener la temperatura global por debajo de los 2° C para mitigar 
los aspectos más peligrosos del cambio climático (Quéré y otros, 2014).  

La información anterior muestra un panorama mundial actual bastante complejo en 
el que la energía y el desarrollo, indudablemente, forman parte de una misma ecuación 
donde la principal incógnita por resolver es: ¿cómo lograr un equilibrio entre ambas 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/RpTjgt

DR © 2015. 
Universidad Autónoma de Tamaulipas - http://www.uat.edu.mx/



José Juan VillanueVa sierra104

sin comprometer la sustentabilidad del planeta? En este sentido las lucrativas utilidades 
que reporta la explotación de un recurso energético en particular crean y mantienen 
diversos intereses entre distintos actores (unidades) sociales que comparten el beneficio 
de su usufructo, propiciando en cambio el desinterés hacia otros recursos energéticos 
menos redituables, pero acaso más idóneos en términos de sustentabilidad. 

Por otro lado, no hay que soslayar el hecho de que los hidrocarburos tradicional-
mente le han conferido un poder hegemónico a quien detenta su control, de ahí que 
cualquier decisión o circunstancia que provoque su desabasto o abundancia tiene re-
percusiones a nivel global. Un ejemplo demostrativo lo tenemos en la reciente caída del 
precio del petróleo a nivel mundial (Opalín, 2014); mientras que para naciones en desa-
rrollo,  importadoras de crudo, esto representa una ventaja (entre las que se encuentran 
países asiáticos como Hong Kong, Singapur y Taiwán), para países exportadores como 
México esto representa una amenaza para su crecimiento, puesto que al mermar los 
ingresos debido a los bajos precios por barril se ve afectada también la recaudación 
del sector público. Incluso hay especialistas que sugieren que a nivel internacional esto 
obedece a una guerra de precios por parte de la oPeP para marginar del mercado a los 
productores de petróleo no convencional —shale gas— cuya producción ha dotado de 
casi plena autonomía energética a Estados Unidos (Rodríguez, 2014).

No obstante, incluso si hipotéticamente los combustibles fósiles fueran inagotables, 
su explotación al ritmo actual sería inviable en términos de sustentabilidad debido a que 
constituyen la principal fuente antropogénica de gases de invernadero (Bodley, 2012; 
Canadell y otros, 2007; Quéré y otros, 2014). No resulta pues exagerado decir que es-
tamos en el umbral de una nueva fase de la humanidad y su historia ligada al usufructo 
energético. Resulta pues interesante ver un poco más a detalle cómo se inserta México 
en esta tendencia en función de los recursos energéticos que posee.

El gas de lutitas como promesa de desarrollo para México   

Una vez que se consideran algunas de las principales desventajas del petróleo como 
fuente de abastecimiento energético, tales como su escasez futura y los efectos adversos 
al medio ambiente resultado de su explotación, sería lógico suponer a las fuentes alter-
nativas bajas en carbono (hidrógeno, biocombustible, gas natural) como su sensato re-
levo. No obstante, debido a que la industria del petróleo ha destinado ingentes recursos 
financieros y tecnológicos para acceder a hidrocarburos que antes eran de difícil acceso 
o económicamente inviables, los estudios de prospectiva aún señalan al petróleo y al 
gas como la oferta energética principal del futuro (véase la gráfica IV.2). A estas fuentes 
se les suele clasificar como hidrocarburos no convencionales, pero en realidad forman 
parte de un continuum: crudo convencional, petróleo transicional y petróleo no conven-
cional, y su clasificación es determinada por su facilidad de extracción y procesamiento 
(Gordon, 2012). 
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Gráfica IV.2. Consumo energético mundial proyectado por tipo de combustible, 2011-2040
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Fuente: Energy Information Administration, Anual Energy Outlook 2014. Disponible en http://www.eia.gov/
forecasts/aeo/.

Por su parte, la Agencia Internacional de Energía enfatiza la dificultad de encontrar 
una definición exacta sobre lo que es un hidrocarburo no convencional: “las categorías 
de ‘no convencional’ y ‘convencional’ no permanecen fijas en el tiempo, pues en la me-
dida en que cambian las condiciones económicas y tecnológicas los recursos antes con-
siderados no convencionales pueden migrar a la categoría de convencional” (iea, s.f.). 

No obstante, actualmente el Departamento de Energía de Estados Unidos divide 
el petróleo no convencional en cuatro tipos: petróleo pesado, petróleo extra pesado, 
bitumen y petróleo de lutitas (shale oil). Las técnicas de procesamiento de petróleo 
no convencional también extienden el espectro a hidrocarburos no convencionales, 
como gas natural, gas compacto, gas de lutitas, hidratos de metano, entre otros (Gor-
don, 2012).

En específico, las reservas de gas y aceite de lutitas, como parte de estos yacimien-
tos no convencionales, ya han sido identificadas y destacan por su abundancia, como 
puede verse en el mapa IV.1. Con la paulatina reducción de los costos asociados a la 
producción del gas de lutitas, su explotación se torna económicamente más viable y esto 
favorece nuevas condiciones de alcance geopolítico donde países como Estados Unidos 
procuran la seguridad del suministro y un aumento en el índice de autoabastecimiento 
(véase el análisis de Roux en este libro, sobre la influencia de los hidrocarburos no con-
vencionales en la geopolítica energética). De hecho, uno de los efectos más visibles de 
este cambio es el incremento de sus reservas (eia, 2014).
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Mapa IV.1. Cuencas de formaciones de aceite y gas de lutitas

Cuencas valoradas con recursos estimados
Cuencas valoradas con recursos estimados no estimados

Fuente: Energy Information Administration-Advanced Resources International, “World Shale Gas and Shale 
Oil Resource Assessment Technically Recoverable Shale Gas and Shale Oil Resources: An Assessment of  137 
Shale Formations in 41 Countries Outside the United States”, 2013.

El entusiasmo por esta nueva veta energética ha encontrado eco en distintos organismos 
internacionales, como en el Foro Económico Mundial de 2011, que publicó de forma con-
junta con el Cambridge Energy Research Associates (cera) un documento en el que vaticina 
el rol protagónico del gas de lutitas y lo califica como “abundante”, pues calcula que al au-
mentar las reservas de gas no convencional y con el ritmo de producción actual se obtendría 
un abastecimiento aproximado para 250 años y posiciona a Estados Unidos como el caso 
emblemático en la producción de gas no convencional (World Economic Forum, 2011). 

Esta afirmación se corrobora en el reporte prospectivo revisado de la Administración 
de Información de Energía de Estados Unidos, que ubica a ese país como el principal 
productor de gas de lutitas a nivel mundial (eia, 2013b), al mismo tiempo que posiciona 
a México dentro de las 10 primeras naciones con recursos de gas y petróleo de lutitas, 
técnicamente recuperables (García Salazar presenta un análisis más detallado sobre el 
mercado del petróleo en México en este libro). En contraste, de acuerdo con la infor-
mación del gobierno mexicano, la producción de petróleo ha venido declinando a pesar 
del incremento constante en la inversión en exploración y producción (véase la gráfica 
IV.3), y en general, con la infraestructura y condiciones actuales, México se ve imposibi-
litado de llevar a cabo una producción de gas de lutitas que sea económicamente viable. 

Estos obstáculos, entre muchos otros, para mejorar la competitividad nacional e in-
ternacional en materia de hidrocarburos, han conducido al país a una reciente reforma 
energética cuya intención —al menos la enunciada desde las instancias que la han 
impulsado— es permitir una transición a un modelo energético dinámico, cuyo eje 
articulador lo constituye la apertura del sector energético a la iniciativa privada, algo 
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considerado poco más que tabú entre diversos grupos de interés, principalmente por 
los movimientos políticos que defienden la propiedad exclusiva de los hidrocarburos y 
la consideran parte de la identidad y soberanía nacionales.

Gráfica IV.3. Inversión de Pemex vs. producción de petróleo
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Fuente: Pemex, Base de Datos Institucional. Disponible en http://www.pemex.com/acerca/informes_publica-
ciones/Paginas/default.aspx#.VO-MvfmG9ic. 

Si bien García Rivera (en este libro) analiza con rigurosidad los aspectos jurídicos y 
constitucionales principales tras la reforma energética de 2013, merece la pena destacar 
ciertos puntos de dicha reforma con el fin de contextualizar algunos impactos psicoso-
ciales específicos.
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Promovida por el Poder Ejecutivo federal en agosto de 2013 y promulgada oficial-
mente el 20 de diciembre de 2013, la reforma energética comprende un amplio marco 
regulatorio de particular importancia para el sector de los hidrocarburos en el que 
destacan los siguientes puntos:

Cambio de organismos descentralizados

Pemex pasa de ser un organismo paraestatal a ser una empresa productiva del Estado; 
bajo este nuevo régimen su operación se alinea más a los estándares de operación de la 
iniciativa privada cuya operación se sustentará en criterios de eficacia, eficiencia, ho-
nestidad, productividad y transparencia con base en las mejores prácticas de su sector 
respectivo. También se prevé el fin de su monopolio sobre la gasolina, ya que, entre 
otras modificaciones, se prevé la participación de particulares en la comercialización 
de este producto.

Además, se prevé la creación de nuevos entes que regulen a los participantes en el 
mercado de los hidrocarburos, entre los más destacados están la Comisión Nacional 
de Hidrocarburos (cnh), la Comisión Reguladora de Energía (cre), el Fondo Mexicano 
del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo (fMPed), la Agencia Nacional de 
Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, 
entre otros. 

Apertura del sector de los hidrocarburos 

En el análisis jurídico sobre el contenido de la reforma energética, García Rivera (en 
este libro) señala que para el despegue de las actividades de exploración, extracción y 
producción de hidrocarburos, petróleo crudo y gas natural de lutitas, sobre las cuales se 
generaría el desarrollo económico y bienestar colectivo de la nación, el uso de las téc-
nicas de recuperación mejorada son de vital importancia. Debido a los riesgos y a los 
costos que implican esta técnicas y la imposibilidad de ser asumidos en su totalidad 
por la entonces paraestatal Pemex fue necesario en primer término remover los impe-
dimentos legales para la participación de particulares (empresas privadas nacionales o 
extranjeras) en actividades de exploración, extracción y explotación de petróleo y gas, y 
en segundo término, proponer mecanismos y figuras legales para potenciar dichas acti-
vidades entre los actores económicos. En esta línea los contratos que las empresas ce-
lebrarán con el Estado y con Pemex podrán adoptar la forma de licencia, de servi- 
cios y de utilidad o producción compartida, éstos serán asignados a través de licitaciones 
por la cnh. Dicho lo anterior, es importante destacar a qué se refieren las técnicas de recu-
peración mejorada y avanzada. Conocidas por sus siglas en inglés como eor (Enhanced Oil 
Recovery) / ior (Improved Oil Recovery), se refieren al conjunto de métodos que emplean fuen-
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tes externas de energía y/o materiales normalmente no existentes en un yacimiento para 
recuperar el hidrocarburo no convencional. Comúnmente estos métodos se clasifican en 
dos grupos: térmicos (inyección de vapor, agua caliente y combustión) y no térmicos (inyec-
ción de químicos e inyección de gases). De estos dos grupos de métodos, los térmicos son los 
que presentan menor incertidumbre y proporcionan cerca del 70% de la producción mun-
dial. Esta aclaración es relevante, ya que como se explicará a mayor detalle en el siguiente 
apartado, el método de fracturación hidráulica forma parte de las técnicas mejoradas para 
extraer petróleo no convencional  Comisión Nacional de Hidrocarburos (cnh, 2011). 

Ocupación de terrenos

La ocupación de terrenos es uno de los puntos más polémicos de la reforma, pues al 
declararse oficialmente las actividades de exploración y extracción de hidrocarburos de 
interés social y orden público, frente a otras actividades que impliquen el aprovecha-
miento de la superficie y del subsuelo de los terrenos objeto de interés, se crean las con-
diciones que facilitan el acceso de las compañías a las tierras de particulares, bien sea 
mediante negociaciones entre las partes que contemplen el pago de contraprestaciones 
para los afectados, o de no llegarse a un acuerdo, la normativa permite al contratista 
promover ante el Estado la servidumbre legal con la que se obligará vía judicial o admi-
nistrativa al propietario original del suelo a permitir el uso de sus propiedades a quienes 
deseen explotar los recursos energéticos de su terreno. 

¿A qué se debe que esto sea un asunto particularmente sensible? Principalmente a 
que las definiciones o indefiniciones sobre los derechos de propiedad pueden propiciar 
conflictos sociales, especialmente cuando el objeto de posesión —en este caso el subsue-
lo— tiene relevancia económica. Así pues, cualquier intento de extrapolar los resultados 
de Estados Unidos en la industria del petróleo no convencional a países como México 
que proyectan incursionar en la misma industria, carecería de rigor al no considerar este 
aspecto, pues mientras en Estados Unidos el propietario de un terreno también es dueño 
del subsuelo (es decir, una compañía celebra un contrato de arrendamiento lease agree-
ment con un particular), en México la titularidad recae en el Estado y es él, como se ha 
señalado anteriormente, quien establece la normatividad sobre los mecanismos de dis-
tribución de beneficios entre propietarios de tierra y las empresas (Cuervo Portón, 2001). 

La información presentada despierta multitud de inquietudes en torno a las po-
sibles implicaciones psicosociales. En primer lugar, es de suponer que una sociedad 
que basa su estilo de vida primordialmente en satisfacer necesidades infinitas en un 
mundo finito, refleja un sistema de creencias y valores que legitiman ciertas conductas 
no siempre en armonía (en realidad más de las veces contrapuestas) con un sentido de 
desarrollo sustentable y por tanto traduciéndose en comportamientos poco adaptati-
vos. Un hecho bastante llamativo es la respuesta de países desarrollados, como Estados 
Unidos, a los efectos del pico del petróleo: en lugar de optar razonablemente por el 
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desarrollo de las alternativas energéticas que sustituyeran a la declinante disponibilidad 
de combustibles fósiles, se opta por invertir en el aprovechamiento de hidrocarburos no 
convencionales, de los cuales se estima que su óptima producción está condicionada a 
la continua perforación de pozos para prevenir rápidos declives en la producción de 
los yacimientos; esto implica ineludiblemente una incesante actividad de expansión y 
ocupación territorial en cuencas con recursos valorados. 

En segundo lugar, queda claro que la nueva realidad en materia energética que se 
avecina en México, en particular la de los hidrocarburos, no es producto de un decreto 
presidencial ni un acto de generación espontánea y aislada, sino que tiene origen en 
un sistema regido por intereses de gobiernos y corporaciones que mediante su poder e 
influencia ejercen su hegemonía alrededor del mundo, especialmente en países menos 
desarrollados, los cuales normalmente suelen padecer, entre otras cosas, de menores 
capacidades e infraestructura para regular eficazmente los agentes productivos con-
forme a criterios de justicia social. De acuerdo con el Foro Internacional para el De-
sarrollo Social de las Naciones Unidas (onu, 2006), la justicia social puede entenderse 
como “la distribución justa y compasiva de los frutos del crecimiento económico”  
(p. 7); para complementar el término, aclara que si bien la maximización del cre-
cimiento es un imperativo, éste debe encuadrarse en un enfoque de sustentabilidad 
donde la integridad del medio ambiente sea respetada, el uso de recursos no renova-
bles sea racional y que las futuras generaciones disfruten de un planeta hospitalario. 
También enfatiza que, desde la perspectiva de las Naciones Unidas y la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, “el negar la búsqueda de la justicia social en to-
das sus dimensiones, se traduce en una aceptación de facto de un futuro marcado por 
la violencia, represión y caos” (p. 6). Por ejemplo, considerando algunos aspectos de la 
reforma energética podríamos preguntarnos: ¿qué implicaciones tiene la intención re-
gulatoria sobre la ocupación de terrenos al permitir la posibilidad de una “negociación 
forzada” cuando se invoca la figura de servidumbre legal? Evidentemente calificar de 
interés público una actividad para privilegiarla sobre otras es una decisión difícilmente 
justificable bajo el argumento de que el desarrollo energético se traducirá automáti-
camente en crecimiento económico sin antes reconocer que otras actividades pueden 
tener el mismo provecho, o la probabilidad de que una externalidad negativa en el 
medio ambiente derivado de la actividad productiva dé por resultado un crecimiento 
marginal respecto a lo esperado. ¿Qué pasaría, por ejemplo, si al término de la vida 
útil y abandono de un yacimiento las tierras quedan inutilizables? ¿Qué pasa con la 
cadena de valor creada alrededor de la actividad industrial cuando ésta termine?

En el mismo sentido llama la atención la conjetura implícita de que en las negociacio-
nes de las contraprestaciones por el uso de la tierra, el terrateniente resulte beneficiado 
sólo porque existan legalmente estándares porcentuales sobre las ganancias que deben 
pagarle los particulares. ¿Quién puede asegurar que el pago acordado se haya realiza-
do en condiciones justas? Sobre todo considerando la más que probable asimetría de 
capacidades de negociación entre empresas trasnacionales y propietarios de la tierra.
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Por último, resulta inquietante que la actividad petrolera compita contra la agri-
cultura por el uso de tierras, pero sobre todo por el uso del agua, ya que como se verá 
más adelante, las técnicas para la extracción de hidrocarburos no convencionales re-
quieren ingentes cantidades de este recurso. 

Impactos psicosociales de la explotación de hidrocarburos no convencionales 

Algunos precedentes que ilustran el impacto de la industria petrolera en las comuni-
dades donde se asientan sus actividades, principalmente en países en desarrollo, de-
muestran que el balance fue negativo frente a las expectativas iniciales de bonanza y 
desarrollo económico con que iniciaron dichos proyectos. A nivel internacional, uno de 
los casos más emblemáticos por su dramatismo es la región conocida como Delta del 
Níger, zona de especial interés por asentarse en Nigeria, país con la mayor producción 
de petróleo de todo el continente africano y que en la década de 1980 dicha actividad 
le aportaba el 25% de su PiB, tendencia que fue forzando a sus pobladores al paulatino 
abandono de sus actividades agropecuarias tradicionales: cacao, hule, algodón, caca-
huate, etc. A la creciente densidad poblacional le siguió una urbanización progresiva 
pero sin verse acompañada de un crecimiento económico que permitiese la creación 
de empleos, esto condujo a las clases más pauperizadas a degradar el ecosistema para 
conseguir su sustento (Okonta y Douglas, 2003). La contaminación ambiental, produc-
to de los constantes vertidos de petróleo (Calatayud, 2013); ha socavado el derecho de 
las comunidades a la alimentación (Amnistía Internacional, 2009). Como agravante, 
la competencia por la riqueza del petróleo ha desatado la violencia entre grupos étni-
cos, aunque la naturaleza del conflicto es ciertamente multidimensional, teniendo entre 
otros factores pobreza de la región, elevada densidad poblacional y escasez de tierra, 
debilidad de las instituciones y una corrupción generalizada. Particularmente inquie-
tante ha sido la vinculación directa de las compañías petroleras en el agravamiento del 
conflicto armado (Smith, 2011), que prácticamente ha militarizado al país. 

En Latinoamérica en la década de los noventa también ha sido representativo el 
caso de contaminación del lago Agrio en Ecuador, por parte de compañías petroleras 
como Texaco, lo cual provocó un movimiento denominado “Amazonía por la vida”, 
que motivó una demanda en una corte de Nueva York, misma que fue desechada. Para 
1998 la comunidad de Cofán Dureno (ubicada en la provincia de Sucumbíos, Ecua-
dor) logra el cierre definitivo de un pozo petrolero mediante su ocupación y clausura 
(Gavaldá, 2006).

México, debido a su larga tradición de actividad petrolera, ha pasado por distintos 
movimientos sociales, desde el caso emblemático de la expropiación petrolera en 1938 
hasta los movimientos reivindicativos contra la entonces empresa paraestatal Pemex. 
En 1975 el Pacto Ribereño aglutina las inconformidades de campesinos y pescadores 
canalizando reclamos de indemnizaciones debido a diversos daños ambientales provo-
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cados por la paraestatal: contaminación de suelo, agua, daño directo a cultivos, entre 
otros. De entonces a la fecha, las tomas de instalaciones petroleras —conocidas colo-
quialmente como “tapes”— han servido como medios de presión para canalizar distin-
tos reclamos, no siempre exclusivamente relacionados con daños ambientales. 

En 1996 siete campos petroleros fueron cerrados por militantes de un partido de 
izquierda afectando a 72 pozos de extracción activos. En agosto de 2014 en el estado  
de Tabasco concluye un bloqueo de 44 días al acceso a 800 pozos de Pemex que lleva-
ron a cabo pobladores de las mismas localidades que en 1996 se veían afectadas por los 
estragos al medio ambiente causados por la compañía: Jalpa de Méndez y Nacajuca.  
A cambio de la liberación de los pozos, así como de diversos edificios administrativos de 
Pemex, se obtuvo la promesa de pago (Xicoténcatl, 2014) de las afectaciones producidas 
por la explosión de un pozo petrolero ocurrido en 2013 (Xicoténcatl, 2013).

Este breve repaso a los casos mencionados resalta la importancia del contexto social 
para los proyectos de desarrollo energético por cuya ubicación y uso de suelo suponen 
un riesgo de impacto en las comunidades cercanas o altamente expuestas. Ahora bien, 
después de haber situado a México como una de las regiones sobresalientes a nivel 
internacional por sus potenciales reservas de hidrocarburos de lutitas, destaca el estado 
de Tamaulipas, emplazado en la parte noreste del país, precisamente porque de cinco 
provincias geológicas con potencial para producir hidrocarburos de lutitas, una com-
prende gran parte de la zona norte del estado de Tamaulipas, así como regiones de los 
estados de Nuevo León y Coahuila: el Activo Integral Burgos y el Activo de Producción 
Tampico-Misantla (véase el detalle de la distribución geográfica en el mapa IV.2).

La estimación del potencial específico de los yacimientos del Activo Integral de Bur-
gos es de 343 trillones de pies cúbicos de gas (eia, 2013). Este potencial se considera 
técnicamente recuperable, pues a criterio de los expertos falta considerar la disponibili-
dad de tecnología requerida y los recursos hídricos necesarios para su adecuada explo-
tación. No obstante, como se verá más adelante, la factibilidad del usufructo de estos 
recursos no depende en exclusiva de aspectos técnicos, el elemento social tiene también 
un rol muy importante. 

Como parte del proceso de extracción de los yacimientos de hidrocarburos conside-
rados en la actualidad como no convencionales, existe un aspecto con los potenciales 
efectos adversos al medio ambiente, se trata de la técnica denominada fractura hidráu-
lica o fracking. El término es resultado de la contracción de varias palabras anglosajo-
nas: slickwater hydraulic fracturing. El método consiste en “inyectar a gran presión grandes 
cantidades de agua y una combinación de varios químicos que incluyen reductores de 
fricción, biocidas, ácidos y agentes de sostén (por ejemplo arena de sílice) para fractu-
rar formaciones geológicas liberando así petróleo y gas” (Andrews y otros, 2009). En 
los países donde ya se ha puesto en práctica esta técnica, se han juzgado sus efectos en 
función de la información que se ha recopilado y transmitido por los grupos de oposi-
ción que prevén serios problemas ambientales, y por su parte, hay grupos que estando 
a favor de dicha práctica objetan que no se han aportado pruebas concluyentes que la 
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vinculen causalmente con efectos nocivos para el medio ambiente y la salud humana 
(evidentemente la falta de pruebas no es un argumento válido per se).

Mapa IV.2. Cuencas de gas de lutitas en tierra en el noreste de México

Fuente: Energy Information Administration-Advanced Resources International,Technically Recove-
rable Shale Oil and Shale Gas Resources: An Assessment of  137 Shale Formations in 41 Countries 
Outside the United States, 2013. Disponible en http://www.eia.gov/analysis/studies/worldshalegas/. 
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A medida que el tema se ha ido difundiendo en México a raíz de la reforma ener-
gética, el término ha empezado a permear en distintas esferas de influencia: desde 
organizaciones empresariales hasta los medios masivos de comunicación y en el proce-
so de comunicación se suelen socializar expectativas y creencias imprecisas (como ha 
sucedido con el fenómeno del bullying, el cual ha pasado a ser sinónimo de acoso sin 
importar el contexto donde se produzca). Esto por sí mismo deja poco margen para  la  
elaboración de juicios informados. En el mejor de los casos se crean visiones estereoti-
padas sobre un tema que claramente entraña dificultades metodológicas, estadísticas y 
de conocimiento científico, tecnológico, social y económico. 

Debido a su complejidad inherente, resulta primordial que desde el sector público se 
formulen planes y agendas relativas al sector energético donde se integre la previsión 
de aspectos sociales complejos y sensibles. En este sentido cabe señalar que las proyec-
ciones y alcances de un proyecto suelen estructurarse desde enfoques como el análisis 
costo-beneficio (cBa por sus siglas en inglés) para valorar la rentabilidad de una política 
pública determinada en función de que los beneficios de una decisión sobrepasen sus 
costos y por ello se incremente el bienestar, todo esto partiendo desde una perspectiva 
utilitaria (Riegg y Kee, 2010). No obstante, un análisis costo-beneficio que estime las 
consecuencias de decisiones se basaría en información incompleta si no se consideran 
las metas de una sociedad en términos de bienestar económico, equidad social y calidad 
medioambiental (Sinden y Thampapillai, 1995). 

Por otro lado, esta necesidad de analizar y prever con anticipación los efectos a raíz 
de un cambio planeado sobre diversos aspectos de una sociedad ha encontrado su con-
ceptualización y sistematización en herramientas como la evaluación del impacto so-
cial (eis-sia por sus siglas en inglés), el cual tradicionalmente ha sido definido como el 
proceso de valorar o estimar con anticipación los probables impactos que provendrán 
de un proyecto específico de desarrollo (Burdge, 1994), particularmente en el contexto de 
una legislación (de hecho en algunos países es obligatorio elaborar el sia al preparar 
acciones de gobierno). Becker coincide en señalarlo como un proceso de predicción 
sobre las consecuencias futuras de acciones actuales o propuestas sobre distintos actores 
sociales. Ubica en tres tipos de impacto (Becker, 2001): 

a) Valoración del impacto social de proyectos en el nivel micro. Se analizan los 
impactos en las metas y conducta de gran número de individuos (por ejemplo 
un elaborador de políticas de educación superior que se interesa en los efectos 
en las inscripciones a causa del cambio en el sistema de becas).

b) Valoración del impacto social de proyectos en el nivel meso. Se analizan los 
efectos en la conducta de actores colectivos (por ejemplo organizaciones y mo-
vimientos sociales). 
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c) Valoración del impacto social de proyectos en el nivel macro. Se analizan los 
impactos en sistemas sociales macro, tales como políticas y sistemas legales na-
cionales e internacionales. 

Más recientemente, Vanclay actualiza la definición para enfatizar que el enfoque 
debe centrarse en “administrar los aspectos sociales relacionados con las interven-
ciones planeadas; adoptando un enfoque holístico e integrado para la evaluación del 
impacto y subrayando que debe prestarse una mayor atención en el aseguramiento 
de que las metas del desarrollo (beneficios de un proyecto) se cumplan” (Vanclay y 
Esteves, 2011a). A diferencia de la investigación de evaluación, el sia es típicamente 
prospectivo.

Estas bases y definiciones tienen algunos elementos comunes con la aproximación 
conceptual de la evaluación del impacto social, pero también contiene algunas va-
riantes: desde un enfoque pragmático que se limita a la evaluación del cumplimiento 
mínimo de las disposiciones jurídicas de un proyecto, hasta el enfoque que acentúa 
el conocimiento a profundidad de los temas centrales en juego: derechos humanos, 
análisis del conflicto, impacto cultural, sustento, salud, etc. También se cuestiona la 
inclusión de una visión emergente a la cual algunos autores se han referido como 
“retorno social de la inversión”, pues su intención es medir el resultado positivo 
producto de la inversión en proyectos sociales. En resumen: mientras los dos pri-
meros enfoques tradicionales buscan evaluar las consecuencias no intencionales de 
un proyecto de desarrollo, el tercero trata de medir los beneficios y otros resultados 
positivos (Vanclay y Esteves, 2011b).

En tiempos más recientes, los estudios de impacto social de proyectos de rápido des- 
arrollo económico provenientes de la explotación del gas convencional y no conven-
cional se han realizado principalmente en Estados Unidos, aportando información re-
levante sobre la reacción de las comunidades a los cambios que acarrea este tipo de 
actividades en las percepciones públicas, salud mental, indicadores económicos, etc. 
Hasta el momento la evidencia empírica de algunos estudios sugiere que fenómenos 
como la disrupción social suelen asociarse a las etapas de rápido crecimiento econó-
mico, aunque dichos efectos adversos parecen no ser permanentes (Park y Stokowski, 
2009; Smith, y otros, 2001). No obstante, considerando el avance reciente de la con-
ceptualización sobre la evaluación de impacto social, el cual se destaca por adoptar un 
enfoque holístico, parece útil hacer notar algunos aspectos relacionados con el campo 
de la psicología, pues en su definición más amplia el sia incluye elementos estudiados 
regularmente en esta disciplina:

Las consecuencias de un impacto pueden ser también de tipo social y cultural para una 
población humana a partir de cualquier acción pública o privada que altere las formas 
en que la gente vive, trabaja, se divierte, se relaciona entre sí, se organiza para satisfacer 
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sus necesidades y en general a todo aquello a lo que se enfrentan siendo miembros de 
una sociedad. Los impactos culturales involucran cambios a las normas, valores y creen-
cias que guían y racionalizan la cognición de sí mismos y de su sociedad (Impact Interor-
ganizational Committee on Guidelines and Principles for Social Assessment, 1994, p. 5).

Retomando la reflexión sobre las limitaciones de los análisis de costo-beneficio, 
cuando no se incluyen criterios complementarios de impacto social resulta evidente que 
parte del problema puede deberse a la integración de perspectivas un tanto disímiles a 
la parte de la realidad que evalúan —cuanto más subjetivo el indicador, más cualitativa 
su valoración—, especialmente en la dificultad que entraña al hacer explícitos con-
ceptos abstractos, como el malestar psicológico en unidades monetarias tangibles con 
efectos de costo-beneficio de una política pública. Con fines ilustrativos de lo anterior, 
existen algunos proyectos de investigación que han abordado el impacto psicológico de 
eventos como el trágico vertido de crudo de la plataforma Deepwater Horizon en 2010 en 
las comunidades de Florida y Alabama. Dicho estudio observó el efecto de las perso-
nas que directa o indirectamente habían estado expuestas a los efectos del derrame de 
petróleo y que habían sufrido alguna pérdida de ingresos, el malestar psicológico expe-
rimentado, además de sus capacidades de afrontamiento, resiliencia y riesgo percibido. 
Los resultados mostraron que aquellos que sufrieron significativas pérdidas de ingreso 
experimentaron mayor malestar psicológico y menos mecanismos de ajuste (menor re-
siliencia y menor capacidad de afrontamiento) que aquellos con ingresos estables (Gra-
ttan y otros, 2011). 

En relación con propuestas para integrar la perspectiva psicológica en los análisis 
de impacto social en actividades de desarrollo energético, algunos autores (Greig y 
Morrison, 2014) apuntan a trazar esquemas que sirvan para conceptualizar, organizar 
y medir conductas, rasgos y motivaciones interpersonales como el circumplejo inter-
personal, convencionalmente asociado a dos amplios constructos: agencia y comunión 
(Wiggins, 2003). 

La agencia se refiere a un enfoque en sí mismo y comprende características que 
tienen el propósito de conseguir metas personales y manifestar habilidades y logros 
(competencia, dominancia). La comunión por su parte es un constructo con un enfoque 
hacia “los otros” con las características relacionadas a formar y mantener conexiones 
sociales (calidez, moralidad, abnegación). Desde una perspectiva evolutiva, estas dos 
fuerzas definieron los problemas fundamentales de las primeras comunidades humanas, 
puesto que vivir en grupo requiere, por un lado, competir por una posición en una je-
rarquía y, por otro lado, también requiere de la cooperación para la formación de alian-
zas. El desequilibrio entre ambas fuerzas se asocia a un estado de desajuste emocional 
y conductas disfuncionales, de aquí que se proponga a estos grandes constructos como 
ejes representativos sobre lo que es importante para los individuos y las comunidades 
(véase el cuadro IV.1) en materia de indicadores psicológicos en los análisis de impacto.
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Cuadro IV.1. Bienes sociales como componentes de agencia y comunión 

Funcionamiento individual (bienestar,  
autoprotección, percepción de control)

Funcionamiento individual en comunidad  
(contacto, apertura, cooperación)

Familia Funcionamiento de la comunidad como un todo

Salud Grupos sociales: culturales, basados en intereses

Oportunidad para el contacto social deseado Normas sociales

Oportunidades económicas (empleo, trabajo, 
balance de vida) Sentido de lugar (identidad de lugar, apego al lugar)

Oportunidades educativas (educación continua, 
desarrollo profesional, mejora de habilidades) Liderazgo

Tiempo libre (tiempo disponible, recursos,  
infraestructura) Participación en comunidad (inclusión, pertenencia)

Seguridad (crimen, vulnerabilidad, individuos y 
grupos en situaciones de riesgo) Población (retención, inmigración/migración)

Resiliencia
Fuente: J. Greig y M. Morrison, “Social impact assessment for economic decision making: Exploring a psychology 
framework to bridge the divide”. En Simposium Turning up the heat. Sidney, 2014. Disponible en http://socialim-
pact.science.mq.edu.au/files/jenni-greig-and-mark-morrison.pdf.

El esquema presentado resulta interesante en virtud de que agrupa y sistematiza 
aquellas variables que parecen relevantes para conformar indicadores clave y com-
plementar así los estudios de impacto social, sobre todo porque previamente ya se ha 
documentado la relevancia de su aportación al conocimiento. 

En esta línea, uno de los temas que ha despertado un creciente interés en los pro-
yectos de desarrollo energético ha sido abordar los sentimientos de desasosiego ante 
los riesgos medioambientales que puede representar el fracking y las consiguientes res-
puestas de aceptación o rechazo de una sociedad, sobre todo porque tanto la industria 
como el gobierno saben de antemano que deben tomar en cuenta la inquietud de las 
comunidades para saber cómo intervenir a la hora de mediar o aminorar conflictos. 
Para ello, algunos autores han enfatizado la pertinencia de analizar el riesgo de la dis-
rupción psicosocial en función del apego y la identidad con el lugar (Jacquet y Stedman, 
2013; Wester-Herber, 2004). Desde la psicología ambiental, la importancia del estudio 
de dichos conceptos reside en que nos ayudan a comprender los vínculos entre el lugar 
y el individuo. 

El concepto de identidad social se define por la pertenencia percibida a un gru-
po social  relevante y forma parte del autoconcepto (Turner y Oakes, 1986). Para 
Proshansky y otros (1983) esta pertenencia también se puede definir en función del 
lugar que se ocupa dentro de un grupo social, del rol que se desempeña y de acuerdo  
al lugar en que se vive, por tanto la identidad vinculada al lugar sería una subestructura 
de la identidad personal a partir de todo aquello que es característico de un lugar y de 
las relaciones que en él se desarrollan (Wester-Herber, 2004). Siguiendo este razona- 
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miento las personas crean significados de los lugares que habitan desde sus experiencias, 
interpretaciones y construcciones sociales, por tanto, la identidad con el lugar sería una 
mezcla de creencias y cogniciones que las personas van elaborando. Como veremos a 
continuación, dichos significados proyectan características sociales y físicas, pero tam-
bién otras más complejas: cualidades ambientales, cohesión social, seguridad, etcétera. 

Al asumir que el espacio constituye una categoría más que definir la identidad perso-
nal y social, resulta conveniente mencionar un concepto que ilustra mejor esta relación: 
el apego al lugar. Definido como “un vínculo afectivo que las personas establecen con 
un lugar determinado, donde tienden a permanecer y sentirse cómodos y seguros” 
(Hidalgo y Hernández, 2001, p. 274), algunos autores (Scannell y Gifford, 2010) sugie-
ren un carácter multidimensional para este constructo, el cual estaría constituido por 
personas (individuos, grupos), procesos (afectos, cognición, comportamientos) y lugares 
(físico, social). Giuliani también coincide en la naturaleza multidimensional de este con-
cepto pero agrega que, en esencia, se trata de “una necesidad humana fundamental” 
(2003, p. 146). En una revisión del constructo, Lewicka (2011) enfatiza que a pesar de la 
movilidad y los procesos de globalización, el lugar sigue siendo objeto de fuertes lazos, 
por ello cuando las personas desarrollan sentimientos afectivos hacia el lugar donde 
cumplen su ciclo vital, dicho lugar cumple una función esencial en su vida. Por tanto, el 
uso de suelo para actividades de uso energético tendría un efecto potencial en la identi-
dad de las personas; la implicación práctica es que al atentar contra la imagen abstracta 
integral de un lugar se afecta también la identidad colectiva.  

Para precisar el tipo de posibles afectaciones, es conveniente poner de relieve una 
de las más claras y documentadas implicaciones del proceso de extracción: el uso in-
tensivo de agua, pues según algunas estimaciones, cada pozo requiere en promedio de 
entre 7.57 y 15.14 millones de litros de agua (American Petroleum Institute, 2010, p. 5). 
Hasta el momento no se ha difundido qué tipo de agua será destinada para la actividad 
industrial, entre los tipos de agua más frecuentemente utilizados se encuentran: masas 
de agua superficial, suministros de agua municipal, agua subterránea, aguas residuales 
o recicladas de otras fuentes, como las utilizadas previamente en actividades de frac-
king (American Petroleum Institute, 2010, p. 5), o si por el mismo principio de interés 
público el suministro para agricultura y consumo humanos se verán afectados. Como 
resultado del fracking el agua que ha sido tratada con químicos queda severamente con-
taminada y su utilidad se limita a su reciclado en otras perforaciones, en otros casos los 
residuos se vierten en sistemas de drenaje o quedan confinados, pero hasta el momento 
no hay forma cien por cierto fiable de tratarla para reincorporarla al medio ambiente. 
García Salazar (en este libro) discute en detalle acerca de la disponibilidad de recursos 
hídricos en Tamaulipas, tomando en cuenta que la zona norte de México se caracteriza 
por una escasez recurrente de agua.

Sobre los químicos que se añaden al agua, se desconoce su proporción exacta, pues 
varía de acuerdo con las condiciones de cada yacimiento y porque dicha información 
es considerada como secreto industrial de las compañías. Este tema reviste especial in-
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terés debido a la necesidad que surge de comprender mejor los riesgos que el fracking 
tiene para las aguas subterráneas y las aguas superficiales. Cabe señalar que en algunos 
lugares de Estados Unidos donde se ha producido la fracturación hidráulica (casos 
concretos: Bradford County y Susqueanna County en Pennsylvania), existen indicios 
sobre infiltración de gas metano en ríos y en reservas de agua para el consumo humano 
(Agency for Toxic Substances and Disease Registry, 2011; Pennsylvania Department of  
Environmental Protection, 2010). Otros autores (Engelder y otros, 2014) señalan que 
no existe un riesgo de filtración de las aguas residuales a los mantos acuíferos, debido a 
que ciertas propiedades capilares y procesos de difusión-osmosis del subsuelo mantienen 
dichas aguas confinadas en el lugar donde ocurre la fractura hidráulica.

A pesar de los indicios antes citados sobre los impactos potenciales de la explotación 
de yacimientos no convencionales en los recursos hídricos, como señala Perry (2012), 
las evidencias suelen ser rebatidas por las compañías petroleras y sus organizaciones 
comerciales, creando disonancia cognitiva respecto a informaciones contradictorias y 
por tanto influyendo en las actitudes públicas hacia el tema. El resultado de estas bata-
llas mediáticas condiciona posturas de aceptación o rechazo por parte de la comunidad 
receptora de proyectos.

Un ejemplo reciente se dio en el condado californiano de Santa Bárbara en Estados 
Unidos, donde una iniciativa ciudadana denominada “Medida P” sobre la prohibición 
del fracking, fue rechazada en las urnas (Sánchez, 2014). Tanto impulsores como de-
tractores de la medida se vieron inmersos en una confrontación mediática que incluyó 
sendas páginas web, foros públicos y espacios multimedia en internet. Los impulsores de 
la propuesta, principalmente voluntarios, invirtieron 300 000 dólares (Sánchez, 2014) 
en una campaña donde se advertía sobre los efectos negativos para la comunidad: 

La extracción extrema de petróleo genera pocos empleos […] Compite con la agricul-
tura por tierra y agua. Crea una plaga que desalienta al turismo y la tecnología. Puede 
afectar negativamente el valor de las propiedades y granjas adyacentes. Provoca asma y 
otros problemas crónicos de salud, elevando los costos y la saturación de las institucio-
nes de salubridad (Yes on Measure P, 2014).

Resulta irónico que este mismo argumento haya sido empleado por Rex Tillerson 
(ceo de Exxon) al oponerse y luego retractarse de la demanda interpuesta contra la 
instalación de una torre de agua cerca de su vecindario en un suburbio de Bartonville 
(norte de Dallas, Texas) (Knox, 2014; Richter, 2014). 

Los detractores de la medida por su parte desarrollaron una campaña valorada en 
aproximadamente 7 millones de dólares (Hoffman, 2014). Tras la organización se en-
contraban compañías petroleras (Chevron, Exxon) y varios líderes de opinión hispa-
nos. Uno de los principales argumentos en contra de la “Medida P” hacía alusión a la 
probable pérdida de empleos altamente remunerados en la industria del petróleo si se 
suspendía el fracking (“Santa Barbara County Fracking Ban Initiative, Measure P (No-
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vember 2014)”, 2014). Considerando que de acuerdo con el censo de Estados Unidos 
(Census Bureau, 2014) la comunidad hispana representa un 43% de la población total, 
el resultado no parece sorprender si se toma en cuenta el efecto de la influencia social 
informacional.

Sería interesante saber hasta qué punto las dinámicas que influyen en la formación 
de actitudes hacia el fracking en una comunidad culturalmente diversa como el ejemplo 
anteriormente citado, serían extrapolables a las comunidades donde se planea intro-
ducir esta técnica, particularmente en Tamaulipas, entidad federativa que colinda con 
el estado norteamericano de Texas y que cuenta con tres cruces fronterizos importan-
tes: Matamoros, Nuevo Laredo y Reynosa. De acuerdo con algunos reportes (Propin 
y otros, 2005), tanto Matamoros como Reynosa forman parte de los municipios iden-
tificados con un nivel de desarrollo económico muy alto, junto con dos municipios 
del sureste (Altamira y Ciudad Madero). Lo que caracteriza a estos dos municipios es 
que han experimentado un crecimiento demográfico mayor al del resto del estado de 
Tamaulipas en los últimos 30 años, existe ahí una industria manufacturera de expor-
tación así como una importante actividad comercial y turística (Propin y otros, 2005, 
p. 35). En contraste, otros municipios ubicados también en el norte del estado como 
Miguel Alemán, Camargo, Río Bravo y Mier presentan menores niveles de desarro-
llo económico y crecimiento demográfico pero tienen a su favor el estar asentados 
en ricas áreas agrícolas, como es el caso del municipio de San Fernando, el cual no 
obstante que está clasificado dentro de un nivel de bajo desarrollo económico, cuenta 
con grandes extensiones de terreno para la siembra de sorgo forrajero (que a su vez 
sirve de alimento al ganado de otras regiones en México). Un dato interesante que se 
desprende del estudio de Propin es que aun cuando en los municipios del norte existen 
condiciones favorables para fortalecer las actividades del sector primario, la población 
activa se ha ocupado principalmente en labores secundarias de la industria manufac-
turera de exportación y en el mismo sentido han reportado cambios sectoriales lentos 
(Propin y otros, 2005, p. 38).

 La orientación hacia actividades relacionadas con el sector de los hidrocarburos en 
la zona norte de Tamaulipas, a partir de la reforma energética y de la Agenda Ener-
gética de Tamaulipas, parece no estar exenta de vicisitudes si se toman en cuenta las 
características sociodemográficas del estado, los marcados contrastes en los niveles de 
desarrollo económico de sus municipios (casi la mitad de los municipios de Tamaulipas 
se asocian a niveles de desarrollo económico bajo o muy bajo), la formación y compe-
tencias laborales de su fuerza de trabajo, entre otros factores. En este sentido es muy 
útil el trabajo de Ortiz en este libro, pues analiza a detalle varios de los elementos men-
cionados, y en función de los datos más representativos desarrolla algunas perspectivas 
sobre las posibilidades de inserción de la población local en los ciclos de la derrama 
económica prevista en los proyectos de desarrollo energético gubernamentales. 

Resulta hasta cierto punto complicado pronosticar en qué sentido pueden presen-
tarse conductas de aceptación o rechazo por parte de la sociedad en relación con la 
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adopción de nuevos esquemas productivos, en este caso con el cambio de uso del suelo 
para el aprovechamiento energético de hidrocarburos con tecnologías que de entrada 
representan un riesgo ambiental y en zonas donde históricamente han existido cambios 
sectoriales lentos. No obstante, la comprensión de ciertos rasgos distintivos o dimensio-
nes culturales anticiparían conocer las posturas a favor o en contra de la actividad del 
fracking. En el ámbito científico no han sido pocos quienes han orientado sus esfuerzos 
en comprender si la cultura condiciona diferencialmente la conducta, por ello mientras 
hay autores (Hofstede y otros, 2010) que identifican a países más individualistas y con 
menor distancia con el poder que México, como es el caso de Estados Unidos, otros 
autores (Flores y Díaz, 2008) coinciden en identificar normas y principios sociocultu-
rales relativamente estables, caracterizando a la sociedad mexicana en una tendencia 
a mostrar abnegación o ser menos asertiva y con mayor distancia con el poder. De 
acuerdo con Hofstede, una mayor distancia con el poder es indicativo de una sociedad 
jerarquizada: las personas ocupan un lugar en un contexto y no se requiere de mayor 
justificación. Un mayor individualismo indica que las personas consideran que deben 
velar por sí mismas y por su familia únicamente, la autoimagen se define más en térmi-
nos de “Yo” que de “Nosotros”.

Por ello, mientras que en Estados Unidos se dan las condiciones para que los movi-
mientos de oposición se aglutinen bajo el eslogan niMBy (acrónimo del anglicismo Not In 
My Back Yard —no en mi patio trasero—, término que describe a los residentes que en 
otras circunstancias apoyarían un proyecto, pero al cual se oponen enfáticamente si éste 
se ubica en un lugar próximo a su residencia, Schively, 2007), en México la tendencia a 
la aceptación tácita de la jerarquización de la autoridad, aunado a la percepción sobre 
las escasas probabilidades de influir en decisiones públicas fuera de los representantes 
públicos elegidos (Aranda, 2014; González, 2014), podría minar la capacidad de ejercer 
acciones autoafirmativas, al menos no dentro de los cauces legales previstos para ello, 
pues tampoco queda claro en qué momento la oposición social debe catalogarse como 
una transgresión al orden establecido. En todo caso, no hay que perder de vista que el 
control de la información y por tanto la formación de actitudes hacia diversos temas de 
interés social, paulatinamente ha dejado de ser monopolio exclusivo de los medios de 
comunicación masiva. En este sentido la tecnología ha facilitado a distintos sectores de 
la sociedad generar, legitimar y difundir la información que considera relevante para 
encauzar más efectivamente sus inconformidades y protestas.

Por último, merece la pena destacar que en vista de las interrogantes que circuns-
criben a la explotación de hidrocarburos no convencionales, existirán conceptos más 
susceptibles de abordarlos y contrastarlos empíricamente por la importancia que revis-
ten. Tal es el caso de la resiliencia, concepto que en la última década ha sido el objeto 
de interés de diversas disciplinas. Su principio subyacente radica en nuestra natural 
incapacidad de evitar que nos pasen cosas malas, pues se entiende que durante la vida 
estamos expuestos a un sinnúmero de sucesos traumáticos: desde la pérdida de un ser 
querido hasta el menoscabo del patrimonio a causa de desastres naturales. No obstante, 
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a pesar de que la exposición a un evento potencialmente traumático derive en síntomas 
traumáticos transitorios (dificultad para dormir), la mayor parte de las personas se re-
cuperan de los efectos adversos en un tiempo relativamente corto (Shalev, 2002). Este 
mecanismo de recuperación e incluso de extraer un beneficio, es lo que caracteriza a 
la resiliencia, término que en el habla cotidiana es representado con la frase “lo que 
no te destruye, te hace más fuerte”. Formalmente desde la psicología, la resiliencia se 
concibe como una adaptación positiva después de una situación estresante o adversa 
(Lopez y Snyder, 2011) e incluye dos aspectos relevantes: resistir un suceso y rehacerse 
después del mismo (Bonanno y otros, 2002). De forma errónea suele asumirse que 
frente a un evento traumático las personas resilientes no experimentan emociones o 
pensamientos negativos o que siempre muestran optimismo en todas las situaciones, la 
diferencia es que al usar métodos efectivos de afrontamiento pueden sortear mejor las 
crisis manteniendo un equilibrio sin tener que pasar por periodos de disfuncionalidad 
o que afecte en su rendimiento o vida cotidiana. Estas características han motivado 
diversas investigaciones sobre el rol de la resiliencia frente a desastres; en particular 
algunas evidencias empíricas han destacado la importancia de factores demográficos y 
recursos como edad, género, raza/origen étnico, educación, apoyo, social, entre otros, 
en la determinación de la prevalencia de la resiliencia (Bonanno y otros, 2007).

También existen orientaciones conceptuales que conciben la resiliencia social en fun-
ción de entidades sociales (sean éstas individuos, organizaciones o comunidades) y sus 
capacidades para tolerar, absorber, afrontar y ajustarse frente a amenazas medioam-
bientales y sociales de varios tipos (Keck y Sakdapolrak, 2013, p. 8). Ante la disyuntiva 
de una eventual disrupción social a causa de proyectos de desarrollo energético, la resi-
liencia sería el mecanismo natural que permitiría evaluar la capacidad de recuperación 
y regreso al equilibrio social. 

Conclusiones

La reforma energética recientemente aprobada en México ha supuesto un vuelco de la 
atención nacional e internacional desde diversos sectores: económico, político, acadé-
mico, jurídico, sociedad civil, entre otros, pues representa un parteaguas en materia de 
política pública de hidrocarburos. Uno de los grandes cambios se refiere a la aplicación 
de mecanismos de privatización y desregulación en el sector, que ahora permiten la 
participación de la iniciativa privada en las actividades de la cadena productiva de los 
hidrocarburos, restringiendo así la posición monopólica de la otrora empresa paraesta-
tal Pemex. Esto por sí solo representó una afrenta paradigmática para algunos sectores 
de la sociedad que históricamente concebían la propiedad emblemática del petróleo 
como parte de la identidad nacional.

Sin soslayar el sentido simbólico del debate, creemos en primer lugar que el derro-
tero de las discusiones debe centrarse en analizar la conveniencia de un proyecto de 
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desarrollo provisto de ineludible incertidumbre, en primer término por lo que supone 
la volatilidad del mercado de los hidrocarburos para un país considerado tradicional-
mente como exportador de petróleo, y cuyas finanzas públicas aún dependen significa-
tivamente de los ingresos por este rubro. Máxime si se considera que la factibilidad de 
aprovechar los yacimientos de hidrocarburos no convencionales en México se ve condi-
cionada a que el costo de su operación no sea mayor al que suponen otros sucedáneos 
energéticos (incluyendo al petróleo convencional).  

En segundo término, al encauzar la estrategia de desarrollo y crecimiento económi-
co en un sector económico distinto al que han favorecido las condiciones geográficas y 
demográficas en Tamaulipas, resalta la importancia de aplicar metodologías de análisis 
como en el impacto social, ya que en comparación con otras fuentes de abastecimiento 
energético el cambio del uso de suelo y las circunstancias que rodean a las técnicas 
de explotación de yacimientos actualmente considerados como no convencionales se 
relacionan con elementos vitales y cercanos a la sociedad tales como disponibilidad de 
agua y conservación del medio ambiente. De igual manera y en congruencia con las 
tendencias de investigación actuales, ha quedado manifiesta la necesidad de ampliar los 
alcances explicativos de los estudios de impacto social al integrar variables psicosociales, 
pues al ser indicadores menos susceptibles de hacerse visibles en análisis de costo-be-
neficio derivados de un proyecto de desarrollo económico, suelen quedar excluidos de 
las prospecciones. Por ello resultan interesantes algunas primeras aproximaciones al 
integrar en un marco referencial determinados constructos que aluden a la conciliación 
entre enfoques contrapuestos: hacia uno mismo y hacia los demás, el equilibrio entre 
ambos se traduce en una sociedad funcional y de bienestar. El análisis de literatura 
escrita sobre el tema parece converger en sugerir líneas futuras de investigación, como 
el estudio de las conductas de aceptación o rechazo de proyectos de desarrollo basados 
en la identidad y apego al lugar y sobre todo respecto a profundizar sobre el concepto 
de resiliencia comunitaria, pues esto ayudaría a comprender mejor el sentido de riesgo 
y vulnerabilidad frente a incidentes.

Por tratarse de una primera aproximación a un tema tan complejo y cambiante que 
puede abordarse desde distintas perspectivas, se pueden acusar limitaciones evidentes 
respecto a la amplitud y profundidad con que deben tratarse varios de los conceptos 
revisados, así como a la escasez de estudios empíricos relacionados con el tema en Ta-
maulipas con los cuales poder contrastar información. En subsecuentes aproximaciones 
al fenómeno, estas limitaciones tendrán que ser tomadas en cuenta.
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V. exPloración de los iMPactos sociales de la extracción 
de gas y aceite de lutitas en taMauliPas 

Ruth Roux

Introducción

Hasta 2013, la industria mexicana de los hidrocarburos era explotada por el Estado. 
Ocupaba el tercer lugar mundial en producción diaria y el cuarto lugar en rentabilidad 
(eia, 2014). En ese año el gobierno mexicano puso en marcha una reforma energética 
que abrió el sector a la inversión privada y extranjera. La reforma consistió en modifi-
car 12 leyes y agregar nueve leyes a la Constitución. Entre las nuevas leyes está la Ley de 
Hidrocarburos, que hace referencia a la obligación de la Secretaría de Energía (Sener), 
la Secretaría de Gobernación (Segob) y otras dependencias y entidades competentes, a 
realizar estudios de impacto social antes de dar una asignación o de publicar una convo-
catoria para la licitación de un contrato de exploración o extracción de hidrocarburos. 
Evaluar los impactos sociales es examinar las consecuencias, intencionales o no, de la 
actividad extractiva en las personas, con el fin de contribuir a que su medio biofísico 
y humano sea más sustentable y equitativo (Becker y Vanclay, 2003). La exigencia de 
evaluar el impacto social de la extracción de hidrocarburos es especialmente relevante 
en el caso del gas y aceite de lutitas, por el interés reciente en extraerlo en varios estados 
del país y por los resultados negativos de la técnica para extraerlo, según lo reportan 
numerosos estudios realizados en Estados Unidos. En México el estudio de los impactos 
sociales de la actividad extractiva es incipiente. Este capítulo presenta un primer acer-
camiento a ese tipo de investigación en Tamaulipas, el estado del noreste de México en 
donde se encuentran pozos de aceite y gas de lutitas. En la primera parte del capítulo se 
examina el papel de los estudios de impacto social a partir de la Ley de Hidrocarburos. 
En la segunda sección se explica la diferencia entre los cambios sociales y los impactos 
sociales, relacionados con la actividad extractiva. En la tercera parte se describen los 
resultados de algunos estudios realizados en Estados Unidos. sobre los cambios e im-
pactos sociales de la técnica de fracturación hidráulica para extraer gas o aceite de lutitas. 
Por último, se presentan los impactos sociales previstos en la Agenda Energética de 
Tamaulipas y las características sociodemográficas de Tamaulipas, en particular las  
de Burgos y Cruillas, como inicio de la exploración de los impactos sociales potenciales.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/RpTjgt

DR © 2015. 
Universidad Autónoma de Tamaulipas - http://www.uat.edu.mx/



Ruth Roux130

Reforma energética e impactos sociales de la extracción de hidrocarburos

Para poner en marcha la reforma energética se expidieron nueve leyes y se reformularon 
12 leyes constitucionales. Las adiciones y cambios en la Constitución se establecieron 
de acuerdo con cuatro objetivos: 1) mejorar la economía de las familias; 2) aumentar la 
inversión y los empleos; 3) dar libertad de decisión y modernizar Petróleos Mexicanos 
(Pemex) y la Comisión Federal de Electricidad (cfe), y 4) reforzar la rectoría del Estado 
como propietario del petróleo y el gas, y como regulador de la industria petrolera (Pre-
sidencia de la República, 2013, p. 2). 

Una de las leyes que se agregaron a la Constitución fue la Ley de Hidrocarburos 
que, en el artículo 119 del capítulo V, indica que la Sener, la Segob y otras dependen-
cias y entidades competentes deben realizar estudios de impacto social antes de otor-
gar una asignación o de publicar una convocatoria para la licitación de un contrato 
de exploración o extracción de hidrocarburos. Los resultados de los estudios se deben 
proporcionar al asignatario y a los participantes del proceso de licitación, siguiendo las 
disposiciones en materia de transparencia, acceso a la información pública y protección 
de datos personales. El mismo capítulo de la Constitución señala que en los casos en 
los que estén involucrados grupos sociales en situación de vulnerabilidad, la Sener debe 
informar de ello a los asignatarios y contratistas, para salvaguardar sus derechos.

Además, en el artículo 121 de la Ley de Hidrocarburos se establece que tanto los in-
teresados en obtener un permiso o autorización para desarrollar proyectos de hidrocar-
buros, como los asignatarios y contratistas, deben presentar a la Sener una evaluación 
que contenga la identificación, caracterización, predicción y valoración de los impactos 
sociales que puedan derivarse de las actividades relacionadas con los proyectos; así como 
las medidas de mitigación y los planes de gestión social correspondientes. La Sener emi-
tirá la resolución y las recomendaciones que correspondan en el plazo y los términos 
que señale el reglamento de esa ley. La resolución debe ser presentada por los asignata-
rios o permisionarios para poder recibir la autorización de otro estudio: el de impacto 
ambiental. En las leyes secundarias también se plantea que la Sener y la Segob deben 
estudiar el impacto social de los proyectos para establecer, en las bases o en los contratos, 
la obligación de los contratistas o asignatarios de dar apoyos a las comunidades.

Los impactos sociales son las consecuencias de la actividad extractiva en las pobla-
ciones humanas, que alteran su forma de vivir, trabajar, realizar actividades recreativas, 
relacionarse y organizarse. Incluyen los impactos culturales, es decir, los cambios en las 
normas, valores y creencias que orientan lo que las personas conocen de ellos mismos 
y su sociedad (Burdge y Vanclay, 1996). Evaluar el impacto social es analizar y admi-
nistrar los cambios que se producen, intencionales o no, en el ambiente humano para 
volverlo más sostenible y equitativo (Vanclay, 2002).

Con la Ley de Hidrocarburos, la evaluación de los impactos sociales adquiere un 
papel decisivo porque sus resultados determinan tanto la autorización de contratos de 
exploración y extracción, como el tipo de protección o compensación que recibirán los 
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grupos sociales que sean afectados por la actividad energética. Generalmente, quienes 
toman las decisiones y las autoridades legislativas no evalúan las posibilidades de daños 
o pérdidas, en parte porque no tienen los conocimientos y las capacidades para hacerlo, 
y en parte porque estos efectos no son fácilmente identificables y cuantificables. Sin em-
bargo, al no anticipar los posibles impactos, no se pueden tomar las mejores decisiones 
ni implementar medidas para aumentar los beneficios y evitar o reducir al máximo los 
daños. Con la recientemente aprobada Ley de Hidrocarburos, los estudios de impacto 
social son instrumentos con validez científica orientados a que la ciudadanía sea respeta-
da en sus derechos, y en su caso, indemnizada por los daños o perjuicios ocasionados por 
las actividades de exploración o extracción. Los principios internacionales de evaluación 
de impactos sociales (Vanclay, 2006) señalan que ésta no solamente debe minimizar las 
pérdidas, sino que además debe procurar implementar las estrategias necesarias para 
que la actividad extractiva logre los mayores beneficios para los grupos sociales.

Los estudios de impacto social se originaron en Estados Unidos a fines de la década 
de los sesenta del siglo pasado, como parte de la Ley Nacional de Política Ambiental. 
Esa ley se aprobó para predecir y evaluar anticipadamente las consecuencias negativas 
de los proyectos de desarrollo económico. Los acuerdos y leyes ambientales poco a poco 
se fueron adoptando en otros países, y con ellos, la práctica de evaluar los impactos 
sociales. Más tarde, las empresas privadas, los gobiernos y las comunidades fueron rea-
lizando estudios para evaluar también los impactos positivos. Poco a poco los estudios 
de impacto social se fueron constituyendo como un área de aplicación de las ciencias 
sociales y se fueron creando asociaciones y revistas especializadas en impacto social.

Especialistas principalmente de Estados Unidos, los Países Bajos y Australia desa-
rrollaron una serie de principios para estandarizar las prácticas de evaluación a nivel 
global. Los principios indican que los especialistas en impactos sociales deben respe-
tar los derechos humanos, promover la equidad y la democracia, reconocer y valorar 
la diversidad cultural, tomar decisiones en forma justa, imparcial y transparente, fo-
mentar proyectos de desarrollo que sean ampliamente aceptados por los miembros de 
las poblaciones involucradas, considerar opiniones distintas de los expertos, enfocar el 
desarrollo hacia resultados positivos como la construcción de capacidad, el empodera-
miento y la realización del potencial humano y social, e incluir las dimensiones sociales 
y humanas en los términos “entorno” y “medio ambiente” (Vanclay, 2003).

Esta práctica surgió en Estados Unidos, lo que ha determinado que en la mayoría 
de los estudios publicados los objetivos se limiten a proteger los derechos de propiedad 
privada. En México las necesidades se encuentran en el ámbito del crecimiento econó-
mico y el desarrollo social. La distribución de los impactos es desigual en los diferen-
tes grupos sociales. Los grupos vulnerables experimentan la mayor carga de impactos 
negativos, por lo que su bienestar debe ser prioridad. De ahí que, además de evitar o 
mitigar los impactos negativos, los objetivos de los estudios de impacto social deben 
apuntar a maximizar la utilidad y el desarrollo social. El incremento en el bienestar de 
la población debe reconocerse explícitamente como la meta principal.
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Realizar estudios de impacto social en México implica comprometerse con la sustenta-
bilidad y mantener una ética que procure la rendición de cuentas, la justicia, la equidad 
y la defensa de los derechos humanos. El rol del evaluador es ir más allá de la predicción 
de los impactos adversos, es empoderar a la población más vulnerable por la falta de em-
pleo, servicios públicos y calidad de vida. Esta condición la padecen mujeres, jóvenes, 
adultos mayores y otros miembros de la sociedad, tradicionalmente excluidos. Para ello 
se requieren recursos, tiempo y atención al desarrollo de capacidades comunitarias y al 
diseño de estrategias para reducir la pobreza. De otra manera, los impactos negativos 
que pudiera tener la extracción de hidrocarburos empeorarían los ancestrales impactos 
negativos del desarrollo desigual.

Actualmente las evaluaciones de impacto social las realiza el Consejo Nacional de 
Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval). La función del Coneval es medir 
los efectos que un programa social puede tener sobre su población beneficiaria y conocer 
si dichos efectos son en realidad atribuibles a la intervención a través del programa. Este 
organismo se enfoca en generar información sobre la efectividad de los programas socia-
les a los cuales se destina un presupuesto público Diario Oficial de la Federación (dof, 24 de 
agosto de 2005). Sin embargo, el Coneval no tiene dentro de sus funciones la evaluación 
de los impactos sociales producidos por la exploración y explotación de hidrocarburos.

Petróleos Mexicanos (Pemex) realiza informes anuales de actividades en los que se men-
ciona que la empresa realiza evaluaciones de impacto social para contar con información 
sobre la relación que se genera entre sus proyectos y las comunidades en las que opera. El 
informe de 2013 señala que el fin de los estudios de impacto es salvaguardar el bienestar y 
el desarrollo de las localidades,  garantizar la viabilidad y rentabilidad social de los proyec-
tos, y reducir los riesgos de inversión (Pemex, 2013). El informe también menciona que se 
realizan evaluaciones de impacto social para identificar, caracterizar, predecir y valorar los 
efectos de las actividades. Sin embargo, ni en los informes de los años 2012, 2013 y 2014, 
ni en la página electrónica de la empresa se pudo obtener información sobre las metodolo-
gías empleadas o los resultados de las evaluaciones de impacto social que se han realizado.

Lo anterior no significa que Pemex no implemente mecanismos de responsabilidad 
social para estar en armonía con las comunidades. Cada año hace donaciones y destina 
fondos a obras de infraestructura y/o mantenimiento. Por ejemplo, en 2013 destinó do-
nativos por 135 millones de pesos al gobierno estatal de Matamoros, Méndez, Reynosa 
y Río Bravo, Tamaulipas. En ese mismo estado también realizó obras de infraestructura 
y mantenimiento en los municipios de Camargo, Díaz Ordaz, Miguel Alemán, Reyno-
sa, Río Bravo, San Fernando —acondicionamiento de la Casa de la Cultura y el Centro 
Cívico, rehabilitación de escuelas, puentes, parques, calles, canchas de futbol y drenaje, 
entre otros—, sin embargo, poco se sabe de los impactos que esas acciones tienen en las 
necesidades de largo plazo de la población. 

La evaluación de los impactos sociales de la extracción de hidrocarburos tendría que 
ser una combinación de investigación social y acción política, con un enfoque mucho 
más amplio que el estadounidense y el que actualmente se conoce en México. Para ello 
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se requiere incrementar las capacidades organizacionales y comunitarias de las poblacio-
nes de estudio, y fomentar que sus miembros se vuelvan gestores de su propio desarrollo. 
Las capacidades organizacionales, como la habilidad de planear, gestionar, evaluar y 
aprender de las experiencias; adaptarse continuamente a los cambios; deliberar y con-
certar, son capacidades clave en la evitación y mitigación de las consecuencias negativas 
de la extracción de hidrocarburos. Otras capacidades necesarias para aprovechar los 
impactos positivos de la actividad extractiva son las de colaboración, liderazgo y parti-
cipación en la vida cívica. Desarrollar estas capacidades comunitarias podría contribuir 
a que la actividad extractiva redujera la pobreza, fortaleciera la democracia y mejorara 
la cohesión social de las localidades donde se encuentran los pozos de hidrocarburos.

Por otra parte, la expansión y el poder de las empresas privadas y trasnacionales en 
el sector energético mexicano podría contribuir al deterioro biofísico y social, y afectar 
los derechos humanos de las poblaciones aledañas a los yacimientos, especialmente los 
derechos económicos, sociales y culturales Comisión Nacional de Derechos Humanos 
(cndh, 2012, p. 11). Entre esos derechos se encuentran el derecho al trabajo, a un nivel 
de vida adecuado, un nivel más alto posible de salud, a participar en la vida cultural y a 
gozar del progreso científico. De ahí que la evaluación de los impactos sociales de la extrac-
ción de hidrocarburos deba incorporar la valoración y administración de problemáticas 
relacionadas con los derechos humanos. Quienes realizan las evaluaciones, independien-
temente de la disciplina de su especialidad, deben basar sus acciones en los derechos 
humanos internacionalmente reconocidos y darlos a conocer a todos los involucrados 
en el sector. Existe un marco de referencia internacional que clarifica las responsabilida-
des de las empresas y los gobiernos en relación con los daños causados por las acciones 
de las empresas, sean transnacionales o no, independientemente de su tamaño, sector, 
ubicación, propietarios y estructura. Por ejemplo, en los “Principios rectores sobre las 
empresas y los derechos humanos” se establece:

Los Estados deben proteger contra las violaciones de los derechos humanos cometidas 
en su territorio y/o su jurisdicción por terceros, incluidas las empresas. A tal efecto 
deben adoptar las medidas apropiadas para prevenir, investigar, castigar y reparar esos 
abusos mediante políticas adecuadas, actividades de reglamentación y sometimiento a 
la justicia (onu, 2011, p. 3).

A las empresas también se les exige que, en el marco de sus funciones y procesos 
internos, analicen las consecuencias negativas de sus actividades y tomen las medidas 
oportunas para prevenir y mitigar los impactos negativos en los derechos humanos de 
todos los involucrados. Los principios rectores sobre las empresas y los derechos huma-
nos exigen que las primeras:

a) Eviten que sus propias actividades provoquen o contribuyan a provocar consecuencias 
negativas sobre los derechos humanos y hagan frente a esas consecuencias cuando se 
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produzcan; y b) Traten de prevenir o mitigar las consecuencias negativas sobre los de-
rechos humanos directamente relacionadas con operaciones, productos o servicios pres-
tados por sus relaciones comerciales, incluso cuando no hayan contribuido a generarlos 
(onu, 2011, p. 17).

Incluir la perspectiva de los derechos humanos es especialmente relevante en el con-
texto mexicano, en donde los marcos de gobernanza son débiles, los niveles de co-
rrupción son altos, la conciencia sobre los derechos humanos es baja, y el activismo 
de la sociedad civil está limitado por el Estado. En estas circunstancias la mayoría de 
la población no conoce sus derechos y mucho menos enmarca sus problemáticas en el 
lenguaje de los derechos humanos. 

La evaluación de los impactos sociales está adquiriendo cierta autoridad global por 
su estrecha relación con las políticas de organismos internacionales como la Organiza-
ción de las Naciones Unidas, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe, 
y el Banco Mundial. Esto da pauta para que los trabajos sobre impactos sociales de la 
actividad extractiva de los hidrocarburos en México apoyen la Agenda para el desarrollo 
después del 2015 (onu).

Procesos de cambio e impacto social

En la práctica es difícil examinar todas las dimensiones del impacto social de la extrac-
ción de hidrocarburos. Cualquiera que sea la dimensión a analizar se requiere distin-
guir la diferencia entre los procesos de cambio social y los procesos de impacto social   (Van 
Schooten y otros, 2003). Los procesos de cambio social son los que se generan con la 
actividad extractiva, como los de tipo demográfico, económico, geográfico y sociocul-
tural, entre otros (véase el cuadro V.1). Por ejemplo, un cambio social es la migración 
hacia las localidades en donde se extraen hidrocarburos debido a la elevada cantidad y 
diversidad de trabajadores requerida.

Cuadro V.1. Procesos de cambio social

Procesos demográficos Procesos económicos Procesos geográficos

• Nacimientos
• Muertes
• Reubicaciones
• Desplazamientos
• Migración interna
• Migración externa
• Emigración

• Empleo formal
• Conversión y diversificación  

de actividades económicas
• Empobrecimiento
• Inflación
• Devaluación
• Concentración de actividad 

económica
• Globalización económica

• Conversión y diversificación  
de uso de suelos

• Expansión urbana
• Urbanización
• Gentrificación
• Accesibilidad
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Cuadro V.1. Procesos de cambio social (continuación)

Procesos demográficos Procesos económicos Procesos geográficos

• Globalización institucional  
y centralización

• Decentralización
• Privatización

• Democratización
• Marginalización y exclusión
• Desarrollo de capacidades

• Globalización social
• Segregación
• Desintegración social
• Diferenciación cultural
• Conductas antisociales

Fuente: Van Schooten, M., F. Vanclay y R. Slootwe, “Conceptualizing social change processes and social im-
pacts”, The international handbook of  social impact assessment, Inglaterra: Edward Elgar Publishing, 2003.

En contraste, el impacto social es lo que experimentan, física o cognitivamente, los 
individuos, las familias, las organizaciones sociales, las instituciones, las comunidades o 
la sociedad en su conjunto (véase el cuadro V.2). Por ejemplo, el incremento poblacional 
por la inmigración de quienes desean incorporarse a la fuerza de trabajo en una deter-
minada localidad no es en sí mismo un impacto sino un cambio social. Sin embargo, 
del incremento en la población pueden resultar impactos sociales como la pérdida de la 
cohesión social, incertidumbre, fluctuación en el valor de la propiedad y escasez de 
vivienda. Administrados apropiadamente, los cambios demográficos pueden no crear 
impactos. Los impactos causados dependerán de las características y de la historia de la 
población, y de la manera en que se implementen medidas de mitigación.

En términos generales, los procesos de cambio social pueden impactar positiva o 
negativamente, y pueden ser intencionales o no, dependiendo de las condiciones de la 
localidad de estudio, del tipo de actividad extractiva y de las acciones realizadas por 
organismos públicos o privados. Por ejemplo, la migración de trabajadores puede tener 
un impacto positivo o negativo en la adecuación de la infraestructura de servicios pú-
blicos. Asimismo, la migración puede tener un impacto positivo o negativo en el sentido 
de pertenencia y equidad que experimentan los individuos.

Los impactos sociales pueden ser directos, cuando resultan de los procesos de cambio 
social, o indirectos, cuando afectan las funciones que tiene el ambiente para las per-
sonas. Por ejemplo, si la extracción de gas o aceite de lutitas causa contaminación del 
agua, se reducirán las actividades agrícolas, lo que a su vez resultará en una reducción 
del ingreso, un impacto social indirecto.

Explicar los procesos de impacto social en este esquema de variables evita que se 
midan solamente los impactos negativos, o solamente los impactos no intencionales. El 
desafío es anticipar las posibles consecuencias de los cambios sociales que resulten de la 
actividad extractiva, tener una visión de las medidas para evitar o mitigar los posibles 
impactos negativos y apoyar a los individuos y comunidades para que comprendan los 
cambios sociales asociados a la extracción de hidrocarburos y participen en el desarro-
llo de su localidad.
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Cuadro V.2. Procesos de impacto social

Salud y bienestar social Habitabilidad

• Pérdida de personas
• Muerte en la comunidad
• Nutrición
• Salud física y fertilidad
• Salud percibida
• Salud mental
• Aspiraciones
• Autonomía
• Estigmatización
• Sentimientos con relación con la actividad extractiva

• Calidad de ambiente (real y percibido)
• Oportunidades e instalaciones recreativas y de ocio
• Comodidad y valor estético de los servicios  

públicos y calidad estética del ambiente
• Disponibilidad de vivienda, calidad física de la vivien-

da (real y percibida)
• Calidad social de la vivienda
• Adecuación de la infraestructura física de los servicios
• Adecuación y acceso a la infraestructura social
• Seguridad personal y exposición a riesgos (real  

y percibida)
• Crimen y violencia (real y percibida)

Impactos económicos y de bienestar material Impactos culturales

• Carga de trabajo
• Nivel de vivienda
• Prosperidad económica y resiliencia
• Ingreso
• Valor de la propiedad
• Empleo
• Remplazo del costo de las funciones medioambientales
• Dependencia económica
• Carga de la deuda pública

• Cambio en los valores culturales
• Agravio cultural
• Integridad cultural
• Marginación cultural
• Profanación cultural
• Pérdida de la lengua local
• Herencia natural y cultural

Impactos a la familia y a la comunidad Impactos institucionales, legales, políticos y de equidad

• Alteraciones a la estructura familiar
• Obligaciones hacia ancestros y otros  

miembros de la familia
• Violencia familiar
• Redes sociales
• Identificación y vínculos comunitarios
• Cohesión social (real y percibida)
• Diferenciación y desigualdad social
• Tensión y violencia social

• Funcionamiento 
• Integridad del gobierno y agencias gubernamentales
• Derechos legales y de tenencia
• Subsidariedad
• Derechos humanos
• Participación en la toma de desiciones
• Acceso a procedimientos y asesoría legal
• Equidad de impacto

Relaciones de género

• Integridad física de las mujeres
• Autonomía personal de las mujeres
• División del trabajo productivo en función del género
• División del trabajo doméstico en función del género
• División del trabajo reproductivo
• Control y acceso a los recursos en función del género
• Emancipación política de las mujeres

Fuente: Van Schooten, M., F. Vanclay y R. Slootwe, “Conceptualizing social change processes and social impacts”, 
The international handbook of  social impact assessment, Inglaterra: Edward Elgar Publishing, 2003.
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Los procesos de evaluación del impacto social pasan por varias etapas (Arce Gómez, 
Donovan y Bedggood, 2015; Taylor, Goodrich, Fitzgerald y McClintock, 2003): 1) se 
investiga en fuentes secundarias sobre la zona geográfica, límites municipales, proble-
máticas, variables y personas clave en la localidad para estructurar un diagnóstico o 
estudio de línea base; 2) se obtiene información de fuentes primarias sobre el modo de 
vida, rasgos socioculturales, características de salud, bienes y propiedades, temores y 
aspiraciones de la población, y los aspectos ambientales, políticos, comerciales y econó-
micos de la localidad para complementar el diagnóstico o estudio de línea base; 3) se 
estiman las amplitudes de los impactos probables y las posibles respuestas de la pobla-
ción; 4) se buscan opciones para reducir o eliminar impactos negativos; 5) se minimizan 
o reducen los impactos negativos, o se busca la compensación de las partes afectadas 
(que puede ser en efectivo, empleo, reubicación o cualquier otra opción que se estime 
que sea del mismo “valor” que el daño causado); 6) se diseña un sistema que permita 
dar seguimiento a los impactos sociales (debe incluir una lista de impactos sociales por 
orden de prioridad, las formas de monitoreo y frecuencia del monitoreo, los responsa-
bles del monitoreo, e indicadores de desempeño que midan el impacto social en forma 
efectiva e informativa), y por último, 7) se reportan los resultados para que todos los 
involucrados tengan conocimiento de los impactos, así como de los planes, acuerdos y 
acciones que se hayan llevado a cabo durante el proceso de evaluación. 

Cambios e impactos sociales de la extracción de gas y aceite de lutitas

El gas y el aceite de lutitas (también llamados de esquisto o shale) son hidrocarburos atra-
pados en rocas a profundidades de 1 000 a 5 000 metros. México concentra casi el 6 % 
del potencial de ese energético en el mundo, con 681 billones de pies cúbicos (aie, 211); 
ocupa el cuarto lugar a nivel mundial después de China, Estados Unidos y Argentina. 
El volumen de lutitas es equivalente a 60.2 mil millones de barriles de volumen de pe-
tróleo crudo. El 53% es aceite y el 47% gas. En el estado de Tamaulipas, el gas y aceite 
de lutitas se encuentran en las cuencas Tampico-Misantla y Burgos, al sur y al norte del 
estado, respectivamente.

En la Estrategia Nacional de Energía 2013-2027 se reconoce que extraer el gas 
y el aceite de lutitas ocasiona impactos ambientales (Sener, 2013 p. 6). La técni-
ca que se emplea —fracturación hidráulica— requiere de grandes cantidades de 
agua, una cimentación especial y el uso de químicos nocivos. La región del norte 
de México es árida, por lo que el manejo del agua es crítico. Sin embargo, cuando 
alude a los impactos sociales, la estrategia se enfoca principalmente en los de tipo 
económico y de bienestar social; poco se abordan otros posibles impactos sociales 
(v. gr. en la familia, la comunidad, los derechos humanos, los valores) que la extrac-
ción de gas o aceite de lutitas pudiera ocasionar en las poblaciones que habitan 
cerca o trabajarán en los pozos.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/RpTjgt

DR © 2015. 
Universidad Autónoma de Tamaulipas - http://www.uat.edu.mx/



Ruth Roux138

Para revisar la investigación reciente relacionada con los cambios e impactos sociales 
relacionados con la extracción de gas y aceite de lutitas se realizó una búsqueda en las 
bases de datos Web of  Science de Thompson Reuters, Wiley Interscience y eBsco, de 
2009 a 2015. Se emplearon las palabras clave: “fracturación hidráulica”, “gas shale”, 
“gas no convencional”, “gas natural” y “fracking”. No se obtuvieron documentos en 
español dado que tanto la actividad extractiva mediante la técnica de fracturación 
hidráulica, como los estudios sobre sus consecuencias en los grupos sociales, se han 
llevado a cabo principalmente en países de habla inglesa (Estados Unidos, Canadá y 
Australia). Se realizó una segunda búsqueda de información con las mismas palabras 
clave pero en inglés: “hydraulic fracturing”, “shale gas”, “unconventional gas”, “na-
tural gas” y “fracking”. Se obtuvieron un total de 58 artículos, de los cuales se elimi-
naron los estudios geológicos, y los que se enfocan exclusivamente en los impactos 
ambientales y económicos. Resultaron un total de 23 estudios que incluían el tema 
de la dimensión social de la extracción de gas de lutitas.

En cuanto a los procesos de cambio social, la investigación ha estado centrada en 
los efectos que produce el repentino crecimiento en las ciudades, a las que se de-
nominan boom towns (ciudades boom o ciudades prósperas). Estas localidades son 
susceptibles a las fluctuaciones demográficas y económicas durante los ciclos de ex-
tracción (Brown y otros, 2005). Se ha encontrado que están sujetas a ciclos de auge 
y decadencia (Galston y Baehler, 1995) determinados por factores tan diversos como 
la demanda del hidrocarburo, las características y los precios de los abastecimientos 
necesarios para su extracción, los cambios tecnológicos, la organización social del 
proceso de extracción, y las fuerzas políticas globales y locales, entre otros (Bunker 
y Ciccantell, 2005). 

Estudios longitudinales realizados en las ciudades prósperas en los años ochenta del 
siglo pasado (Freudenburg, 1982a, 1991; Thompson y Blevins, 1986) muestran que, en 
los tiempos de desarrollo energético repentino, las actitudes de los residentes pasan por 
cuatro etapas: 1) entusiasmo (etapa inicial en la que expresan expectativas positivas);  
2) incertidumbre (etapa en la que notan que sus expectativas no se cumplen y que ocu-
rren cambios inesperados); 3) pánico (etapa en la que se dan cuenta de la magnitud de 
los impactos inesperados en su comunidad; y 4) adaptación (los cambios se perciben 
como permanentes). 

En estudios más recientes se ha encontrado que las ciudades de rápida expansión 
por la extracción de gas de lutitas entran en un ciclo auge-decadencia-recuperación. En 
este ciclo la satisfacción, el apego y la integración social de los residentes puede declinar 
antes de que el crecimiento llegue a su punto más alto (Brown y otros, 2005). A través 
de múltiples indicadores basados en experiencias y opiniones de los habitantes sobre su 
comunidad, los estudios revelan que se da una intensa recuperación en los residentes 
25 años después del auge energético (Smith y otros, 2001). Durante la etapa de recu-
peración, los residentes crean nuevas interpretaciones sobre su territorio y el desarrollo 
energético, formando nuevas relaciones con sus comunidades. 
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Los estudios realizados en las ciudades boom se han enfocado principalmente en los 
impactos negativos y a partir de eso se desarrolló el modelo de alteración social. Este mo-
delo explica que el acelerado crecimiento poblacional asociado al desarrollo industrial 
puede cambiar los patrones de interacción al interior de las comunidades, reducir la 
cohesión comunitaria y la calidad de vida de las personas, y afectar su salud física y 
mental. Todo ello puede conducir a un incremento de problemas sociales como el abu-
so de sustancias, el crimen y la desorganización generalizada (Albrecht, 1978; England 
y Albrecht, 1984; Freudenberg y Jones, 1991). Esto, a su vez, aumenta las tensiones en 
los servicios públicos y baja el nivel de vida de algunos sectores. Los impactos sociales 
se experimentan en forma diferenciada dependiendo de la clase social, el género, la 
edad, el tiempo de residencia en el lugar y el grado de beneficio directo del desarrollo 
energético (Forsyth y otros, 2007; Hunter y otros, 2002). 

Otros procesos de impacto social, como los de impacto económico y bienestar material, 
han encontrado que la industria energética incrementa las oportunidades de empleo 
para miles de personas (Jacquet, 2009), principalmente hombres. Es una industria 
que demanda una gran cantidad de fuerza de trabajo que no puede ser atendida 
solamente por los trabajadores locales. En poco tiempo se da una inmigración de 
trabajadores a la zona del desarrollo energético que requieren habilidades diversas 
y disciplina rigurosa (Jacquet, 2011). El número de empleados depende de la velo-
cidad y la escala de perforación. Sin embargo, las actividades de extracción pue-
den detenerse repentinamente, por lo que el beneficio del empleo es a corto plazo 
(Marchand, 2012). En un periodo aproximado de 20 años después del inicio de la 
extracción de gas y aceite de lutitas, los niveles de vida pueden caer por debajo de 
los niveles que había antes de que llegara la industria. A largo plazo, lo que estas 
comunidades experimentan es desempleo, pobreza, desigualdad, crimen y bajo logro 
educativo (Stedman y otros, 2012).

También se han examinado los beneficios económicos y los retos a nivel municipal. 
Por ejemplo, Lendel (2014) reportó que en Ohio, de 33 pozos activos en el año 2011, se 
incrementaron a 737 en 2013.  En un año el empleo en la industria relacionada con los 
hidrocarburos se incrementó en 17.7% y las ventas en un 14%. Se requirieron un pro-
medio de 400 trabajadores para 150 ocupaciones distintas para construir y mantener 
un solo pozo. Se sobresaturó la infraestructura y los recursos municipales. El movimien-
to de equipo para el  abastecimiento de los pozos requería del tráfico pesado y continuo 
en las calles. Se volvieron escasos los espacios para vivienda, oficinas y negocios. Se 
complicó el abastecimiento de agua, drenaje, telecomunicaciones y electricidad.

Otros estudios que examinan los impactos en la salud y el bienestar social revelan que los 
millones de galones del líquido —consistente de agua, arena y químicos— utilizados 
en el proceso de fracturación hidráulica vuelven a salir a la superficie con otras sustan-
cias toxicas, incluyendo metales pesados, materiales radiactivos y compuestos orgánicos 
volátiles como el benceno, que es cancerígeno (Muehlenback y otros, 2013; Nicot y 
Scanlon, 2012). En las operaciones necesarias para extraer el gas o aceite de lutitas se 
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emplean alrededor de 625 sustancias químicas que a largo plazo pueden afectar los 
ojos y la piel, así como los sistemas gastrointestinal, endocrino, nervioso, inmunoló-
gico y cardiovascular, además de causar mutaciones (Colborn y otros, 2011). En un 
estudio realizado en el estado de Colorado se encontró que las posibilidades de en-
fermar de cáncer son de 10 en un millón para los residentes que viven por lo menos 
a media milla de distancia de los pozos, y de seis en un millón para quienes viven a 
más de media milla de los pozos de gas de lutitas (McKenzie y otros, 2012). Además, 
cuando el metano y otras sustancias que se producen en la extracción de estos hidro-
carburos interactúan con la luz del sol, se produce ozono troposférico, un irritante 
respiratorio muy peligroso que incrementa el riesgo de morbilidad y mortalidad (Je-
rrett y otros, 2009). 

Este breve recuento de algunos estudios relacionados con la extracción de gas de luti-
tas en los países en los que el fenómeno se vivió antes que en México, permiten conocer 
algunos de los cambios e impactos sociales en las poblaciones que trabajan o viven cerca 
de los yacimientos. Tanto en Estados Unidos como en otros países, la extracción me-
diante fracturación hidráulica no en todos los casos tiene aceptación (Gradijan, 2012) 
o “licencia social” (término surgido en Canadá durante los años noveta, en el contexto 
de la actividad minera, Thompson, 2011, con el paso del tiempo se ha ido aplicando a 
otras actividades económicas; se refiere a la búsqueda y consolidación de la aceptación 
social de las actividades que lleva a cabo una empresa. Pemex, por ejemplo, tiene un 
plan estratégico orientado a revertir los efectos negativos de sus procesos productivos, 
mitigarlos o compensarlos, así como a generar proyectos de desarrollo comunitario, 
Pemex, 2013). Algunas compañías que emplearon esa técnica en los estados de Texas, 
Colorado y Pensilvania fueron sancionadas por violaciones a la protección del am-
biente y la propiedad. Otros estados, como Maryland, declararon una moratoria para 
posponer el desarrollo del gas natural. En el estado de Vermont se prohibió el proceso 
completamente, aun cuando el estado no tiene depósitos importantes. A nivel interna-
cional, Francia y Bulgaria han prohibido el uso de la técnica de fracturación hidráulica, 
mientras que en el Reino Unido, Sudáfrica y Polonia buscan otras formas de extraer el 
recurso. Estas políticas reflejan que algunas legislaturas temen las posibles consecuen-
cias negativas y prefieren posponer la creación de regulaciones, hasta que mejoren las 
tecnologías de extracción de gas y aceite de lutitas.

La Agenda Energética de Tamaulipas y la extracción de gas y aceite de lutitas

En México, el gobierno federal, a través de la Estrategia Nacional de Energía 2013- 
2027, asigna la responsabilidad de definir los instrumentos de política pública relacio-
nada con los energéticos a las entidades, agencias, institutos, empresas públicas, orga-
nismos, unidades administrativas y autoridades especializadas, a nivel federal, estatal y 
municipal. A través de la estrategia, las entidades del país deben garantizar
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la inclusión social de la población a los beneficios que derivan del uso de la energía, la sus-
tentabilidad a largo plazo del sector, y la mitigación de los impactos negativos que la 
producción y el consumo de energéticos puedan tener sobre la salud y el medio ambiente, 
incluyendo la reducción de emisiones de gases de efecto invernadero (Sener, 2013, p. 2).

En Tamaulipas, el gobierno estatal creó la Agencia Estatal de Energía, que instru-
menta la Agenda Energética de Tamaulipas. La agenda no hace referencia a los estudios 
de impacto social. Sin embargo, se propone prever acciones y asegurar que las inver-
siones que se realicen en el sector respeten criterios de sustentabilidad e incrementen la 
calidad de vida en el estado. Para ese fin, define seis ejes de trabajo para el gobierno, 
académicos, empresarios, especialistas y sociedad civil. Los ejes son: 1) capital humano, 
investigación y desarrollo; 2) desarrollo empresarial y promoción de la inversión; 3) in-
fraestructura estratégica; 4) ordenamiento territorial y sustentabilidad; 5) protección ci-
vil y administración de riesgos, y 6) integración comunitaria y cohesión social (Gobierno 
de Tamaulipas, s.f.). En lo que respecta al eje 6, la agenda propone: a) generar esquemas 
de desarrollo comunitario que impulsen a los tamaulipecos a organizarse y participar en 
la toma de decisiones relacionadas con la planeación y el desarrollo de sus comunidades, 
y b) realizar estudios del impacto sociodemográfico derivado de la actividad energética.

En Tamaulipas, como a nivel nacional y global, hay grandes expectativas de que la 
extracción de hidrocarburos contribuya al desarrollo local, regional y nacional. Para 
lograrlo, a nivel local se puede recurrir a estructuras y procesos como los programas 
de inversión social, estrategias de mitigación de impactos, formación de asociaciones 
multisectoriales, programas de desarrollo de capacidades comunitarias, mecanismos 
de desarrollo de fondos y establecimiento de acuerdos formales e interinstitucionales. 
Cada uno de estos esquemas se desarrolla en una secuencia de etapas que involucran 
circunstancias específicas. Por ejemplo, los acuerdos formales requieren que: 1) se nego-
cie el acuerdo entre representantes de la sociedad civil, la empresa, el gobierno y otros 
representantes; 2) se formalice mediante un documento escrito, que puede o no tener 
forma legal; 3) se articule la intención de crear obligaciones mutuas entre las partes, 
sean o no ejecutorias, y 4) se incluyan disposiciones con objetivos más amplios de desa-
rrollo, y no solamente de compensación financiera. 

Las regiones con actividad energética se convierten en importantes polos en los que 
se concentra población y actividades económicas. El crecimiento demográfico que se 
produce puede generar pobreza, porque con el crecimiento poblacional las condiciones 
de vida se estrechan y a menudo se vuelven insalubres. Se ponen a prueba los recursos 
de salud, alimentos y agua, y se puede dañar el medio ambiente, por ejemplo a través 
de la deforestación para la construcción de vivienda para quienes fueron atraídos por 
la actividad extractiva para la obtención de empleo. De ahí la importancia de una pla-
neación estratégica del desarrollo que se base en un diagnóstico de la situación inicial.

En Tamaulipas, en 2010 la población alcanzó 3 334 664 habitantes, lo que corres-
ponde al 2.9 % del total nacional. El grupo de 15 a 64 años concentró el 65.4 % de la 
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población. La tasa de crecimiento promedio anual fue mayor en Reynosa (4.8), Nuevo 
Laredo (3.57), Matamoros (3.29), Méndez (3.08), Miguel Alemán (1.9), Cruillas (1.66) 
y Valle Hermoso (1.34). Los municipios en los que se observó la menor tasa de creci-
miento anual fueron San Carlos (-0.83), Gustavo Díaz Ordaz (-0.86), Villagrán (-1.02) 
y Burgos (-2.06). Estos datos se muestran en la gráfica V.1. 

Gráfica V.1. Municipios en el norte de Tamaulipas con mayor y menor tasa de crecimiento  
promedio anual en el periodo 1990-2000
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Fuente: inegi, Perfil sociodemográfico Tamaulipas, Censo General de población y vivienda, 2000.

La tasa de crecimiento de población toma en cuenta otros factores, como la migra-
ción. La tasa de migración neta interestatal (Banco Mundial, 2015; Organización de las 
Naciones Unidas, 2011) en Tamaulipas ha descendido, como lo muestra la gráfica V.2

El desplazamiento de las personas de un lugar a otro con el propósito de establecer 
una nueva residencia obedece, generalmente, al interés por alcanzar un mejor nivel 
de bienestar. El estudio de los movimientos migratorios, abordado desde el lugar de 
nacimiento y lugar de residencia en los cinco años previos, permite entender algunos de los 
cambios sociales que se dan en los lugares de origen y destino de los migrantes, en un 
periodo determinado.  La gráfica V.3 muestra la distribución porcentual de la población 
inmigrante de Tamaulipas de acuerdo con su lugar de origen para los años 1990 y 2000. 

De acuerdo con las proyecciones del Consejo Nacional de Población (Conapo, 
2010), la población de Tamaulipas aumentará en las décadas futuras. Alcanzará 
en 2020 un volumen de 3 735 589 personas con una tasa de crecimiento de 0.98 % 
anual. En 2030 llegará a 4 069 115 habitantes con un ritmo de crecimiento menor a 
0.73 % anual. 
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Gráfica V.2. Migración neta interestatal en Tamaulipas
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Fuente: Consejo Nacional de Población, Proyecciones de la Población, 2014. Disponible en http://www.cona-
po.gob.mx/en/CONAPO/Proyecciones

Gráfica V.3. Distribución porcentual de la población inmigrante en Tamaulipas  
según lugar de nacimiento, 1999-2000
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Fuente: inegi, Perfil sociodemográfico Tamaulipas, Censo General de población y vivienda, 2000.
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Gráfica V.4. Población de Tamaulipas a mitad de año
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Fuente: Consejo Nacional de Población, Proyecciones de la Población, 2014. Disponible en http://www.cona-
po.gob.mx/en/CONAPO/Proyecciones

Al momento de escribir este capítulo, se encontró información contradictoria sobre 
la cantidad de pozos de gas de lutitas en el estado de Tamaulipas. Por un lado, Pemex 
reportaba que se habían perforado un total de 22 pozos en el Activo Integral Burgos 
(que incluye los estados de Coahuila, Nuevo León y Tamaulipas) y se proyectaba ex-
plorar 29 pozos más en el período 2015-2019 (Pemex, 2014). Específicamente en el 
estado de Tamaulipas, se reportaba que había dos pozos de lutitas en el municipio 
de Burgos (Nuncio 1 y Céfiro 1) y cuatro en el municipio de Cruillas (Anélido 1 y 2, 
Serbal 1 y Mosquete 1). Sin embargo, de acuerdo a la información solicitada por Lla-
no (2015) a Pemex a través de solicitud de información pública con número de folio 
1857500000714, a partir de 2003 se habían perforado 100 pozos en el estado, 17 de 
ellos en Burgos y 12 en Cruillas, Tamaulipas. Por ser las localidades con mayor cantidad 
de pozos de lutitas después de Reynosa, se seleccionaron para un análisis más profundo.

Burgos y Cruillas son localidades rurales de clima semiseco y precipitación media 
anual de 700 mm. Su vegetación se compone de mezquite, uña de gato, huizache, 
nopal, lechugilla, maguey y otras cactáceas que solamente pueden ser aprovechadas 
por el ganado caprino, debido a las fuertes pendientes y a la obstrucción superficial. El 
pastoreo extensivo de las cabras ha erosionado algunas partes de la sierra. Los suelos y 
la escasez de agua resultan inadecuados para otro tipo de ganado, además de que los 
pobladores no cuentan con recursos para introducir otras especies.  En las partes altas 
sobresalen encinos, robles y pinos, especies que debido a las pobres condiciones del 
suelo son de baja calidad.
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A fin de contar con datos de base que permitan prever los cambios que ocurrirán 
conforme los proyectos de extracción de gas y aceite de lutitas se vayan implementando, 
a continuación se describen las características sociodemográficas de ambos municipios.

A. Burgos

El municipio de Burgos limita al norte con el municipio de Méndez y el estado de 
Nuevo León; al sur con los municipios de Méndez, San Carlos, Cruillas y San Nicolás; 
al este con Méndez, San Fernando y Cruillas, y al oeste con el estado de Nuevo León. 
Tiene una superficie de 224 162 hectáreas. Los recursos hidrológicos del municipio son 
el río Conchos y arroyos de caudal permanente como el Burgos y Mojarras, que nacen 
en la Sierra de San Carlos y la Sierra Madre Oriental.

Burgos tiene cinco ejidos (16 145 hectáreas); áreas destinadas al uso común (8 212 
hectáreas); parcelas (7 814 hectáreas), y el centro de población (119 hectáreas). Las lo-
calidades con mayor población son Burgos (1 404); Lázaro Cárdenas, también llamado 
Rancho Nuevo (392), y Cándido Aguilar (314). El 40.15% de los habitantes del muni-
cipio vive en centros de población con menos de 100 habitantes.

De acuerdo con datos del inegi, Burgos tenía en 2010 una población total de 4 589; 
representando el 0.1% de la población de la entidad. La mitad de la población tenía 
32 años o menos. Por cada 100 personas en edad productiva (15 a 64 años) había 59 
en edad de dependencia (menores de 15 años o mayores de 64 años). De la población 
de 15 años o más en Burgos, el 79% tenía educación básica; el 8.1% educación media 
superior; el 3.1% educación superior; el 0.3% tenía carrera técnica o comercial con 
primaria terminada, y el 9.5% no tenía ninguna instrucción o no la especificó 

El principal origen de la población de Burgos es la propia entidad con un 89%. La 
principal entidad originaria de la población inmigrante es Nuevo León, con 63.27%. De 
cada 100 personas de 12 años y más, 43 participan en las actividades económicas; de cada 
100 de estas personas, 96 tienen alguna ocupación. El 64.74% se dedica a la agricultura 
y la ganadería, el 7.93% se dedica a la construcción, y el 10.20% se dedica al comercio y 
los servicios. De la población mayor de 12 años no económicamente activa, el 65.4% 
se dedica a los quehaceres del hogar; el 18.6% son estudiantes; el 10.5% son personas 
dedicadas a actividades no económicas; el 4.8% tiene una limitación física o mental que 
le impide trabajar, y el 7%  jubilados o pensionados. De cada 100 personas de 12 años y 
más, 59 son casadas y 5 viven en unión libre.

El total de viviendas particulares habitadas en 2010 era 1 360; con una ocupación 
promedio de 3.4 personas por vivienda. De esas viviendas, el 96.2% tenía servicio sani-
tario; el 93.3% electricidad; el 44.3% drenaje, y el 44.3% agua entubada en el interior. 
La vivienda predominante es en un 59.84% de muros de tabique o similar, con techos 
de lámina de asbesto o metálicas en un 67.72% y pisos de firme de cemento en un 
81.46%. El 28.8% tenía teléfono; el 9.9% teléfono celular; el 9.6% computadora, y  
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el 4.5% internet. Aun cuando la religión más frecuente era la católica (62.9%), también 
había pentecostales, evangélicos y cristianos (27%). De acuerdo con los indicadores de 
cohesión social del Coneval (2010), Burgos es considerado de alta cohesión social.

Los recursos hidrológicos del municipio se componen del río Conchos y arroyos 
de caudal permanente como el Burgos y Mojarras, que nacen en la Sierra de San 
Carlos y la Sierra Madre Oriental. En Burgos se siembra maíz, frijol, sorgo y soya. 
La ganadería es extensiva en agostaderos naturales; se crían cabras, ganado bovino 
de razas cebú y criolla. El principal atractivo es la cacería. En épocas de cosecha de 
sorgo hay gran cantidad de paloma ala blanca y en el invierno se caza venado cola 
blanca. También hay jabalí, puma, guajolote salvaje y oso. 

Como patrimonio inmaterial, los habitantes de Burgos tienen la celebración a 
Nuestra Señora de Loreto el 30 de agosto de cada año. La virgen es paseada en proce-
sión por todo el pueblo y llevada a la casa del anfitrión de la fiesta para cantar, rezar, 
comer y beber. En Navidad, la iglesia, que data de 1792, se decora con piñatas. Otros 
elementos del patrimonio histórico y cultural de Burgos son el edificio de la Asocia-
ción Ganadera, construido a finales del siglo xViii; la Santa Cruz, que es un montículo 
de piedras volcánicas, ubicado cerca del centro donde se efectúan ritos católicos; las 
pinturas rupestres en el Cañón de Santa Olaya; el parque recreativo en la cascada Los 
Chorros, y el cerro El Concorvado. Hay tres restaurantes, dos casas de huéspedes, 
refaccionarias, talleres mecánicos y una gasolinera.

No existen datos disponibles sobre la tasa de migración neta en Burgos, pero los ba-
jos índices de crecimiento poblacional reflejan una importante migración. Se observa 
también una disminución en la tasa de natalidad y un ligero predominio de la pobla-
ción masculina, principalmente en los grupos quinquenales de edad más recientes. De 
continuar las tendencias, el municipio podría debilitarse. Para que el municipio esté 
en condiciones de aprovechar los impactos sociales positivos de la extracción de hidro-
carburos, es necesario que se fortalezcan las localidades del municipio y se procure su 
integración a otros municipios.  

B. Cruillas

Cruillas es una localidad más pequeña que Burgos. Tiene una extensión territorial de 
161 840 hectáreas. Se localiza en la porción central del estado. Limita al norte y al este 
con el municipio de San Fernando; al sur con los de Jiménez y Abasolo, y al oeste con 
San Nicolás. Del oeste del municipio bajan varios arroyos que enriquecen el caudal del 
río Conchos; los más importantes son El Mimbres y Las Chorreadas.

El municipio de Cruillas tiene 10 ejidos (33 952 hectáreas); áreas de uso común 
(25 532 hectáreas); parcelas (8 230 hectáreas), y el centro de población (190 hectáreas). 
Los ejidos son Cruillas, Dr. Norberto Treviño Zapata, el Barranco, la Ranchería, el 
Brasil, el Carmen, el Milagro, el Patado, Soledad de los Pérez, San Isidro y Palo Blanco. 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/RpTjgt

DR © 2015. 
Universidad Autónoma de Tamaulipas - http://www.uat.edu.mx/



147Exploración dE los impactos socialEs dE la Extracción dE gas y acEitE dE lutitas

El uso del suelo es eminentemente forestal, agrícola y ganadero. En lo que respecta a la 
tenencia de la tierra, el régimen de pequeña propiedad ocupa el primer lugar, seguido 
por el ejidal. 

Las localidades con mayor población son Cruillas (759), el Barranco (273) y la Unión 
(199). Cuenta, entre sus actividades económicas relevantes, con una zona de agricul-
tura temporalera, una zona ganadera y actividades cinegéticas de interés regional. En 
la agricultura predominan el maíz, sorgo y frijol. También se explotan colmenas para 
extraer miel. Se cría ganado caprino, porcino y bovino. A diferencia de Burgos, Cruillas 
cuenta con minería de plomo y plata.

En 2010 Cruillas tenía una población total de 2 011 personas, representando el 0.1% 
de la población de Tamaulipas. Al igual que en Burgos, la mitad de la población tenía 32 
años o menos. La población económicamente activa en el municipio era del 27% de la 
población total; la población ocupada era el 98.25% de la población activa. El 67.68% se 
dedicaba al sector primario; el 7.42% al sector secundario, y el 24.90% al sector terciario. 
En cuanto a la situación en el trabajo de la población económicamente activa, el 29.68% 
era empleado; el 31.26% trabajaba por su cuenta, y el 22.85% era jornalero. En cuanto al 
nivel de ingresos, el 37.15% percibía entre uno y dos salarios mínimos (el salario mínimo 
en 2015 para la zona B a la que corresponde el municipio de Cruillas es de 66.45 pesos). 

Por otra parte, de cada 100 personas de 12 años y más, 57 no participaban en acti-
vidades económicas. De la población de 12 años y más no económicamente activa, el 
62.5% se dedica a los quehaceres del hogar; el 21% son estudiantes; el 10% se dedi-
can a otras actividades no económicas; el 5.5% tiene alguna limitación física o mental 
permanente que le impide trabajar, y el 0.7% es jubilado o pensionado. Por cada 100 
personas en edad productiva (15 a 64 años), hay 61 en edad de dependencia (menores 
de 15 años o mayores de 64 años).

En 2010, de la población de Cruillas de 15 años y más, el 77.5% tenía educación 
básica; el 10% tenía educación media superior; el 2.7% tenía educación superior, y el 
9.5% no tenía instrucción o no la especificó. De cada 100 personas de 12 años y más, 
59 eran casadas y 5 vivían en unión libre. El 63% era católico y el 27% eran pentecos-
tales, evangélicos y cristianos. Al igual que Burgos, Cruillas es clasificado como de alta 
cohesión social (Coneval, 2010).

El total de viviendas particulares habitadas era 604 en el censo de 2010, con un 
promedio de habitantes por vivienda de 3.3 personas. De esas viviendas, el 95.1% tenía 
servicio sanitario; el 90.9% electricidad; el 30.5% drenaje, y 29.5% agua entubada en el 
interior. El 40.4% tenía teléfono celular; el 16.5% tenía teléfono; el 5.1% computadora, 
y el .7% tenía internet. La vivienda predominante en el municipio de Cruillas era en un 
57.38% de muros de tabique o similar; con techos de lámina de asbesto o metálica en 
un 63.67%, y con pisos de firme de cemento en un 81.28 por ciento.

En relación con el patrimonio intangible, los pobladores de Cruillas rinden culto a la 
Virgen de Montserrat con veladoras encendidas todo el año en un santuario ubicado en 
lo alto de la sierra. Ahí se celebra la parte importante de su fiesta anual.
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No existen datos sobre la migración neta en Cruillas, pero al igual que en Burgos, en 
su afán por mejorar su condición económica los jóvenes suelen emigrar hacia Estados 
Unidos. Sólo regresan a sus pueblos cuando logran reunir suficiente dinero para com-
prar tierras y dedicarse a la agricultura o la ganadería. Cruillas presenta una tendencia 
demográfica decreciente, una estructura netamente rural y localidades de pequeña di-
mensión. El fenómeno de dispersión de la población rural en Cruillas es agudo, ya que 
el 36.91% vive en centros de población con menos de 100 habitantes. De continuar 
las tendencias, el municipio seguirá manifestando una importante emigración. Para 
que este municipio pueda contribuir y aprovechar los beneficios de los recursos ener-
géticos de su suelo, es necesario fortalecer las principales localidades del municipio 
mediante estrategias de desarrollo comunitario. Requieren desarrollar capacidades 
relacionadas con el sector energético, además de procesar y generar valor agregado 
a sus actividades primarias.

Conclusiones

Una de las consecuencias de la reforma energética es que las gestiones de exploración 
y explotación de hidrocarburos ya no solamente exigen estudios de impacto ambiental, 
sino que a éstos deberán preceder los de impacto social. Actualmente existen avances 
importantes en el ámbito de la evaluación de impactos sociales a nivel global y se dis-
pone de una serie de principios, enfoques y métodos que facilitan la comprensión de los 
procesos y la comparación de casos. 

Evaluar los impactos sociales de la actividad extractiva de hidrocarburos es especial-
mente relevante para el caso del gas y el aceite de lutitas, que requieren de la perfora-
ción horizontal y la fracturación hidráulica. Estas tecnologías han demostrado impactos 
sociales negativos en la salud, la habitabilidad, la legalidad, y en el bienestar económico 
y material de poblaciones en Estados Unidos. En México, evaluar los impactos sociales 
es una actividad incipiente.

Para evaluar los impactos sociales de la extracción de hidrocarburos se requiere, en 
primera instancia, hacer una revisión detallada de la información secundaria dispo-
nible sobre las localidades en estudio. Para el presente trabajo se revisó información 
sociodemográfica publicada de los municipios de Burgos y Cruillas, que forman parte 
de la cuenca de Burgos y en donde actualmente se encuentran en exploración seis 
pozos de aceite y gas de lutitas. La información encontrada requiere contrastarse con 
información de fuentes primarias, es decir, con las opiniones y percepciones de quienes 
trabajan y viven cerca de los pozos. Sin embargo, este primer acercamiento a las loca-
lidades permite identificar algunas oportunidades y riesgos que la extracción de gas y 
aceite de lutitas pudiera generar en esas localidades.

Burgos y Cruillas tienen población escasa, dispersa y de bajos ingresos. La migración, 
causada por la falta de oportunidades de desarrollo y la inseguridad que caracteriza a 
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las localidades de la frontera norte de México, ha dejado impactos negativos acumula-
dos que han afectado la calidad de vida de los pobladores durante muchos años. De no 
considerar un desarrollo económico y social sustentable que beneficie directamente a 
los habitantes de la zona, las consecuencias de la extracción del gas de lutitas serían muy 
dramáticas. Por eso es importante que, antes de que se intensifique la actividad extrac-
tiva de gas de lutitas en estos municipios, se impulse una estrategia de desarrollo local y 
regional planificado. La estrategia deberá garantizar la habitabilidad en los municipios; 
es decir, la infraestructura básica de bienestar social debe ser suficiente en cantidad y 
calidad para quienes ya habitan ahí y quienes llegarán con la dinámica de la actividad 
extractiva. Para eso hace falta que la política económica y social, así como el sistema bu-
rocrático estatal, aceleren sus procesos al ritmo que caracteriza a la actividad extractiva. 

La extracción de hidrocarburos tiende a convertirse en motor de la economía local y 
a desvincularse del resto del aparato productivo. Para garantizar impactos económicos 
y de bienestar material positivos, deben diseñarse políticas de desarrollo que obliguen al 
sector energético a vincularse con nuevos proyectos productivos. Estas políticas deben 
asegurar que no sea solamente el sector hidrocarburífero el líder de la economía de la 
región. Debe haber una relación armónica entre la actividad extractiva y la de la agri-
cultura, actividad que prevalece en esos municipios en la actualidad.

En cuanto a los impactos legales y de equidad, éstos serán positivos en la medida en 
que exista y se respete un ordenamiento de los usos del suelo; se observen los buenos 
hábitos y costumbres de las localidades, y se haga y aplique una planeación económi-
ca enfocada en satisfacer las necesidades de los ciudadanos. La urbanización no debe 
ocurrir como resultado de la actividad económica, sino que debe planearse para di-
versificar en forma ordenada la actividad productiva. La dispersión rural actual debe 
reducirse para un uso eficiente de los servicios básicos de bienestar social. Debe evitarse 
la segregación de la población y de los servicios, fenómeno que generalmente favorece la 
actividad extractiva. Sobre todo, debe garantizarse el respeto a los derechos fundamen-
tales, como el derecho a un medio ambiente adecuado, a la vivienda, al agua, a un nivel 
de vida adecuado, al más alto nivel posible de salud física y mental, y la solución de los 
problemas alimenticios, demográficos, educativos y ecológicos.

Por ser poblaciones rurales que se encuentran en el proceso de adoptar nuevas vo-
caciones productivas y nuevas formas de vida, se requiere implementar estrategias de 
desarrollo de capacidades. Esto implica contribuir a que las personas se transformen y 
empoderen, para que minimicen los impactos que se pueden generar en casos de cri-
sis económicas, climáticas o alimentarias. También implica establecer mecanismos de 
colaboración para que logren mayor conocimiento y uso de sus derechos y libertades. 
Los habitantes de Burgos y Cruillas estarán en mejores condiciones para lograr su pleno 
potencial cuando gestionen su propio bienestar colectivamente. 

Estas y otras medidas que sugieran los habitantes de Burgos y Cruillas mediante 
procesos participativos evitarán impactos negativos de la extracción de gas y aceite de 
lutitas y favorecerán un desarrollo local sustentable y equitativo.
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